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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (106)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alinco Bustos René
PPD
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
IND
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
RN
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PRI
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lobos Krause, Juan
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Molina Oliva, Andrea
IND
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
V
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Mendez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
IND
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Concurrieron, además, el ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter, el ministro de Justicia, señor Felpe Bulnes, y el ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.-


II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 18.07 horas.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El acta de la sesión 72ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 73ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

PAREOS.
El señor MELERO.- Señora Presidenta, pido la palabra.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra su señoría.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, desgraciadamente, no puedo acceder a la Cuenta, pero entiendo que el diputado Gonzalo Uriarte informó sobre un pareo, con motivo de su viaje a las Naciones Unidas, invitado por el Presidente de la República. Quiero saber si ello figura en la Cuenta. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- No está en la Cuenta, señor diputado; pero, tenemos registrados los pareos.

El señor MELERO.- Tampoco aparecen los pareos, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Señor diputado, se están activando todos los dispositivos del pupitre electrónico.

El señor Secretario va a dar lectura a los pareos registrados en Secretaría.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Los pareos registrados son los siguientes: la señora María Antonieta Saa con el señor Joaquín Godoy, el señor Vallespín con la señora Marisol Turres, el señor Campos con el señor Browne y el señor Uriarte con el señor Núñez.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Melero.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, sólo para informarle que el diputado señor Uriarte va a asistir a esta sesión, porque consideró prioritario participar en ella y, si es necesario, no viajará hoy con el Presidente de la República. Hago presente que él solicitó al diputado señor Núñez dejar sin efecto el pareo.

Por su parte, el artículo 166 del Reglamento de la Corporación señala que sólo por acuerdo de las partes se puede dejar sin efecto un pareo.

Por eso, como el diputado señor Uriarte anunció que va a asistir a esta sesión, espero que durante su transcurso, tengamos una decisión del diputado señor Núñez sobre la materia.

Gracias, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Muy bien, señor diputado. Además, estamos tomando contacto telefónico con cada uno de los diputados que, al parecer, iban a viajar.

El señor FARÍAS.- Reglamento, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra su señoría.

El señor FARÍAS.- Señora Presidenta, de conformidad con el Reglamento, iba a solicitar que se leyeran los pareos antes de iniciar la discusión del proyecto.

Asimismo, quiero señalarle al diputado Melero que los pareos entregados en Secretaría, por lo menos por nuestra parte, no se van a dejar sin efecto.

Por otro lado, los pareos que aparecen en pantalla son distintos de los que leyó el señor Secretario.

Gracias, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Muy bien, vamos a comprobarlos. Los dispositivos electrónicos ya están funcionando, tanto la Cuenta dinámica como los pareos, que son los que acaba de leer el señor Secretario.

Tiene la palabra el diputado señor 
Bertolino.

El señor BERTOLINO.- Señora Presidenta, sólo para manifestar que el diputado señor Browne está pareado con el diputado señor Campos y que el primero le planteó al segundo la posibilidad de dejar sin efecto su pareo, lo que, al parecer, no ha sido posible.

El diputado señor Browne va a asistir a esta sesión; pero, si el diputado Campos no accede a dejar sin efecto el pareo, no va a votar.

Gracias, señora Presidenta.


La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Muy bien, señor diputado. Es lo que corresponde.

-o-

El señor MONTES.- Pido la palabra, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra su señoría. 

El señor MONTES.- Señora Presidenta, quiero hacerle una consulta.

El Mercurio de 18 de septiembre, en su editorial Tarea pendiente en el Bicentenario, hizo un ataque muy duro al Congreso Nacional. 

Quiero saber si la Mesa de la Corporación ha resuelto, por lo menos, pedir explicaciones al director de El Mercurio sobre el alcance de ese artículo. Sólo quiero leer una pequeña parte del texto, porque es de interés general.

“A un aparato público marcado por algunos reveladores signos de corrupción a los que no estamos habituados, se agregan en la actualidad el desprestigio de la función parlamentaria, una legislación no pocas veces deplorable, la permanente improvisación normativa y los efectos no deseados que surgen de leyes mal estudiadas. En una suerte de singular involución, el país bien podría enfrentarse a un cuadro institucional que no se merece, por el que ya pasó hace 30 ó 40 años.”
Señora Presidenta, solicito que la Corporación, a través de su Mesa, pida explicaciones al director de El Mercurio, porque esto no corresponde a la realidad ni del Congreso Nacional ni del país.

Muchas gracias, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Muy bien, señor diputado. 



Vamos a tratar esta materia en la reunión de Comités a que voy a citar dentro de unos minutos.

Tiene la palabra el diputado señor 
Gonzalo Arenas.

El señor ARENAS.- Señora Presidenta, apoyo ciento por ciento las palabras del diputado señor Montes.

También leí ese editorial y considero que es una ofensa gratuita de ese medio de comunicación. Creo que no podemos dejarlo pasar como si nada. Por lo demás, algunos medios de comunicación están llevando a cabo una campaña sistemática en contra del Congreso Nacional, sin conocer en detalle el trabajo que realiza nuestra Corporación.

Por eso, como parlamentario, apoyo la petición del diputado señor Montes.

Gracias, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Señor diputado, como ya lo dije, vamos a tratar el punto en reunión de Comités, precisamente, para que se resuelva con acuerdo unánime de todas las bancadas.

ACUERDO DE LOS COMITÉS.
La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El señor Secretario dará a conocer un acuerdo de los Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Los Comités acordaron considerar, en la presente sesión, el proyecto de acuerdo N° 192. 


V. TABLA

CONDUCTAS TERRORISTAS Y SU INVESTIGACIÓN. MODIFICACIÓN DE LA LEY 
N° 18.314. Segundo trámite constitucional.
La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Esta sesión especial ha sido convocada con el objeto de considerar, hasta su total despacho, el proyecto de ley, originado en mensaje, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de discusión inmediata, relativo a las conductas terroristas y su investigación.

Recuerdo a la Sala que, por acuerdo de los Comités parlamentarios, para la discusión de este proyecto, el primer y segundo discursos se limitarán a cinco minutos por cada diputado.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Edmundo Eluchans.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín N° 7211-07, sesión 77ª, en 16 de septiembre de 2010. Documentos de la Cuenta N° 3.

-Primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Documentos de la Cuenta N° 3, de esta sesión.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Para rendir el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, tiene la palabra el diputado señor Eluchans. 

Cito a reunión de Comités.

El señor ELUCHANS (de pie).- Señora Presidenta, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, paso a informar sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a las conductas terroristas y su investigación.

El proyecto aprobado por el Senado contiene, básicamente, las siguientes innovaciones.

Primero, se elimina la presunción contenida en el artículo 1° de la ley antiterrorista, que dispone que se presumirá la finalidad de producir temor en la población o en una parte de ella, de ser víctima de delitos de la misma especie, por el hecho de cometerse mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares de efectos explosivos o tóxicos. 

La mención que acabo de hacer es sumamente importante y es uno de los nudos centrales del proyecto. La respectiva disposición de la ley vigente establece una presunción que importa invertir el peso de la prueba. Al eliminar esta presunción, se deberán aplicar las normas generales sobre la prueba en los juicios y en los casos en que se acusa de responsabilidad penal.

Segundo, se elimina la alusión a ciertos delitos que contenía la ley antiterrorista, dado que no existían fundamentos para su inclusión en el citado cuerpo legal, como el parricidio y las lesiones menos graves.

Tercero, se incorpora la forma de comisión del delito de lesiones señalada en el artículo 398 del Código Penal, que sanciona al que cause lesiones por suministrar a sabiendas sustancias o bebidas nocivas, dado que se ha eliminado la figura residual de las lesiones menos graves.

Cuarto, se contempla una adecuación de la pena asignada al delito de incendio, de modo que en los incendios de bosques o plantíos en que no hay compromiso de propiedad o de vida, ni de integridad física, la pena que se asigna será la misma que la ley común.

Quinto, el proyecto propone la eliminación del inciso segundo del artículo 3º bis de la ley sobre conductas terroristas, que faculta al juez para la determinación final de la pena, además de las reglas generales del Código Penal, considerar otros elementos, que parecen propios del derecho penal de autor.

Ese inciso que se propone suprimir dispone: “… el tribunal tomará especialmente en consideración, para la determinación final de la pena, la forma innecesariamente cruel de su ejecución y la mayor o menor probabilidad de la comisión de nuevos delitos semejantes por parte del procesado, atendidos los antecedentes y la personalidad de éste y los datos que arroje el proceso sobre las circunstancias y móviles del delito.”
Éste es un elemento central del proyecto de ley que debatimos esta tarde.

Sexto, se dispone que la conspiración respecto de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena aplicable a la tentativa, y se elimina la sanción del delito de amenaza.

Séptimo, se contempla un fortalecimiento del derecho de los abogados defensores para interrogar a los testigos que deponen en contra del acusado.

Además, producto de una indicación de senadores, se incorporó en la ley orgánica del Ministerio Público el deber de la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos de prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.

¿Cuáles son los cambios que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esta Corporación le introdujo al texto del Senado?

En primer lugar, se elimina de los delitos considerados terroristas el tipificado en el artículo 476 del Código Penal, que es una especie de incendio. 

Fruto de esta modificación, también se eliminó la referencia al artículo 476, que el proyecto agregaba al artículo 3° de la ley.

En segundo lugar, se incorpora un nuevo artículo 2° bis a la ley, que dispone: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, sólo constituirán delitos de terrorismo aquellos que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud de personas. 

Tratándose de atentados contra la propiedad tales como incendios y estragos descritos en el numeral 1 y los delitos de atentados descritos en los numerales 2 y 4, se juzgarán y sancionarán conforme a esta ley sólo cuando se tratare de lugares de uso público, redes de transporte público o instalaciones de infraestructura, entendiéndose por estas últimas toda propiedad pública o privada que se utilice para prestar o distribuir servicios al público, tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustible o comunicaciones, y concurriere además la finalidad de causar muerte o lesiones graves o una destrucción significativa, todo ello de conformidad con el Convenio para la Represión de Atentados Terroristas Cometidos con Bombas.”
Hago presente a la Sala que éste fue uno de los artículos más debatidos en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El texto propuesto por el Senado se perdió en la Sala por un voto, y el que se discutió hoy en la Comisión se ganó por quienes lo patrocinaron sólo por un voto.

En tercer lugar, se elimina al querellante particular, a los gobernadores provinciales y a los comandantes de guarnición de aquellos que pueden invocar esta ley, a través de querella o denuncia. Por tanto, sólo podrán hacerlo, de prosperar esta modificación, el ministro del Interior, los intendentes regionales y el Ministerio Público.

En consonancia con esta modificación, se modificó también el artículo 111 del Código Procesal Penal, disponiendo: “También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio, respecto de delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.”
Por último, se rebajó de diez días a 72 horas el plazo por el cual el fiscal debe someter al detenido a disposición del juez garantía.

Estas últimas disposiciones fueron también aprobadas en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, luego de un largo debate -sesionó desde las 09.00 a las 15.00 ininterrumpidamente-, por una votación de siete votos a favor y seis en contra.

El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los diputados presentes.

Por último, quiero consignar que se mantuvo la calificación de las normas efectuadas por el Senado, con excepción del artículo 2º, que fue calificado con carácter orgánico constitucional, según lo dispuesto por el artículo 84 de la Constitución Política de la República.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Muchas gracias, señor diputado.

El señor RINCÓN.- Pido la palabra.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Por un punto de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, seguí con atención la intervención del diputado informante señor Edmundo Eluchans, pero ¿sería posible contar con el texto del informe?

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Señor diputado, en estos momentos, el texto ha llegado a su pupitre. Lo encuentra en el sitio “documento sobre tabla”.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, en primer lugar me referiré a un tema muy central, a las motivaciones que tuvo a la vista el Gobierno para enviar el proyecto de ley en discusión y el que se debate en la Corporación sobre modificación al Código de Justicia Militar. 

Hoy, nos preocupan las modificaciones a la ley que fija y penaliza las conductas terroristas. 

¿Por qué el Gobierno decidió enviar este proyecto de ley? 

En verdad, la razón es una sola, y es bueno que la tengamos presente a la hora de la discusión y de la votación: un conjunto de chilenos, de origen mapuche, tomaron la decisión de iniciar una huelga de hambre que, por su extensión, según todas las informaciones, pone en peligro sus vidas. 

Desde la perspectiva de la preocupación por la vida de los seres humanos, el Gobierno hizo bien al enviar este par de proyectos de ley. Como dije, porque hay una huelga de hambre de comuneros mapuches.

Debo señalar que proyectos relacionados con esta materia, por decisión que parece legítima, durante todo el primer semestre fueron abandonados por el Gobierno a la hora de fijar urgencias. En particular, me refiero a las modificaciones al Código de Justicia Militar, que se encuentran en la Comisión de Defensa Nacional desde septiembre del 2009. 

Al respecto, el encargado de ese Ministerio anunció en la Comisión que en el primer semestre se iban a mandar algunas indicaciones y a hacer presente la debida urgencia, pero eso no ocurrió, porque hubo otras prioridades.

En cuanto a la ley sobre conductas terroristas, el único anuncio previo a la situación actual, se relacionaba con incorporarle algunas disposiciones investigativas especiales que tiene el Ministerio Público en la ley de Drogas. De eso fue lo único de lo que se habló durante estos meses. Esta materia no era prioridad del Gobierno. Y, en verdad tampoco de la Oposición. 

En definitiva, hoy los representantes de la ciudadanía estamos llamados a pronunciarnos sobre las modificaciones al proyecto de ley en función de un hecho concreto y preciso: el riesgo de un grupo de personas de morir, producto de su decisión de no ingerir alimentos.

Entonces, tenemos una urgencia acuciante, pero profundamente acuciante, que es legislar, aunque moleste a algunos, en función de un hecho real y concreto. Las disposiciones que se han enviado apuntan a aquello. Basta con revisar las intervenciones de los ministros y diputados, quienes podemos disentir respecto de si se requiere más o menos, pero hay un acuerdo en cuanto a que aquellas cuestiones aprobadas por unanimidad van a colaborar a que las personas formalizadas en la actualidad sobre la base de la ley sobre conductas terroristas, puedan tener en sus futuras sentencias una situación mucho menos gravosa, por ejemplo, como consecuencia del término de las presunciones.

Hay que aprovechar esta coyuntura, más bien obligatoria, para crear condiciones reales y definitivas que contribuyan al término de la huelga de hambre y al riesgo que conlleva. Desde esa perspectiva, apuntó bien el Senado de la República cuando pidió al Gobierno que distinguiéramos entre una ley corta y otra larga; entre cuestiones profundas, de más largo alcance, de más discusión, respecto de aquéllas urgentes en función de la necesidad. 

El proyecto, en general, discurre en esa lógica; pero nosotros hemos hecho indicaciones. La mayor parte se aprobó, porque queremos que la iniciativa contribuya realmente al término de la huelga de hambre, sin, de paso, desarmar el estatuto especial que toda sociedad democrática tiene derecho a poseer para la defensa del orden democrático. No estamos poniendo en tela de juicio dicho orden cuando proponemos, por ejemplo, dejar fuera el artículo 47i6 del Código Penal, porque comprendemos que ese artículo se refiere exclusivamente al incendio en lugar no habitado, y si entendemos, esencialmente, que el bien jurídico a proteger es el orden democrático, nadie podrá decir que excluir ese artículo de la ley especial pone en riesgo el referido orden. Por lo demás, no lo estamos marginando de la normativa, lo dejamos en la legislación general con las penas actuales que no son bajas. 

Entonces, obviamente, esas proposiciones van en la línea de construir acuerdos. No nos demos gustos. Necesitamos la votación de todos para crear las condiciones jurídico-políticas que pongan término a la huelga de hambre. Digámoslo con todas sus letras. No escondamos el sentido único -como decía al comienzo-, del envío de estos proyectos. Ya habrá oportunidad de discutir cuestiones más bien de fondo que se han planteado en todos los debates.

¿Tenemos un buen estatuto de lucha contra el delito terrorista? Hoy, eso parece bastante discutible desde el punto de vista de lo que es aceptado en la doctrina, en general, en los países que han avanzado más al respecto. En la ley N° 18.314 no queda muy clara la protección del orden jurídico democrático establecido. Es necesario profundizar más para sustituir aquello y ponerlo al día respecto a la ley de seguridad del Estado. Pero ésas son cuestiones de marca mayor que nos quitarían mucho tiempo. Hoy, esencialmente, debemos crear las reformas que produzcan el efecto en el que todos estamos de acuerdo y que busca el proyecto enviado. Para ello se formularon las indicaciones al artículo 476; al artículo 2° bis -aprobada por mayoría-, del Senado de la República, y otras dos que hemos agregado en la mañana de hoy, diputados de la Concertación -con el apoyo de una diputada independientes, cuyo objeto es que el plazo de detención excepcionalísimo que dispone la ley N° 18.314, antes de la formalización, que actualmente puede ser de hasta diez días, versus el plazo del Código Procesal Penal, que es de entre 12 y 24 horas, se rebaje a 72 horas, después de vencidos los plazos generales que establece el Código Procesal Penal.

También formulamos una indicación destinada a que el actor de la ley antiterrorista, sea el más importante de todos, el Ministerio Público. Éste no sólo puede accionar por la ley antiterrorista, sino que es el único -en eso no hay ninguna modificación- que puede formalizar. Los otros actores, por más importantes que sean, de alguna manera, son meramente simbólicos, porque hoy presentan querellas el Ministerio del Interior, el gobernador provincial, el intendente regional y el jefe de la guarnición -es una norma antigua que ha ido quedando-, pero esas querellas, si no van acompañadas de la formalización del Ministerio Público, no tienen ningún sentido real desde el punto de vista procesal. Entonces, podrían querellarse el Ministerio Público y, además, el Ministerio del Interior, atendidas las características de esta ley y el bien jurídico a proteger, y, en algunos casos, el intendente regional.

A nuestro juicio, esas indicaciones apuntan en la dirección de crear las condiciones jurídico-políticas ineludibles a que ha sido llamado el Congreso por la motivación del propio Ejecutivo, por lo que está ocurriendo, no nos olvidemos de eso. Hoy no estaríamos convocados a discutir esto ni habríamos interrumpido la semana distrital si no hubiera huelga de hambre. 

En consecuencia, seamos honestos, ocupemos esta instancia legislativo-procesal a fin de buscar una solución real, apoyada, ojalá, por la unanimidad de los parlamentarios, de manera de poder decir que hemos hecho el esfuerzo jurídico-político que crea condiciones que ponen término a la situación de riesgo que vive un número importante de chilenos de origen mapuche. Si no lo hacemos, en nada habremos contribuido a resolver esta situación. De alguna manera, estoy sustituyendo en este alegato a parlamentarios de Gobierno que deberían ser los más preocupados frente a estos hechos, que son complicados para todos; pero, particularmente, para quienes están gobernando.

Por lo tanto, actuemos en consecuencia e, insisto, aprovechemos la instancia procesal para crear una condición político-jurídica, la misma que pensó el Gobierno al enviar estos proyectos de ley con las urgencias debidas, a partir de un hecho grave que está sucediendo en el sur del país.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hasbún.

El señor HASBÚN.- Señor Presidente, en tiempos de crisis internas, luego de ganada la independencia en el campo de batalla, mientras las nacientes naciones iberoamericanas luchaban contra sí mismas para conformar un estado respetado y representativo, Chile se alzó por sobre otros países e hizo suyas esas virtudes. Para explicarlo podemos citar varias razones, entre las que se cuentan la prudencia de su gente y el espíritu cívico de sus intelectuales; pero, por sobre todo, destaca la enorme figura del ministro Diego Portales, quien, con una visión de estadista única, logró darle forma y configuración a un país carente de sentido organizativo e integrador. Supo que para transformar a una alejada colonia española en un estado soberano, no eran necesarias únicamente las armas, sino que entregar a la ciudadanía las herramientas y oportunidades para el progreso bajo el imperio de la ley. Términos como orden y estabilidad fueron los íconos bajo los cuales nuestros primeros gobernantes se inspiraron, características inherentes a nuestro país hasta hoy.

Por estos días, cuando celebramos merecidamente el Bicentenario, otra vez debemos ser capaces de cultivar estos valores y virtudes, que han hecho grande a Chile, y no dejarnos llevar por el terror de unos pocos que atemorizan a muchos. La inmensa mayoría del pueblo mapuche se encuentra integrado a la vida cotidiana de la nación, lo que se refleja en las múltiples actividades en que se desempeñan para ser cada día más grande a nuestra patria.

En consecuencia, la iniciativa que hoy discutimos tiene como potenciales beneficiarios a un sector minoritario y radical del pueblo mapuche y a los integrantes de grupos más peligrosos. Por lo tanto, creo que algunas de las indicaciones de este proyecto son profundamente graves, improcedentes e inconvenientes para nuestro Chile.

En este Bicentenario, en que la gran mayoría de los chilenos prefiere mirar hacia el futuro y conmovidos vemos a un gobierno y a un país luchar por salvar la vida de 33 mineros de Copiapó, el grupo que realiza la huelga de hambre no sólo atenta contra sus vidas, sino contra el estado de derecho que promueve con empeño el Ejecutivo. 

Este proyecto que hoy discutimos y la negativa de los huelguistas a aceptar conformar una mesa de diálogo, dan cuenta de que para ellos lo importante es generar una situación de tensión que, de tener fatales consecuencias, signifique un traspié para el Gobierno del Presidente Piñera.

El ex ministro del Interior, Edmundo Pérez Yoma, en intervenciones en la prensa durante esta semana, sigue sosteniendo que estos individuos son terroristas. Los mismos han demostrado que hágase lo que se haga, incluso alterar las leyes para que sus penas sean menores, no están abiertos a dialogar, como se hace en las democracias. Los encapuchados que incendian propiedades, campos, camiones y casas producen un oscuro terror en quienes viven en esos lugares. 

Aquí es donde tenemos que emplazar y consultar a los ciudadanos de las zonas afectadas por los atentados, para conocer su opinión o, más bien, sus miedos. Mayoritariamente, esa gente, quiere tranquilidad y que la ley los proteja. No olvidemos que hay víctimas y también veamos quiénes son las verdaderas víctimas. 

Modificar la ley no es la respuesta, sobre todo cuando quienes encabezan el movimiento, no están motivados por la búsqueda de soluciones viables, sino que sólo los mueve la intransigencia.

Insisto, el problema no es la ley, sino su aplicación; mientras esté supeditada a la discrecionalidad del poder político, difícilmente podremos solucionar el problema. Por lo tanto, debemos fortalecer nuestra institucionalidad y entregar su aplicación a la justicia, para que sólo primen criterios jurídicos por sobre los políticos.

Pienso que ese es el mecanismo de solución para un problema que afecta a muchos chilenos.

Fuimos elegidos para legislar por convicción y no por presión. Por lo tanto, es necesario que reflexionemos para entender lo que significa aprobar o rechazar el proyecto. Las víctimas, los victimarios y el país necesitan que les entreguemos señales claras, que no pasan por la aprobación de un proyecto, sino por la responsabilidad con que actuemos y de acuerdo con la normativa legal vigente. 

Hay que buscar una solución y hacer modificaciones. La legislación debe modernizarse y adecuarse a los tiempos modernos y a la realidad que vivimos. Las preguntas que surgen son cómo, para qué y bajo qué circunstancias.

El tema en debate no es menor y amerita más que algunas horas de discusión, merece el tiempo necesario y prudente para hacer una modificación sustancial, moderna y efectiva, pero que también proteja a las verdaderas víctimas del terrorismo en nuestro país.

He dicho. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló. 

El señor AGUILÓ.- Señora Presidenta, un de las pocas afirmaciones certeras que se han hecho en estos día sobre el tema que motivó esta sesión es que el conflicto es heredado. 

Por eso, pido a mis colegas diputadas y diputados que hagamos un esfuerzo. Ninguno de los presentes en esta Sala tiene autoridad moral para tirar la primera piedra en un conflicto que tiene profundidades y complejidades que nos sobrepasan a todos. Por eso pienso que solo con la buena voluntad e inteligencia de quienes estamos legislando 
-aunque tal vez falte- podremos empezar a caminar en la solución de un conflicto que es dramático en su forma y en su fondo. 

El conflicto mapuche lo heredamos de la Conquista; de la mal llamada pacificación de La Araucanía, durante el siglo XIX. Es un conflicto que heredamos por la dictación de la ley antiterrorista durante la dictadura militar. Es un conflicto que heredamos, porque los gobiernos de la Concertación, en forma equivocada, cuestión que subrayo, invocamos esta ley, para perseguir acciones que nunca tuvieron carácter de terrorista. 

Lo que en su momento dijeron Carolina Tohá y el presidente de mi partido, diputado Osvaldo Andrade, de manera corajuda, en el sentido que como Concertación cometimos un error, ojalá ayude a comprender a mis colegas del frente que estamos en disposición de no responsabilizar a este Gobierno, sino de generar condiciones para modificar, al menos, los aspecto más urgentes de la legislación antiterrorista y de la justicia militar, que tiene a 34 comuneros del pueblo mapuche en huelga de hambre, con serio riesgo para la salud, incluso para sus vidas. 

¿Por qué es tan importante modificar la ley que determina las conductas terroristas? Daré tres razones precisas que justifican su modificación sustantivamente.

En primer lugar, la ley relativa a las conductas terroristas ha sido objetada drásticamente por las más importantes instituciones internacionales sobre derechos humanos. No ha sido sólo la huelga de hambre de nuestros comuneros, en los cinco penales de las regiones del Biobío y de La Araucanía. El Comité de Derechos Humanos del Pacto San José de Costa Rica sesionó entre el 12 y el 30 de marzo de 2007, y objetó radicalmente esta ley, no el derecho que tiene todo Estado, como bien dijo el diputado señor 
Burgos, a darse una legislación que lo defienda de las prácticas terroristas, sino que objetó está específica ley antiterrorista, que queremos modificar. 

Por su parte, James Anaya, relator especial para la situación de los derechos y libertades fundamentales de los pueblos indígenas de Naciones Unidas, el 14 de septiembre de 2009, volvió a objetar, de manera radical, muchos de los conceptos de la ley en cuestión. Es decir, en el sistema interamericano y en el de Naciones Unidas, esta ley no pasa los test que la humanidad se ha dado en materia de legislación antiterrorista. 

En segundo lugar, esta ley se ha aplicado sólo a miembros del pueblo mapuche, de manera racista y discriminatoria, lo que aumenta las ofensas que los miembros de este pueblo originario han recibido de parte del Estado chileno.

De acuerdo con una disposición de la ley que determina las conductas terroristas, una amenaza terrorista puede consistir en la formulación verbal que un grupo, en este caso mapuches, haga a una empresa propietaria de fundos que, en su oportunidad, fueron usurpados a ese pueblo, por lo menos a juicio de esos comuneros. La sola afirmación.lo digo de manera formal y categórica, de “Si no nos dejan trabajar nuestras tierras, vamos a quemar los pastizales”, ha llevado a fiscales a pedir cuarenta 40 años de cárcel para quien la formuló. 

En otro de los acápites de la ley se caracteriza el delito de incendio terrorista. Supongamos que un comunero o un grupo de comuneros incendian un pastizal, delito en cualquier parte del mundo -en Chile, en América Latina-, pero de acuerdo con esta normativa, merece una condena de cuarenta años, sólo por la quema de ese pastizal, sin que nunca se haya atentado contra la vida de una persona o se la haya asesinado. 

Esta ley antiterrorista, que tanta controversia genera, contiene entre los mecanismos procesales, el testigo secreto; es decir, se trata de alguien de quien nunca se conocerá su nombre; de una persona que puede mentir las veces -treinta, cuarenta- que quiera, que puede entregar falsos testimonios, que puede confundir, que no se puede contrainterrogar, que no se puede saber en qué circunstancia presenció los hechos; pero nada se puede saber de ella. En definitiva, las mentiras que diga quedarán impunes para siempre. 

Esos han sido tres ejemplos de esta joya que es nuestra ley antiterrorista. 

Nadie entiende que sólo a los comuneros del pueblo mapuche se les aplique una legislación de manera racista y discriminatoria. En Chile, para no hablar del pasado lejano, en los últimos cinco años, en distintas movilizaciones sociales, desde las de trabajadores mineros hasta las de estudiantes secundarios, se han dado vuelta micros e incendiado otras, sin que nadie resultara herido. Los autores de esos hechos pasaron al juzgado de policía local y pagaron multa.

Pero en el caso de los que quemaron un camión en La Araucanía, que tampoco le costó la vida ni la seguridad a nadie, porque primero se bajaron el chofer y los peonetas, se ha pedido una condena de cuarenta años de reclusión, y como se considera, además un delito terrorista, su pena llegara a ochenta años. Por supuesto, esto le causa risa al que fue uno de los principales ministros de la dictadura de Pinochet, porque todas estas cosas a él, a diferencia del resto del país, le causan risa.

En verdad, esto es dramático, porque nadie entiende cómo el incendio de una micro causado por un chileno sea sancionado con una amonestación en el juzgado de policía local y en otro caso, por el mismo hecho, una persona pueda ser condenada a 80 años. Si eso no es racismo, no es discriminación y no es barbarie en contra de un pueblo originario, pero ahora aplicada por el Estado, me pregunto qué es barbarie, discriminación y racismo.

En tercer lugar, junto con mis colegas Tucapel Jiménez, Manuel Monsalve y Hugo Gutiérrez tuvimos el inmenso honor de tener un diálogo larguísimo, de ocho horas, con 13 de los 34 comuneros que están en huelga de hambre en el penal de Temuco, jóvenes entre 19 y 27 años, la mayoría de ellos de veinte años, nos contó que el fiscal pidió que se le aplicara la pena de ochenta años de reclusión y a otro, 103 años, y nunca habían herido o matado a una persona.

Entonces, terminemos con esta ofensa y agravio que, como chilenos, estamos haciendo al pueblo mapuche, que no se merece esta conducta insensata del Estado, antes de que tengamos que pagar las graves consecuencias de destruirnos como nación y dejar de comprender la más esencial de las actitudes de respeto a una cultura y un pueblo originario.

Hemos presentado indicaciones, no para doblarle la mano al Gobierno. No quiero ofender al Gobierno con esto ni creo que los comuneros mapuches quieran aquello. Insisto, este es un tema heredado. El conjunto de los chilenos tenemos una responsabilidad histórica, moral y ética en esta materia, de tal manera que invito a mis colegas a que, por encima de las diferencias legítimas que tenemos la Izquierda, el Centro y la Derecha, podamos reivindicarnos con este pueblo que ha vivido siempre en esta patria, que nació aquí -ésta es su tierra-, y empezar a tender una mano a quienes se merecen mucho más que eso.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ALINCO.- Señora Presidenta, ¿es posible que alguien del Ejecutivo esté presente en la sesión? El ministro del Inte-
rior anda por los pasillos.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El ministro será invitado a ingresar a la Sala.

Tiene la palabra el diputado señor José Manuel Edwards.

El señor EDWARDS.- Señora Presidenta, en gran parte de esta discusión estamos errando el camino.

Hay dos conceptos fundamentales que han sido dejados de lado en el debate de la modificación de la ley antiterrorista y conflicto mapuche en las últimas semanas.

El primero, debemos preocuparnos de las necesidades del pueblo mapuche de paz y no seguir dándole tanta prioridad a sus sectores más radicalizados.

El segundo, debemos concentrar mucho más esfuerzos en las víctimas de este terrorismo.

Me parece que no va en la dirección correcta concentrar el esfuerzo de esta Corporación en la modificación de la ley antiterrorista, fundada en la resolución de un conflicto centenario, que tiene que ver con condiciones de vida, discriminación, cultura, historia, salud, agua, educación, pobreza, agricultura, etcétera.

Si hay algo que rescato de la huelga de hambre es su ayuda a la sensibilización nacional con un problema que hemos arrastrado por años, sin haber sido capaces de solucionar.

Espero que este vuelo sea suficiente para sacar leyes que permitan, por ejemplo, exigir al Estado la devolución de todas las tierras legadas a título de merced al pueblo mapuche en un plazo determinado, o el compromiso del Estado de asegurar que los niveles de pobreza e indigencia de los pueblos originarios se equiparen a los niveles nacionales, o solucionar la falta de representatividad de muchos voceros mapuches, quienes hoy, básicamente, hacen noticia por ser proclives a la violencia y no por su representación. Por eso erramos el camino.

Hemos dejado que un grupo de 34 personas, que intentaron asesinar a un fiscal, quemaron un bus que trasladaba cuarenta personas, quemaron un peaje, entre otros muchos delitos, nos marquen la agenda. Ellos han usado las legítimas demandas del pueblo mapuche para justificar su violencia.

Aplaudo de pie la mesa de diálogo del Presidente Piñera, en la cual participará todo el pueblo mapuche en forma igualitaria.

Represento a alrededor de 800 de las 3 mil comunidades mapuches que existen en el distrito 51 en La Araucanía costera. Prácticamente ninguna de ellas está en conflicto y, por este motivo, han recibido míseras reparaciones del Estado; viven en el desamparo. Hago presente a la Sala que hubo ministros que firmaban documentos, prometiéndoles tierras a unos pocos, saltándose mecanismos formales para su entrega; en algunos casos, aduciendo razones de Estado. El resultado: más violencia en La Araucanía, el Biobío y ahora se suma Isla de Pascua.

A los parlamentarios que iniciaron la huelga de hambre y a muchos de la Novena Región, en particular, quiero recordarles que, durante el período de la Presidenta Bachelet, la Novena Región aumentó su pobreza en un 35 por ciento y su indigencia, en un 50 por ciento. Además, no ha recibido ni un solo peso de inversión extranjera en seis años.

La Araucanía, especialmente el mundo rural y la población mapuche, vive en la miseria: sin trabajo, sin agua potable en sectores rurales, con hospitales sin médicos, con poca ayuda al pequeño agricultor, con pésimas viviendas, sin agua para riego, etcétera. No cabe duda de que todos tenemos algo de responsabilidad en esto, pero, objetivamente, quienes gobernaron por veinte años, bastante más. Por eso le pido a la ex Presidenta Bachelet y a los parlamentarios de la Concertación mayor humildad a la hora de proponer modificaciones a las leyes y recomendar políticas públicas.

Les pido apoyo para la mesa de diálogo y los mapuches de paz, y menos apoyo a los violentistas.

En líneas generales, considero que las modificaciones a la ley aprobadas por el Senado, no representan un avance para el país y, en particular, para las regiones de La Araucanía y del Biobío. Se está legislando con demasiada presión y para una situación particular.

Entre otras cosas, estamos atando a fiscales y al Ministerio Público en sus atribuciones para hacer justicia y defender a las víctimas del terrorismo. Se les está traspasando el peso de la prueba. En muchos artículos se hace más difícil la labor de investigación de los fiscales, obligándoles a recurrir a normas generales. Éste es el caso de la modificación del artículo 1°, en el cual ni siquiera la detonación de armas de gran poder destructivo puede suponerse como acción terrorista. El fiscal debe probar intencionalidad.

Algo parecido se establece con la modificación al inciso final del artículo 2°, el cual permitía declarar como terrorista todo tipo de secuestro. Se abre la posibilidad de que la investigación o el juicio por muchos delitos evidentemente terroristas, como la mayoría de los secuestros, sean vulnerable a errores procesales respecto de las pruebas, interpretaciones judiciales o a que el imputado sostenga que no hubo asociación ilícita para ejecutar el secuestro, sino que fue cometido por él solamente.

Las modificaciones del Senado al artículo 2°, que tipifica los delitos terroristas, retira la posibilidad de que ataques finalmente, por casuística o premeditación, no se consideren lesiones de gravedad en las personas. Es decir, si un grupo armado quema un bus o un barco que iban llenos de gente y todos logran escapar sin lesiones graves, esto no podría catalogarse como terrorista.

La Concertación introdujo una indicación para eliminar los incendios como delito terrorista. Esto no me parece correcto y recibirá mi más enérgico rechazo.

Es verdad que, por años y quizá por siglos, a los huincas les quemamos sus casas y les quitamos sus tierras. Esto es un sentimiento profundo de nuestro pueblo mapuche. Chile necesita cerrar este ciclo y eso no ocurrirá por arte de magia.

Debemos dar pasos en esa dirección, pero no es solución la alternativa que ahora se quemen casas de huincas o mapuches impunemente.

Por otra parte, hemos visto que los incendios se han usado para infundir terror. La compensación del Estado no puede ser “ojo por ojo, diente por diente”. A los parlamentarios de la Concertación, que buenamente entienden estos conceptos, les pido que piensen con mayor profundidad en las víctimas de los incendios, ellas no tienen nada que ver con la disputa histórica. Los incendios se llevan vidas enteras de trabajo y todo se pierde en cuestión de minutos. Nada se gana con ello. Además, los afectados viven el terror de volver a ser atacados. Como este también es un problema nacional, debo señalar que, en general, todos los delitos que se cometen para infundir terror en la población o en algún grupo de ésta deben ser considerados como terroristas. Esa siempre ha sido la base de toda ley que protege a la gente de trabajo y decente de los actos de esos grupos. 

Tampoco comparto las indicaciones de la Concertación que pretenden restringir a quienes pueden ser querellantes. A mi jucio, es mucho más razonable que se faculte a cualquiera persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la provincia, para que se querelle. La autoridad política queda muy horquillada con esas situaciones. Recordemos que tanto el Presidente Lagos como la Presidenta Bachelet aplicaron la ley antiterrorista, pero ahora sus correligionarios han abogado por cambios radicales.

El Senado, lamentablemente, también aprobó la supresión de la sanción de la tentativa de comisión y de la amenaza terrorista, remitiendo a los jueces a las normas generales con penas bajas. Por tanto, anuncio mi rechazo a esa modificación del artículo.

En cuanto al artículo 18, el Ejecutivo planteó la necesidad de entregar al abogado defensor la posibilidad de interrogar a los testigos protegidos. Eso va en la dirección correcta, ya que permite un debido proceso a los imputados. Aquí habría preferido que se integraran sanciones al abogado defensor, quien, por medio de preguntas directas o indirectas, logra revelar la identidad de un testigo protegido. Si no los defendemos bien, simplemente nadie colaborará con la justicia. Por lo tanto, ese es un mal escenario para la justicia y las víctimas.

Hoy, el castigo a quien comete un incendio terrorista puede llegar hasta cuarenta años, lo cual me parece exagerado. Por eso, aprobaré la modificación al artículo 3° propuesta por el Ejecutivo, que rebaja las penas dejándolas entre diez y veinte años. La pena debe tener relación con el delito.

También considero muy positivo que se establezca el derecho de las víctimas a obtener asesoría del Ministerio Público.

Por último, deseo reiterar mi rechazo a muchas de las modificaciones planteadas, por cuanto considero que Chile está errando el camino. Debemos preocuparnos más por lo que le importa al pueblo mapuche y menos por las leyes que le importan a los violentistas. Debemos preocuparnos más por las víctimas y menos por los victimarios. Asimismo, aplaudo la mesa de diálogo planteada por el Presidente de la República. Espero que cualquiera ley que aprobemos sea fruto de ella y ayude a Chile, en especial a los habitantes de La Araucanía. Debemos sacar de la miseria escandalosa en la que hoy está inmersa la gente de la región en conflicto.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Para plantear un asunto de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Silber.

El señor SILBER.- Señora Presidenta, quiero dejar constancia de que pedimos votación separada de cada artículo del proyecto, independientemente de que tengan o no indicaciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Muy bien, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado señor Orlando Vargas.

El señor VARGAS.- Señora Presidenta, discutimos un proyecto que, a todas luces, ha cruzado la agenda pública chilena. Desde luego, se agradecen los esfuerzos realizados por los actores de la sociedad en su conjunto, pero queda claro que debatimos una iniciativa que no deja contento a nadie. 

Además, se implementaron mesas de diálogo que no resuelven el problema de la relación del Estado chileno con nuestros pueblos originarios. De manera que es necesario actualizar la legislación en materia terrorista.

Junto con lamentar la huelga de hambre de los 34 comuneros mapuches, nos surge la necesidad de adecuar la ley sobre conductas terroristas. Todo ello en función de la vigencia del terrorismo en el mundo y de la firma de nuevos convenios internacionales, respecto de los cuales nuestro país no ha actualizado su legislación. Por ejemplo, el convenio aprobado por la Asamblea Nacional de Naciones Unidas, en 1997, establece el criterio por el cual se protege, a través de normativas antiterroristas, la propiedad pública y la privada, sólo si esta última constituye instalaciones de infraestructura, esto es, que se utilice para prestar o distribuir servicios al público, tales como abastecimiento de agua, alcantarillado, energía, combustibles o comunicaciones. Eso cobra especial relevancia porque, de haberse aprobado una indicación como la presentada por los diputados señores Harboe, Accorsi, Burgos, Cornejo, Chahín, Díaz y Saffirio, hoy quizás no estarían en huelga de hambre indefinida 34 compatriotas. En consecuencia, las medidas del Gobierno no han dejado satisfecho a nadie.

Represento a una región de nuestro país con una gran presencia de pueblos originarios. Desde esta Sala, les digo que no nos parece que la expansión del Plan Araucanía resuelva los problemas que hoy tienen los comuneros mapuches ni menos los miles de los miles de aimaras, diaguitas, atacameños y otros pueblos originarios que buscan una nueva relación con el Estado. 

¿Acaso el Gobierno necesita que los otros pueblos originarios también presionen a través de una huelga de hambre? Aquí no hay voluntad para incorporar a dichos pueblos, su cultura y su legado histórico. Más bien, se ha mantenido una política de parche y de reacción a la coyuntura que no resuelve los temas de fondo de la multiculturalidad del pueblo de Chile. Necesitamos que el Gobierno defina cómo se integrarán los demás pueblos originarios a la mesa de diálogo del Plan Araucanía, porque nos asalta la duda. Si va a constituir mesas de diálogo para resolver temas de Estado con cada uno de ellos, que lo diga ahora, para llevar ese mensaje a los miles de aimaras que viven en Arica y Parinacota.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señora Presidenta, hoy nos convoca la modificación de la ley N° 18.314, dictada por la dictadura militar con el claro objetivo de perseguir penalmente a los disidentes. Por ello, la competencia de los delitos terroristas le correspondía a la justicia militar y la CNI los investigaba. Todos los delitos contemplados en dicha ley eran inexcarcelables; es decir, quien era procesado por un delito terrorista no recuperaba más su libertad, salvo que fuese absuelto posteriormente.

Sin duda, no me satisface votar a favor de una iniciativa como la que discutimos, porque, de alguna manera, sentimos que es legitimar una legislación que en su momento se uso para perseguir la disidencia y hoy sirve para lo mismo. En consecuencia, aprobarla con los votos de los diputados comunistas es legitimar una ley que no nos gusta, ya que en virtud de ella se persigue a los mapuches. A mi juicio, este país se debió haber dotado de un nuevo estatuto antiterrorista, señalando claramente cuál era el bien jurídico protegido. Hoy, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia quedó claro que el bien jurídico protegido es el orden constitucional democrático. Por lo tanto, en nuestro país hace falta que, de una vez por todas, discutamos un nuevo estatuto antiterrorista para no seguir aplicando una ley de la dictadura de Pinochet. 

Sin embargo -quiero decirlo con todas sus letras-, estamos dispuestos a dar nuestros votos a favor de esta legislación, siempre y cuando las indicaciones que hemos presentado sean aprobadas, porque claramente el proyecto presentado por el Gobierno es malo y no sirve para solucionar el problema de la huelga de hambre. ¡No sirve, es inútil! En consecuencia, sólo las indicaciones presentadas por los diputados en dicha Comisión, sin duda, pueden salvar las vidas humanas que hoy están en peligro. No sacamos nada con hacernos los lesos. El proyecto del Gobierno es impertinente, no sirve y no es útil. En consecuencia, si sólo se quiere aprobar las modificaciones presentadas por el Gobierno, no vamos a salvar la vida de ningún comunero mapuche. Lo digo con todas sus letras.

Cuando hace un tiempo se discutió el estatuto de los crímenes de guerra y delitos de lesa humanidad, planteé al Gobierno de la Presidenta Bachelet que no podía entender, y aún no entiendo, que un delito de lesa humanidad, un crimen de guerra o un genocidio tengan menos penalidad que un delito terrorista. ¿Alguien puede entender que el autor de un delito de lesa humanidad, que puede causar decenas de muertos, reciba una pena menor que quien comete el delito de incendio? Y no se trata del incendio penalizado por la ley antiterrorista, sino que el sancionado por el Código Penal.

Aquí se ha hablado tanto de que el incendio tiene que ser terrorista; pero, ¿han visto la penalidad del incendio en el Código Penal, para que insistan de manera tan majadera en eso? Si dicho código lo sanciona con presidio perpetuo.

Por lo tanto, no entiendo que en Chile el delito terrorista no pueda ser amnistiado o indultado, además, tiene requisitos especiales para la libertad condicional, al culpable -me imagino que el ministro del Interior lo sabe muy bien- se le quita el derecho a sufragio, se le inhabilita a perpetuidad. Todo esto sucede en caso de delito terrorista, pero con el delito de lesa humanidad no pasa nada. En consecuencia, hay que aconsejar a los comuneros mapuches para que la próxima vez se autoinculpen de un delito de lesa humanidad; es decir, que reconozcan que mataron a cientos de personas, porque en ese caso la penalidad es menor que en el incendio.

No pueden existir esos absurdos en nuestro ordenamiento jurídico. Es imposible aceptar racionalmente, y pido que se entienda esto, que en Chile, un delito de lesa humanidad tenga una sanción menor que un ilícito terrorista y, más aún, menor que el delito de incendio establecido en el Código Penal. Esas incoherencias son las que nos traen aquí. 

Reitero, no se puede afirmar que el incendio se tipifique como delito terrorista, en circunstancias de que la penalidad que establece el Código Penal ya es exagerada.

El terror puede venir fundamentalmente de dos fuentes: de agentes del Estado, que cometen los crímenes de guerra, de lesa humanidad o de genocidio, y de parte de particulares. Si el terror lo siembran los particulares, se les aplica la ley antiterrorista; cuando el terror viene de agentes de Estado, procede el estatuto de los crímenes de guerra y lesa humanidad.

Puestos ambos ilícitos sobre una balanza, la pregunta es, ¿sobre cuál se debe inclinar? ¿Qué bien jurídico protegido es más relevante para nosotros? Aquí se ha dicho majaderamente que es mucho más importante el delito de incendio; es decir, la atrocidad que se señala es que un atentado a la propiedad es mucho más relevante jurídicamente que hacer desaparecer personas. No la acepto, no la puedo aceptar.

En consecuencia, no me vengan a decir majaderamente aquí que hay que sancionar el incendio como un delito terrorista, en circunstancias de que la sanción del Código Penal va hasta presidio perpetuo. ¿Para qué lo quieren convertir en terrorista?

Creo que algo no está bien en el país o algo no estoy entendiendo. Además, soy de los que creen fundamental que en Chile exista un estatuto antiterrorista, porque esa legislación ampara los derechos humanos esenciales, fundamentales, tal como figura en el inciso primero del artículo 9° de nuestra Constitución Política, que señala que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos. ¿A qué derechos humanos se refiere? A los derechos humanos fundamentales, no puede ser a otros, entre los cuales no figura el derecho de propiedad.

Por consiguiente, si seguimos insistiendo en sancionar los atentados contra la propiedad como delitos terroristas, estaremos infringiendo incluso la propia Constitución Política.

Por eso, debemos encontrar una buena solución desde el punto de vista de la dogmática jurídica y de la técnica jurídica, que también satisfaga la demanda que hoy nos convoca, porque hay que ser objetivos, hoy nos convoca dar solución a una huelga de hambre. Dirán que se trata de 34 personas, pero son 34 personas que se están muriendo. Todos estuvimos trastornados por 33 mineros que estuvieron desaparecidos en una mina, y estábamos dispuestos a lo indecible por encontrarlos.

Acá hay 34 vidas que se pueden perder, pero se dice que “son 34 no más”. ¿Acaso quieren que se mueran? ¿Cómo pueden decir que 34 no más”, en circunstancias de que el pueblo mapuche que está esperando otra solución? Eso no es de seres humanos. Acá debemos preocuparnos por dar hoy una solución útil, pertinente, eficaz y eficiente a los comuneros mapuches que están en huelga de hambre, lo que se logrará si nos ponemos de acuerdo el Gobierno y la Oposición de una vez por todas para encontrar el mejor camino.

He dicho.

-Aplausos.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Arenas.

El señor ARENAS.- Señora Presidenta, quiero señalar mi compromiso total con los 34 comuneros en huelga de hambre, muchos de los cuales viven en las comunas que represento en la Cámara.

Lo único que quiero es que depongan esa huelga de hambre, se sienten a conversar y podamos discutir a futuro los temas del pueblo mapuche, que son muchos y muy importantes.

Por eso, apoyo fervientemente el proyecto presentado por el Gobierno. Nunca los gobiernos de la Concertación fueron capaces de dar una señal -durante veinte años- tan potente como la que el Gobierno está entregando dando hoy; nunca hubo una intención real de modificar la ley antiterrorista ni la justicia militar por lo que ocurría y afectaba al pueblo mapuche en La Araucanía.

Por lo tanto, el proyecto por sí solo, sin las indicaciones de la Concertación, es mucho más de lo que fue capaz de hacer la Concertación en beneficio de ese pueblo. Eso es algo que se debe destacar. La actual legislación antiterrorista, que se aplicó durante los gobiernos de la Concertación, contenía elementos injustos, que llevaban muchas veces a una aplicación arbitraria. Eso lo reconozco y me hace apoyar el proyecto de ley, pues perfecciona algunas de sus disposiciones. No apoyo la iniciativa para que no se aplique nunca o para que se aplique siempre la ley antiterrorista. Lo que espero es que un estado de derecho la aplique en forma justa; es decir, que se aplique a los hechos que revisten el carácter de terrorismo, que son distintos a los que se manifiestan en la protesta social legítima del pueblo mapuche.

La legislación actual no hace esa distinción o la hace en forma precaria y arbitraria. El proyecto del Ejecutivo distingue y ayuda a hacer esa distinción, primero, porque elimina totalmente las presunciones de responsabilidad de la ley antiterrorista, ése es un paso fundamental, incluso, más útil que eliminar determinados delitos de la ley, porque hay que recordar que la mayoría o parte importante de los comuneros en huelga de hambre no han sido juzgados solamente por delitos contra la propiedad, sino que además por delitos contra la vida. En consecuencia, si se suprime el delito de incendio, no se favorece a muchos de ellos, sino que, por el contrario, deja el tema dando vueltas. Sí ayuda que sea el Ministerio Público, el que deba probar la responsabilidad de un hecho terrorista en toda su magnitud. Eso implica necesariamente una aplicación justa de la ley. Se dice que la iniciativa no les gusta a los comuneros ni tampoco a los agricultores, eso es para mí el mayor argumento para señalar que es justa y buena. No compensa a unos ni a otros, sino que establece la aplicación que corresponde en un estado de derecho.

Además, el proyecto rebaja la pena del delito del numeral 3° del artículo 476 del Código Penal, sin aplicarle ningún agravante terrorista. Eso da respuesta a una de las quejas más importantes de los comuneros mapuches en huelga de hambre. 

Asimismo, fortalece la capacidad de contrainterrogar y disminuye las penalidades para la conspiración y la tentativa. Eso es lo que responsablemente un gobierno puede hacer para solucionar el problema actual, pero también se puede realizar pensando en la aplicación de la legislación a futuro. 

Por eso, soy contrario a las indicaciones presentadas por algunos diputados de la Concertación, especialmente la que se refiere a eliminar el delito de incendio de la legislación antiterrorista. ¿Por qué lo digo? Porque soy ferviente partidario de que hay que distinguir y no criminalizar la legítima protesta social del pueblo mapuche. Tal como lo han dicho los relatores especiales de la ONU, que han estado en Chile en 2003 y 2009. Eso se logra, suprimiendo las presunciones de responsabilidad y no excluyendo un determinado delito por el solo hecho de cómo se aplica o ejecuta. Efectivamente, habrá incendios que no tienen carácter terrorista, pero otros sí, porque su finalidad es causar temor o debilitar el orden institucional del país. Por lo tanto, se tiene que estudiar caso a caso y no eliminar de manera irresponsable un conjunto de delitos, sin preocuparse del elemento subjetivo, del dolo, de la finalidad que tiene la acción. 

Voy a votar en contra de la indicación que suprime el delito de incendio de la legislación terrorista, aunque no considere que todos los incendios son de carácter terrorista, porque no estoy dispuesto a excluir esos delitos de esta calificación, cuando concurren otras circunstancias.

Al contrario de lo que piensan muchos diputados de la Concertación, el delito de incendio no afecta solamente a fundos de grandes terratenientes -como dicen algunos-, aunque me gustaría que entraran a las casas de esos supuestos terratenientes en la comuna de Ercilla, para que vean las condiciones de pobreza en que viven.

-Manifestaciones en las tribunas.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Por favor, silencio en las tribunas.

Puede continuar, señor diputado.

El señor ARENAS.- Señora Presidenta, en las comunas que represento, por ejemplo, en la de Ercilla, una de las con mayor porcentaje de población mapuche y en donde he obtenido la primera mayoría, a pesar de las pifias en las tribunas, se han quemado -en las noches- tres escuelas de niños mapuches. Esos niños se quedaron sin sus escuelas. Y con las indicaciones que ha presentado la Concertación, esos delitos no son de carácter terrorista y se han cometido cada vez que una decisión de la autoridad regional o comunal no le gusta a un grupo minoritario de comuneros de Ercilla. ¿Qué les van a decir a esos cerca de doscientos y tantos niños que no tienen escuela porque se las han quemado? Eso no es una legítima protesta social ni legítima reivindicación del pueblo mapuche. Expresar que quemar escuelas de niños mapuches forma parte de la causa mapuche es no conocerlos e insultarlos en forma gratuita. Por lo tanto, a las personas que queman escuelas de niños mapuches en Ercilla, se les puede aplicar perfectamente la legislación antiterrorista. En consecuencia, no estoy dispuesto a que se elimine de la legislación, sin distinguir, el delito de incendio. 

Soy un ferviente partidario de las reivindicaciones históricas del pueblo mapuche. Hay que discutir sobre otorgar derechos políticos, sociales, económicos y culturales y, además, estoy dispuesto a aprobar reformas importantes que ayuden a una cierta autonomía; incluso, a elementos de autodeterminación del pueblo mapuche. Ésa la tendencia universal, en toda América y en el mundo, es cuestión de analizar las discusiones internacionales sobre el tema. Pero no estoy dispuesto a que algunos, en nombre de la legítima causa del pueblo mapuche, quemen camiones, escuelas o disparen contra cuanta persona no piensa como ellos. Ello deslegitima su causa, no la ayuda; por eso, hay que distinguir siempre a la inmensa mayoría de comuneros mapuches que viven en paz, gente de trabajo y de esfuerzo, de grupos minoritarios que se enmascaran dentro de su legítima causa para cometer delitos terroristas.

El fin de semana estuve en la comuna de Ercilla, en el sector del fundo Montenegro. El día viernes, durante tres horas, ocurrieron intensos encuentros entre personas que 
querían ocupar el fundo y carabineros. Volví al día siguiente en la mañana. Me informaron que había más de cuarenta impactos de bala en la garita de Carabineros. ¡Perdónenme, eso no es una legítima protesta social! Yo, cuando tengo derechos importantes que defender, lo hago con la palabra, en los tribunales, en la opinión pública, pero no agujereando a tiros una garita con cinco carabineros para custodiar que no se tomen el predio.

Por lo tanto, pido a los parlamentarios de la Concertación, y especialmente a los de la UDI y de Renovación Nacional, que apoyen el proyecto del Ejecutivo. Es serio, razonado, da adecuada respuesta a los comuneros en huelga de hambre y, además, es responsable con nuestra institucionalidad.

Por eso, votaré en contra las indicaciones de la Concertación y a favor el proyecto del Ejecutivo.

He dicho.

-Aplausos en la Sala y manifestaciones en las tribunas.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señora Presidenta, se podría discutir mucho respecto de la intervención del colega que acaba de hacer uso de la palabra. Pero solamente quiero recordar que hace menos de un año, en tiempos de campaña presidencial, quien hoy es Presidente de la República, planteaba que por qué no se aplicaba con más fuerza la ley antiterrorista. Agregaba que nos tenían de rodillas ante estos delincuentes. Entonces, ¡de qué me hablan! En Chile, la Derecha, nunca ha estado dispuesta realmente a que haya una consideración especial del tema, sólo ahora. Y, ¿por qué? Porque todo el país está observando que la única razón que justifica la discusión del proyecto dice relación con el ayuno de un grupo de comuneros mapuches que, extendido en el tiempo, genera una preocupación para todo el pueblo chileno sin excepción, que hemos recogido los parlamentarios y que en alguna medida preocupa al Gobierno.

Pido al ministro del Interior no mantener como estrategia la idea de imponer los conceptos que tiene el Gobierno, de buscar, a través de votos truchos, superar las mayorías o lograr mayorías precarias. Estamos frente a un proyecto que aborda un tema central para cuidar el estado de derecho y promover un régimen democrático, y no puede ser que se pretenda imponer criterios a una mayoría nacional simplemente sobre la base de forzar posiciones en la forma en que el Gobierno lo está realizando.

En el Senado se fue gestando un cierto acuerdo en torno a determinadas normas y los senadores de la Concertación actuaron como lo exige la búsqueda del bien común nacional, vale decir, mediante indicaciones intentaron llegar a un determinado acuerdo. Sin embargo, en el momento de votar una indicación que aparecía como una posible salida al ayuno de los comuneros mapuches, el Gobierno simplemente no estuvo dispuesto a apoyarla. La única razón por la que hoy estamos abordando este proyecto de ley se relaciona con una situación que preocupa a todos los chilenos y la responsabilidad de solucionarla la tiene, en primer lugar, el Gobierno de Chile. 

Lo que ha ocurrido en la discusión de este proyecto de ley muestra una vez más la forma en que este Gobierno entiende la búsqueda de acuerdos y consensos a nivel nacional, en aquello en que no está dispuesto a ceder, en lugar de analizar la posibilidad de un consenso, de un acuerdo nacional, trata de lograrlo a través de votos truchos que inevitablemente siempre encuentra por la forma en que hoy están constituidos tanto el Senado como la Cámara de Diputados.

Por intermedio de la Mesa, le quiero hacer ver al Gobierno que no cuenta con los votos suficientes en la Cámara para la aprobación de esta iniciativa, porque no bastan los votos de la Derecha para lograr los quórum necesarios en cada uno de los artículos, ni siquiera si lo acompañan algunos independientes. Para lograr su aprobación se requiere un mayor consenso nacional. La Concertación ha hecho ese esfuerzo, pero el Gobierno no ha estado dispuesto a aceptar, porque nuevamente sólo intenta sacar adelante sus puntos de vista y no ceder en aquello que podría ser materia de consenso nacional.

La indicación a la que se ha hecho referencia y que pareciera ser la piedra de tope, no es en su texto, ni en su forma, ni en su contenido lo que importa. Está en juego una fórmula que permitía darle consistencia a una mesa de diálogo y posibilitar con ello evitar el sacrificio de aquellos que hoy mantienen el ayuno, cuestión que no solamente nos preocupa como parlamentarios, sino también como ciudadanos chilenos. 

La gran mayoría del pueblo mapuche manifiesta sus reivindicaciones a través de procedimientos pacíficos, pero obviamente es solidario con aquellos que están dispuestos a realizar un sacrificio para lograr lo que ellos estiman que en justicia debe ocurrir.

Por intermedio de la Mesa, quiero decir a los señores ministros del Interior y de Justicia que el Gobierno tiene que entender que en la Cámara de Diputados no tiene los votos para aprobar un proyecto de ley como el que ha presentado, a menos que lo haga a través de un verdadero consenso en el que los bloques -que constituyen casi el 50 por ciento de la Cámara y del Senado- tengan la posibilidad de dialogar respecto de lo que debe ser una modificación a la ley sobre conductas terroristas y el procedimiento de investigación que se siga para determinarlas y, luego, sancionarlas.

Cuando hoy en la Cámara de Diputados se inicie la votación del proyecto, el Gobierno debe asumir su responsabilidad, la cual no está en el voto que faltó o en el que se pasó para el otro lado, sino, en primer lugar, en el Gobierno. Él tiene la obligación de buscar consensos porque es mayor su responsabilidad frente a cualquier hecho que ocurra dentro del país; al Gobierno le corresponde la iniciativa, sobre todo, cuando se trata de un proyecto de ley que busca garantizar, cuidar el estado de derecho, promover la democracia y evitar que ésta se vea afectada por la acción de grupos que eventualmente utilizan la violencia para alterar el funcionamiento del régimen democrático.

Quiero ser categórico en mis palabras. En primer lugar, la responsabilidad de sacar adelante un proyecto de ley de esta naturaleza le cabe al Gobierno; en segundo lugar, el Gobierno tiene que buscar los consensos y, por último, el Gobierno no tiene los votos suficientes ni en la Cámara de Diputados ni en el Senado para alcanzar el quórum requerido para la aprobación de la iniciativa, a menos que la Concertación colabore con sus votos para aprobar las normas que satisfacen al Gobierno, aun cuando él no esté dispuesto a apoyar aquellas indicaciones que en nuestra opinión no sólo son razonables en la coyuntura, sino que permiten abordar en mejor forma la solución de un conflicto como el que hoy vive un grupo de mapuches en ayuno.

Lo central no está necesariamente en la letra del texto que algunos colegas han hecho el esfuerzo por analizar en las Comisiones respectivas y cuyo trabajo agradecemos. Desde el punto de vista político y de lo que le interesa al país, este proyecto de ley se ha puesto en discusión no porque en Chile haya cundido o aumentado el terrorismo, o porque estemos preocupados por la forma en que se pueda abordar esto en el futuro, sino que ha sido estrictamente por el ayuno de los comuneros mapuches. Así lo planteó el Presidente de la República en una reunión con todos los presidentes de los partidos. Pidió analizar la posibilidad de lograr un acuerdo. Sin embargo, cuando llega el momento de gestarlo, de forjarlo, lamentablemente, pareciera ser que la postura de quienes lo acompañan, particularmente en este caso del ministro del Interior, no es intentar lograr consensos a nivel nacional. 

La principal responsabilidad para solucionar el conflicto que hoy afecta a las comunidades mapuches es del Gobierno. Entonces, que la asuma plenamente.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señora Presidenta, lamento la huelga que está llevando a cabo un grupo de mapuches y que ha llegado a una situación límite, pero también valoro el esfuerzo que está haciendo el Gobierno para tratar de resolver el problema.

Las demandas del pueblo mapuche se arrastran desde hace mucho tiempo y se han exacerbado, diría, en los últimos veinte años. Sin embargo, no podemos olvidar los más de 417 mil millones de pesos que en los últimos cuatro años se han destinado para beneficiar al pueblo mapuche, los que se han entregado a través de la Conadi, Indap, del Programa Orígenes, etcétera. La gran duda es si esos recursos efectivamente llegaron al pueblo mapuche, que, como dijo el diputado Edwards, hoy registra uno de los peores índices de pobreza del país, aislamiento y otras situaciones que lo tiene marginado del desarrollo. Muchas veces se les han asignado tierras sin apoyo técnico y con dudosos costos de adquisición. Eso amerita que el país se preocupe seriamente. 

Pero mi gran duda es si efectivamente este proyecto apunta a resolver el problema y las demandas que se han hecho durante tantos años. Es más, un diputado, que dice ser de la zona, señaló que no satisface a nadie.

En el año 2000, el referente mapuche incluyó 16 demandas, entre las que se encuentran el reconocimiento constitucional, autonomía, parlamento indígena, condonación de deudas Indap, solución al conflicto de tierras, líneas de crédito del Banco del Estado, educación bilingüe, paralización de las plantaciones de pinos en los sectores aledaños y el Consejo de Todas las Tierras de alguna manera lo refrenda con el derecho a la autodeterminación, parlamento, restitución de tierras, ratificación de convenios con la OIT, procedimiento que incluya los aspectos sustantivos de la cultura mapuche. ¿Dónde está la modificación a la ley sobre conductas terroristas? En ninguna parte. 

El diputado Gutiérrez afirmaba que esa ley tuvo como objetivo en el tiempo de la dictadura militar -yo diría del gobierno militar- y tuvo como objetivo castigar y perseguir a la disidencia. Parece que la ley fue bien mala, porque muchos terroristas fueron amnistiados y la mayor parte de ellos indultados, entre 2001 y 2004. Hoy, ninguno está condenado -por lo tanto, la ley sirvió de muy poco- pero sí fueron procesados miembros de las Fuerzas Armadas y de Carabineros. 

Una de las modificaciones a la ley antiterrorista plantea terminar con la presunción, que es una situación compleja. Al respecto, debemos recordar que la aplicación de la ley antiterrorista no opera de oficio; es decir, su aplicación no es obligatoria y requiere de imputación, ya sea mediante querella del ministro del Interior, de los intendentes, de los gobernadores o de los comandantes de guarnición, según el artículo 10 de la ley vigente.

El objetivo de la modificación que elimina la presunción se refiere a los delitos que se cometen por artefactos incendiarios u otros que persigan fines explosivos o tóxicos y que se realicen con el fin de causar temor a la población, lo que no es novedad para nadie. Sería un grave error aprobar tal modificación, ya que el terrorismo amarillo realiza, básicamente, atentados por medios explosivos e incendiarios para lograr alarma pública, sin que necesariamente resulten personas muertas o heridas. El terrorismo amarillo ejecuta acciones que tienen por objeto afectar la satisfacción de las necesidades básicas de la población y cambiar su conducta al interferir sus actividades normales.

En suma, de materializarse este proyecto, se incrementarán potencialmente los atentados con artefactos explosivos, porque no se debe olvidar que la esencia del terrorismo es causar pavor y el elemento básico para lograrlo son las explosiones y los incendios. Me pregunto, ¿con qué otro objetivo se lanzaría un elemento explosivo?

Otra situación que debe tenerse presente en relación con las modificaciones a la ley antiterrorista es que esta normativa sanciona cualquier acto de terrorismo, no se aplica sólo a las personas de las comunidades mapuches que hoy están encarceladas, sino que a todos los terroristas. Actualmente, uno de los principales males que enfrentan los países desarrollados y subdesarrollados es, precisamente, el terrorismo. Es uno de los peores males de la sociedad moderna; para confirmarlo se puede preguntar al gobierno de Estados Unidos sobre las consecuencias que tuvo el ataque a las Torres Gemelas, en 2001. 

Cuando hablamos de terrorismo, nos referimos a todos los tipos de terrorismo. Por lo tanto, no veo que este proyecto sea inocuo, porque puede tener consecuencias realmente impredecibles. Durante veinte años, en el Congreso Nacional hemos rebajado penas y aprobado indultos a terroristas; de alguna manera, siempre hemos beneficiado a quienes cometen actos delictuales. Me parece válida la pregunta que han formulado aquí algunos diputados. ¿Qué pasa con las víctimas, con las personas afectadas, con las familias que han visto incendiadas sus propiedades las que adquirieron con el esfuerzo de toda una vida de trabajo? ¿Qué pasa con los cientos de carabineros que, día tras día, resguardan la seguridad de la ciudadanía y que son heridos con perdigones, insultados y ultrajados en todo momento?

Por eso, me pregunto: ¿No hay otra forma que apunte realmente a solucionar este conflicto? ¿No hay otra instancia jurídica que permita aplicar excepcionalmente alguna norma que devuelva la libertad a estas personas, pero con ciertos compromisos como, por ejemplo, no volver a cometer actos de este tipo o ayudar al pueblo mapuche a resolver sus problemas? ¿Por qué tenemos que aplicar la ley antiterrorista que, repito, de alguna manera, castiga a todos los terroristas nacionales y que puede tener graves efectos que después no podremos resolver?

Me habría gustado -probablemente, habría tenido la disposición de hacerlo- que, excepcionalmente, se buscara una solución alternativa que permitiera terminar con la huelga de hambre de los comuneros mapuches; rebajar las penas, puntualmente, a estas personas, con nombres y apellidos, pero con su compromiso de respetar la seguridad y de no volver a cometer actos de esta naturaleza. Esta habría sido una verdadera solución y se correría menos riesgos con la modificación de la ley antiterrorista.

Aquí se han citado muchas veces tratados internacionales y el derecho comparado; pero la verdad es que si se estudia la legislación comparada, podremos ver que cada día es más drástica en los distintos países del mundo. Por lo tanto, no es buen argumento decir que Chile es el único que la tiene. Colombia, Perú, España, Estados Unidos y otros, que han sido víctimas del terrorismo, no tienen una ley amplia; por el contrario, es mucho más restrictiva. 

Por lo tanto, obviamente, voy a votar en contra de las indicaciones presentadas por los diputados de la Concertación, y voy a reservar hasta el último minuto mi opción de votar en contra del proyecto.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señora Presidenta, en cinco minutos uno no puede tener la tentación de hablar de todos los temas vinculados con este proyecto. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Cinco más cinco minutos, señor diputado.

El señor ANDRADE.- Había pensado que sólo eran cinco minutos, señora Presidenta.

Quiero referirme a un aspecto de esta materia que considero que no se ha mostrado con la claridad suficiente. ¿Qué está haciendo el Gobierno? Aquí hay un responsable de todo esto; pero se nos convoca para discutir un proyecto de ley que todo el mundo entiende que es insuficiente para resolver el problema. En su formulación de motivos, se coloca como el centro de su interés. En sus fundamentos, el mensaje señala que esta iniciativa es para hacerse cargo de la huelga de hambre de los comuneros mapuches. Es decir, fue enviado al Congreso Nacional debido a una huelga de hambre; pero, ocurre que todos estamos conscientes de que, al parecer, no resuelve el problema. Entonces, se trata de una discusión casi inútil.

¿Qué nos ha dicho el Gobierno durante todo este proceso? Primero, que ésta es una herencia. Si es así, ¿acaso no se va a hacer cargo de las herencias? ¿Quiere gobernar con beneficio de inventario y decidir lo que asume y de lo que no se hace responsable? No lo eligieron para eso, sino para que se hiciera cargo de los asuntos que le son gratos y también de aquellos que no le son gratos. ¡Para eso están los gobiernos! 

Nos ha dicho que es inconveniente legislar bajo presión. Sin embargo, esta iniciativa apunta a hacerse cargo de un problema que es súper concreto: la huelga de hambre de los comuneros mapuches. 

¿Qué hizo el Gobierno, a propósito del accidente de los mineros? Se hizo cargo del problema; para eso son los gobiernos. Los gobiernos operan bajo presión; es así, es propio de la naturaleza de ser gobierno. De modo que deberá tener el talento y la pericia necesarios para hacerse cargo de esa presión. ¿Cuál es la otra fórmula? ¿Cuatro años legislando desde la tranquilidad y la paz más absoluta? ¡Pero si este país funciona; hay grupos de interés! 

Miren lo que pasó con la aprobación del proyecto de ley sobre los días feriados. ¿Recuerdan que se hablaba de desabastecimiento, que se iba a producir una debacle? La propia ministra lo anunció. Pero, no pasó nada; vendieron más que antes.

Entonces, ¿de qué estamos hablando? Y se sigue sin hacerse cargo. Han transcurrido setenta días de la huelga de hambre y recién ahora se habla de una mesa de diálogo, que tampoco se hará cargo de este caso; va a analizar los grandes problemas de las etnias, pero no se hará cargo de él. Tan nítido es esto, que el facilitador que este Gobierno eligió, es decir, la persona que se va a hacer cargo de la interlocución, no forma parte de la mesa de diálogo. ¡Es algo insólito! 

Los ministros Larroulet y Kast se van a hacer cargo de la interlocución en el cerro Ñielol. Pero, entre los temas que analizará la mesa de diálogo no está el caso de los mapuches en huelga de hambre. Entonces, ¿para qué es la mesa?

Monseñor Ezatti informa al Gobierno los tres temas que interesan a los comuneros. Al parecer, monseñor Ezatti -el propio Gobierno así lo estableció- es la persona más idónea para hacerse cargo de la interlocución. ¿Qué dice monseñor Ezatti? Que los comuneros piden no ser juzgados por la ley antiterrorista, que no quieren un doble enjuiciamiento civil y militar y la eliminación de los testigos con el rostro cubierto. 

¿Alguien puede decir que el proyecto que discutimos se hace cargo de esos tres aspectos?

Si no se hace cargo de lo que el interlocutor designado por el Gobierno ha determinado. ¿Para qué sirve? El proyecto se envió para hacerse cargo de la huelga, lo dijo el ministro del Interior.

Pero, además, hasta el día de hoy se han negado sistemáticamente al diálogo. Eso es lo más raro del mundo. “No hay que dialogar porque es un grupo de presión. ¡Qué se han creído! El Gobierno no cederá.”
Bueno, entonces, ¿para qué nombran interlocutor? ¿Qué sentido tiene hacerlo si no hay que hablar con los que están ejerciendo presión? ¿Con quién va a hablar monseñor Ezzatti?

El grado de irresolución y de un seguimiento tan inexacto del Gobierno nos tiene abismados. El Gobierno dice: “No a la presión.” Manda un proyecto de 38 artículos y de pronto se da cuenta de que para resolver el problema lo mejor es desglosarlo y hacerse cargo de aquellos aspectos que tienen directa relación con la huelga de hambre.

Bueno, ¿qué es eso? ¿Quién presionó al Gobierno para aquello, si no su propia convicción?

El problema no se resuelve y en esta Corporación que finalmente es una Cámara política, todos estamos conscientes, cual más, cual menos, de que lo que estamos discutiendo no resuelve el problema. Y si no lo soluciona, ¿qué sentido tiene?

Quiero volver al origen, quiero que el Gobierno asuma su responsabilidad y se haga cargo del problema, para eso fue elegido. Hacerse cargo significa enviar un proyecto idóneo para la naturaleza del problema. 

El Gobierno está consciente de que no lo es. El interlocutor les dijo cuáles eran los temas que había que solucionar y él no resuelve ninguno, ni siquiera en el desglosado.

Entonces, ésta es una cosa muy difícil de entender. Las alegaciones legales, constitucionales de las disposiciones en uno u otro sentido, créanme, son todas muy interesantes; muy ilustrativas además.

Algunos se harán cargo de la vocería del pueblo mapuche, pero, ¿quién debe hacerse cargo del problema sino el ente que soberanamente tiene la obligación de hacerlo?

Por su intermedio, señora Presidenta, quiero pedir algo muy simple al Gobierno: que se haga cargo del problema.

He dicho.

-Aplausos.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Cristián Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Cristián).- Señora Presidenta, al formar parte de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia que estudió las transformaciones y modificaciones que se pretenden introducir a la ley que determina conductas terroristas, uno se prepara de la mejor manera posible, porque el proyecto se refiere a una legislación excepcional, que no se modifica en forma permanente o reiterada. Incluso su aplicación tampoco es reiterada ni permanente. Normalmente se invoca por razones dolorosas para el país y, al mismo tiempo, para las víctimas.

Muchas veces se habla de los conflictos y problemas que ocurren en el país, pero también se olvida lo que han sufrido las víctimas del terrorismo a lo largo no sólo de la historia de nuestro país sino que de la humanidad.

Me tocó conocer parte del conflicto mapuche con la interpelación que se llevó a cabo en el período anterior, en la que claramente nos dimos cuenta de que había poca respuesta de los gobiernos de la Concertación al conflicto mapuche, no sólo respecto de los comuneros, sino que también de las víctimas, de los vecinos que conviven en las zonas complicadas, principalmente en la Región de La Araucanía.

La Concertación daba ejemplos. El ex ministro del Interior señaló acá que la ley indígena o que el Programa Orígenes eran estrellas, que significaban un gran avance en la materia. Claramente no era así.

Recién escuchamos hablar de pobreza, de aislamiento. Claramente, eso es lo que reina, perdura y se mantiene en la Región de La Araucanía.

También se señala con bastante desprolijidad que no habría compromiso del Gobierno del Presidente Piñera para resolver o buscar fórmulas de solución a la huelga de hambre y con el conflicto mapuche, que dice relación con una deuda histórica que han señalado muchos ex presidentes de la República y el actual Gobierno.

Quiero recordar que sí ha habido esfuerzos. Hubo un compromiso del programa de gobierno en tal sentido, respecto del cual muchos dijeron que no se iba a cumplir. Pues bien, hoy el Gobierno planteó llevar adelante el Plan Araucanía; también planteó, en el caso del conflicto específico de la huelga mapuche, conversar con los huelguistas a través de monseñor Ezzatti; también planteó, aunque no se creía, una mesa de diálogo que se va a llevar adelante a fines de esta semana y muchos señalan con incredulidad que esto no va a resultar, que no funcionará, porque se van dando cuenta de que el Gobierno está dando pasos positivos y cumpliendo los compromisos que señaló en la campaña y durante estos primeros meses de ejercicio.

Pareciera que también se les olvida que el proyecto que hoy estamos discutiendo forma parte de esos compromisos. No debemos olvidar que aquí ha habido avances.

Se habla y se corrigen temas de proporcionalidad de las penas, eliminando lo señalado por muchos diputados, como la presunción en el caso de quienes infunden temor para configurar los delitos terroristas.

También se habla de una modificación de lo que se considera delitos terroristas y se suprime lo que señalábamos anteriormente con relación a la presunción.

Al mismo tiempo, se llevaron adelante, aunque no se aprobaron en el Senado, normas y propuestas en relación con el desistimiento, la cooperación eficaz y la rebaja de penas.

Asimismo, se plantea diferenciar las penas, sobre todo en lo que dice relación con el delito de incendio -sus penas están contenidas en el artículo 476 del Código Penal-, que lamentablemente se eliminó del proyecto. También se eliminó la mención al delito de parricidio y se efectúan una serie de mejoras importantes y relevantes que se exigían y que al parecer hoy no se toman en consideración.

Escuché al diputado Latorre señalar que no se han hecho esfuerzos. En la mañana también escuchamos al diputado Saffirio en el mismo sentido. ¡Por favor! He destinado tan sólo cinco minutos a señalar esfuerzos concretos y compromisos clarísimos que el Gobierno está llevando adelante no sólo para resolver la huelga mapuche, sino que también un conflicto que se arrastra por años y que dice relación con la deuda con el pueblo mapuche.

Aquí se habla de consenso. Lamentablemente, cuando se habla de consenso, se piensa y se cree que el consenso tiene que ser en torno a determinadas ideas y propuestas. Eso es lo que escuchamos de la Oposición. Si no se trata de sus propuestas, de sus planteamientos, de sus ideas, no hay consenso. Eso no es consenso; puede ser imposición, incluso puede oler un poquito a chantaje, pero no es consenso. 

Es muy fácil decir que se quiere consenso en torno de las ideas propias. En otras palabras, si no se trata de mis ideas, no hay consenso. Eso no guarda relación con lo que se espera del Congreso. Claramente, lo que hoy vimos en la mañana en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y lo que se ha visto en la discusión en relación con la modificación del proyecto, es que hay unanimidad en un sinnúmero de temas. Los hemos señalado y lo vamos a ver en la votación. Pero hay puntos específicos en los cuales no se logró acuerdo, no hubo el “consenso” al cual alude la Oposición, que si no es en torno a lo que le gusta no existe. Es precisamente ahí donde se están cometiendo errores importantes, porque se están dejando a un lado delitos contra la propiedad y los delitos de incendio contemplados en el 
artículo 476 del Código Penal. De hecho, se hace una diferenciación que, a mi juicio, no se entiende, entre los delitos que se cometen en lugares de uso público o de propiedad pública, o de propiedad privada pero de uso público, y respecto de los que no tienen esa calidad. Eso va a mover a equívocos y a problemas que veremos en adelante, cuando se cometan delitos que dicen relación con conductas terroristas llevadas a cabo en lugares no habitados, o en bosques o en lugares donde no se puede producir o no se tiene como finalidad causar la muerte, pues no vamos a estar en presencia de delitos que digan relación con ese tenor.

Creo que se están cometiendo errores jurídicos garrafales, omisiones importantes desde el punto de vista político y construyendo discursos para justificar lo injustificable por parte de la Oposición. Este Gobierno, reitero, ha hecho todos los esfuerzos para cumplir con sus compromisos de campaña y solucionar la huelga de hambre y los problemas de fondo relacionados con La Araucanía. Hasta hoy, no hemos visto en la Comisión una respuesta o una posibilidad de llegar a acuerdo por parte de la Oposición, como se ha visto en otras materias.

Ojalá que prime la cordura. Si vamos a modificar la ley, que se haga con altura de miras y pensando en que no solamente se busca solucionar problemas urgentes, sino también para que la ley perdure en el tiempo. Por lo tanto, debe ser una ley que se aplique en buena forma, a fin de corregir y evitar conductas que, para nadie, son deseables en el país.

Por lo tanto, llamo a la Oposición a recapacitar y ser capaz de sacar adelante una buena legislación, sobre todo en lo que dice relación con la definición de las conductas terroristas y, específicamente, con los delitos de incendio que atentan contra la propiedad. Incluso, hubo académicos muy escuchados por la Concertación que no los justificaban. Ojalá, se recapacite, se llame a la cordura y se apruebe un buen proyecto, que no solamente resuelva lo urgente del conflicto mapuche, sino que también logre afiatar una legislación que se pueda aplicar como corresponde.

He dicho.


La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señora Presidenta, estamos en presencia de un proceso legislativo que, desde mi punto de vista, nunca debió realizarse bajo la presión que implica intentar impedir la muerte de jóvenes comuneros mapuches, quienes se encuentran en prisión preventiva por períodos de hasta casi dos años, y que se han negado por más de setenta días a ingerir alimentos. Creo que hay consenso en cuanto a que son las peores condiciones para legislar.

Sin embargo, con frecuencia, la realidad supera con creces nuestros tiempos legislativos, por lo que debemos abordar con prontitud y sabiduría esta suerte de dilema ético, jurídico y político. 

No está de más reiterarlo: no compartimos el camino elegido por los comuneros en huelga para hacer valer sus derechos y reivindicaciones si se acredita que son autores de los hechos que se les imputan. No validamos el uso de la violencia como método de acción política, ni inferir un perjuicio irreparable a la salud y poner en peligro la vida por medio de la negativa de ingerir alimentos. Formo parte de una generación que ha sufrido demasiado por el uso de la violencia para imponer o prohibir ideas. Está muy presente en nuestra conciencia el impacto de la fuerza por sobre la razón, de la intolerancia por sobre el diálogo, y de la inflexibilidad por sobre el análisis con rigor. 

Hemos sido autores y testigos, a la vez, de recriminaciones recíprocas respecto de la aplicación de la ley que estamos modificando. Por una parte, mi coalición, la de Partidos por la Democracia, representada por un ministro del Interior de mi propio partido, jefe de gabinete de una Presidenta de la República, también de mi coalición, invoca 



esta ley e inicia el proceso en contra de los comuneros en huelga. La Alianza, hoy en el Gobierno, señala reiteradamente que esta situación no se habría producido si la Concertación no hubiera iniciado este proceso. Por otro lado, nosotros, la Concertación, recordamos al país que el actual Jefe de Estado, en plena campaña presidencial, expresaba su molestia y disconformidad con el pasado Gobierno por no haber actuado con más dureza, aplicando en más ocasiones la ley sobre conductas terroristas. 

Continuar con este intercambio de recriminaciones parece no ser el camino apropiado, y lo lógico y coherente es hoy resolver esta crisis con inteligencia y generosidad. 

Podemos concluir, entonces, que lo más razonable hoy resulta reconocer, desde este Hemiciclo, que todos tenemos por acción u omisión responsabilidad política sobre la forma en que se están desarrollando las cosas; tal vez no fue buscada por nosotros, pero tampoco fue prevista y analizada con la rigurosidad que el caso exigía.

A quienes hemos compartido gran parte de nuestra vida con el pueblo mapuche, nunca se nos escuchó. Y el actual Gobierno está cometiendo exactamente los mismos errores, aquellos que tuve la oportunidad de observar durante doce de los veinte años de gobiernos de la Concertación como alcalde de la capital de La Araucanía. Reconocer y asumir el error, sin pretender sacar provecho de aquello, nos hace más nobles y más dignos de confianza de quienes nos eligieron. 

Ahora bien, nos enfrentamos a la paradoja de que bajo el imperio de esta ley que establece sanciones elevadísimas se cometieron eventualmente los actos de violencia política que esta ley estaba destinada a evitar. Ello ocurre, a mi juicio, por dos razones fundamentalmente: primero, por la naturaleza del proceso y, segundo, por el monto de las penas, normas de procedimiento inaceptables en democracia y penas que por su magnitud llevan a los jueces a dictar sentencias generalmente absolutorias después de largos períodos de prisión preventiva, porque los jueces, naturalmente, al tener que sancionar con estas elevadísimas penas, elevan el estándar de las pruebas rendidas por el órgano persecutor. 

Repugna a la conciencia de muchos jueces aplicar dichas penas con pruebas, por decir lo menos, de dudosa procedencia y valor. Tuve el privilegio durante cuatro años de ser abogado integrante de la Corte de Apelaciones de Temuco, y puedo dar fe de que éste es un criterio que sí se tiene presente. Una ley que establece un procedimiento inicuo, que puede concluir con la aplicación de una sanción establecida en el Código Penal aumentada en uno, dos o tres grados, termina siendo irremediablemente, y en la mayoría de los casos, inaplicable. 

¿A qué aspiramos entonces? A encontrar el justo equilibrio entre la necesidad de contar con una ley que sancione los actos de terrorismo y otorgue seguridad a la población y un procedimiento que respete las normas del debido proceso y, según sea el caso, concluya con sanciones justas, ejemplificadoras y proporcionales al daño causado por el delito cometido.

Nuestra indicación, aprobada por la Comisión esta mañana, busca que se establezca como delito terrorista sólo aquel que afecte la vida, la libertad, la integridad física y la salud de las personas. Es decir, busca proteger bienes jurídicos de primer nivel. En el caso de los delitos de incendio y estragos, y en el caso de los atentados de los números 2 y 4 del artículo 2º de la ley, pretendemos se sancionen con las penas de la ley común, establecidas expresamente en los artículos 474 y siguientes de nuestro Código Penal, en plena vigencia, con la sola excepción de aquellos que se ejecuten en lugares de uso público, afecten redes de transporte o la distribución de servicios de agua, alcantarillado, energía, combustible y comunicaciones, y que la finalidad de cometerlos sea la de causar la muerte o lesiones graves a personas, o provocar destrucción significativa, en cuyo caso les será aplicable la ley sobre conductas terroristas. 

Hasta la majadería, señora Presidenta, se ha insistido en que lo que pretendemos es dejar en la impunidad el delito de incendio. Quiero hacer una breve referencia a cuáles son las sanciones que establece la ley común que pretendemos aplicar. 

Estamos hablando del artículo 474 del Código Penal, que sanciona con la pena de presidio mayor en su grado máximo -quince años y un día a presidio perpetuo- el delito de incendio sin resultado de muerte, sino mutilación de miembro importante o lesión grave. 

Estamos hablando de la pena establecida en el artículo 475 del Código Penal, que sanciona con presidio mayor en su grado medio -diez años y un día a presidio perpetuo- al que incendiare edificios, tren de ferrocarril, buque o lugar habitado, como asimismo al que ejecutare el incendio en buques mercantes cargados con explosivos, buques de guerra, fábricas o depósitos de pólvora, etcétera. 

Hablamos del artículo 476 del Código Penal, que sanciona con cinco años y un día a veinte años, a quien incendiare cualquier edificio o lugar, aun cuando no estuviere destinado a habitación.

Hablamos del artículo 480 del Código Penal que sanciona los estragos bajo esas mismas normas. 

No es justo, entonces, que se nos quiera atribuir intentos de impunidad. Decimos que no estamos disponibles para que esas penas, establecidas en el Código Penal, se aumenten a partir de la aplicación de la ley sobre conductas terroristas. 

En esta etapa vale la pena hacerse una pregunta. Resulta curioso, a lo menos, que la ley antiterrorista se aplique sólo de Biobío al sur y se presuma que los incendios que ocurren en bosques son actos terroristas. Uno puede observar, por los informativos, durante el verano, los tremendos estragos que causan los incendios en esta misma Quinta Región, por ejemplo, y a nadie se le ocurre aplicar la ley antiterrorista. Se presume que se trata de turistas, no de terroristas. 

Hay aquí, entonces, una aplicación desmedida y un claro racismo en la utilización de la ley sobre conductas terroristas.

Concluyo señalando que para terminar con esta crisis se han de dar, por lo menos, tres condiciones: la modificación de la judicatura militar -que me parece un acierto; lo valoramos-; la constitución de una mesa de diálogo -que también es un acierto, con la salvedad de que hay que instar al gobierno para que convoque y dialogue directamente con los familiares o voceros de los comuneros en huelga de hambre-, y la modificación de la ley sobre conductas terroristas, que si no se compadece con los requerimientos formulados, esta sesión no tiene ningún sentido.

Sé, entiendo y asumo que tenemos entre manos un tema complejo de difícil solución, pero ninguna de nuestras decisiones es más compleja que la de dejar que el tiempo pase y alguno de los comuneros se enfrente definitivamente con su propia muerte. En la actual disyuntiva, prefiero asumir cualquier costo, menos el de ser responsable de la pérdida de una vida humana.

He dicho.

-Aplausos.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Eluchans.

El señor ELUCHANS.- Gracias, señora Presidenta.

Resulta sorprendente oír algunas de las intervenciones que ha habido esta tarde en la Sala. Es cierto que estamos en una Cámara política donde, evidentemente, debemos discutir sobre política, pero cuando estamos frente a proyectos de ley acerca de temas tan complejos como éste, creo que los señores diputados, antes de hablar exclusivamente respecto de política, en torno de esta materia, deberían leer y estudiar el proyecto que se está sometiendo a nuestra consideración. Es una iniciativa que contiene aspectos sumamente complejos, técnicos, que requieren de un análisis serio y ponderado.

Nosotros, en la Comisión de Constitución de esta Cámara, esta mañana, en una semana distrital, trabajamos seis horas de manera ininterrumpida, porque estamos ante un proyecto importante y al que el Ejecutivo decidió darle urgencia de discusión inmediata. Se ha dicho que estamos discutiendo este proyecto porque la huelga de hambre en que están los mapuches en el sur nos obliga a ello. Es verdad y lo ha reconocido el Gobierno a través del ministro del Interior. Pero, eso no significa que el gobierno deba aceptar todos los planteamientos que se quieran hacer. 

Estamos frente a un proyecto muy positivo, que incluye avances muy significativos con respecto a la ley antiterrorista vigente. Quizá, se olvida decir que el texto ha sido aprobado por senadores y diputados de la Concertación en la Comisión de Constitución, esta mañana, y, por lo tanto, suponemos que también va a ser aprobado esta tarde aquí en la Sala.

Digo que hay avances significativos. Por ejemplo, se suprime, como elemento terrorista autónomo, muy distinto o alternativo, el hecho de que el delito sea cometido por arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias. En su lugar, dicha circunstancia pasa a ser una de las hipótesis asociadas a la finalidad de producir el temor en la población. Este aspecto de fondo es importantísimo. 

Además, se elimina la presunción a que hacíamos referencia cuando tuvimos que rendir el informe, norma que hoy, en la ley, invierte el peso de la prueba. Nosotros, al acoger la iniciativa del Gobierno, aplicamos la regla general en cuanto a la prueba en relación con las responsabilidades penales.

Por otra parte, se hacen una serie de revisiones a las penas, de manera que haya concordancia y proporcionalidad. 

Se suprimen las referencias relativas a la crueldad en la ejecución del delito por encontrarse estas circunstancias ya contempladas como agravantes en el Código Penal. 

Insisto, estamos frente a avances muy positivos, respecto de los cuales hemos tenido acuerdos con la Concertación y esperamos que esta tarde se aprueben por votación unánime.

Es cierto, hay algunas materias en las que todavía no estamos de acuerdo. Por ejemplo, con introducir un artículo 2° bis. Nos parece que es muy inconveniente y ya se ha hecho clara referencia a él.

La Concertación ha formulado una indicación, con el propósito de eliminar, de entre los delitos terroristas, los contemplados en el artículo 476 del Código Penal, esto es los de incendio.

Hay un tema pendiente acerca de la titularidad de la acción, de la rebaja de plazos para que el fiscal ponga al detenido a disposición del tribunal.

Por último, no estamos de acuerdo con la supresión de la sanción del delito de amenaza.

Por eso, digo que es sorprendente que, a través de discursos políticos, se venga a 
desafiar o emplazar al Gobierno para que ceda. Se dice que el Gobierno no está dispuesto a conversar, a buscar consenso; pero eso no es así. Creo que muchos de los diputados que han intervenido esta tarde con ese discurso, no tienen derecho a hacerlo, porque durante veinte años fueron gobierno y no abordaron este tema. Esta materia no es de hoy; se viene arrastrando por años. El hecho de que a este Gobierno le haya tocado abordarla es una situación histórica y la ha asumido. En esta circunstancia, como en tantas otras, el Gobierno ha demostrado mucho más coraje, más voluntad y visión de Estado que los gobiernos de la Concertación. Este tema es difícil, pero hay que enfrentarlo, y el Gobierno lo ha hecho de cara al país, diciendo exactamente lo que piensa en cada una de las instancias. Como diputados de Gobierno tenemos el legítimo derecho de decir que no estamos de acuerdo con algunas indicaciones que se han propuesto y que vamos a defender nuestros puntos de vista. 

Señora Presidenta, aquí estamos en la mitad de un proceso legislativo y no debemos asustarnos. Hay materias sobre las cuales todavía podemos discutir. Vamos a votarlas aquí, irán al Senado y si después debemos ir a Comisión Mixta, tendremos que hacerlo. Es parte del proceso legislativo democrático.

De manera que, repito, no se puede 
desafiar o emplazar al Gobierno porque no estamos accediendo a la posición que un sector político, minoritario, además, quiere imponerle. Insisto, estamos en la mitad de un proceso y debemos seguir adelante. No es serio ni constructivo que, a través de emplazamientos, se nos presione para que cedamos, a la fuerza, en nuestros puntos de vista.

Insistiremos, porque tenemos buenas razones. Votaremos cada una de las disposiciones que se contienen en la propuesta del Senado. Esperamos avanzar esta tarde. Es probable que no lleguemos a acuerdo en todo. Es posible que después del Senado haya que ir a Comisión Mixta. Ahí discutiremos el conjunto de materias y es probable que en algunos puntos alcancemos acuerdos.

He dicho. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, antes que todo, mi saludo para los ministros que nos acompañan esta tarde y también para las organizaciones mapuches de la Quinta Región de Valparaíso, de la Novena Región de La Araucanía y de la Región Metropolitana. 

Mari mari pu peñi, pu papay. 

Señora Presidenta, el proyecto de ley en debate es la expresión a una reacción tardía del Estado a una problemática que nace con la República. No culpo a la administración Piñera por su falta de liderazgo en la materia, ni por su incapacidad para entender el fondo de la huelga de los 34 mapuches. Hemos pasado 200 años sin entender, o sin querer entender la magnitud del despojo cometido en contra de los pueblos originarios de Chile. 

La República, desde su origen, trató peor a los mapuches y a los aymaras que los propios conquistadores. La Corona española, por intervención directa del Padre Bartolomé de Las Casas, defendió el trato digno y justo a los naturales de la tierra descubierta, dejando atrás los abusos de los conquistadores encomenderos de la primera época. También fue capaz de reconocer fronteras estables y respetar lo más sagrado que tienen todos los pueblos originarios de América, cual es el vínculo con su tierra y su entorno.

Hoy tratamos de buscar una salida a una huelga de hambre motivada por la aplicación abusiva de una legislación injusta, que se aplica en La Araucanía para penalizar actos de protesta, de reclamo social, que nacen precisamente a partir de la acción estatal desplegada desde los inicios del Estado chileno. En la base de estos reclamos están el espolio, las violaciones, las quemas de tierras y rucas, la matanza de animales y los asesinatos cometidos por los colonos que el Estado de Chile hizo ingresar a las tierras al sur del Biobío.

El Reino de Arauco, como llamaba la Corona española a esas tierras, era el espacio natural del desarrollo de toda una cultura que Chile, en su proceso de formación, se encargó de destruir. 

Estimados colegas, los temas de desarrollo económico y social de La Araucanía, en especial el Plan Araucanía y cualquier otro proyecto de desarrollo regional no son viables sin que previamente se genere un clima de paz y de tranquilidad. Espero que la huelga y la demanda que la fundamenta sean atendidas de manera oportuna. Es eso lo que nos convoca hoy en este Hemiciclo.

La Araucanía es la única región de Chile en donde subsisten 467 escuelas unidocentes, es decir, atendidas por un solo profesor. Esto es desigualdad desde la niñez y discriminación. ¿Qué capacidad tienen esos niños campesinos e indígenas de insertarse en un mercado laboral cada día más exigente? 

Hace tan sólo 15 años la cobertura de electricidad rural apenas se empinaba por sobre el 10 por ciento de la población que vivía en las comunidades. ¿Saben ustedes que hay adultos mayores mapuches de zonas rurales que mueren tranquilamente en sus camas, porque apenas llueve, muchos caminos que conducen hasta las comunidades se hacen intransitables, igual que hace 450 años?

Chile ha sabido enfrentar grandes desafíos y conflictos, como cuando resolvió la situación de derechos humanos posdictadura. Las Comisiones Rettig y Valech lograron cerrar con éxito un difícil capitulo de nuestra historia.

Al igual que en esa ocasión, es indispensable iniciar un proceso de memoria histórica y de reconocimiento del trato que el Estado de Chile ha dado al pueblo mapuche en los últimos 130 años, donde estuvo presente la humillación, el despojo, las violaciones e, incluso, los asesinatos. La inmensa mayoría de estos atropellos y delitos siempre quedaron impunes, con la complicidad de quienes detentaban el poder. Y, por supuesto, no se crearon mecanismos de participación adecuados en las principales instituciones del Estado, en especial la representación popular.

Tengo la seguridad de que esta Cámara asumirá ese desafío, a través de la reciente creación de la Comisión Especial de Pueblos Originarios, en la que debatiremos los temas señalados, en pos de crear la suficiente confianza entre los distintos sectores para 
desarrollar una política de Estado que permita conciliar los intereses de todos y, a la vez, satisfacer las demandas de un pueblo al que se le ha mantenido en la pobreza y en el atraso, con la consiguiente pérdida de sus patrones culturales, y devolverles la dignidad para que se sientan parte de este Chile multicultural al que todos pertenecemos.

Sobre los temas de fondo, le hice llegar al ministro secretario general de la Presidencia y al intendente de La Araucanía una minuta que resume lo que, a mi juicio, son los temas fundamentales de la región. Cada punto de ese documento es una explicación irredargüible de por qué están sucediendo las cosas.

Creo, sinceramente, que la única forma de superar este conflicto pasa por darles visibilidad y representación política a los pueblos originarios. Para ello, he propuesto al Ejecutivo una iniciativa que permita a las comunidades elegir a sus concejales, a sus consejeros regionales, a sus diputados y senadores, más allá de los que actualmente contempla la legislación, para que por fin tengan una representación legítima y legitimidad. Ellos deben ser la voz de estos pueblos marginados que reclaman su lugar en la historia.

Termino mis palabras haciendo voto para que seamos capaces de asumir el desafío de enfrentar los temas de fondo, las causas últimas que explican buena parte de estos actos de violencia que todos rechazamos, pero que no podemos sino contextualizar en la propia historia de Chile, hecha a ratos a sangre y fuego. 

Chantu mai.

He dicho. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil

El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, tres argumentos políticos surgen de las bancadas de enfrente, de nuestros estimados amigos de la Concertación, y que repiten con majadería.

El primero es armar una especie de escándalo porque estamos legislando para una situación particular. El segundo es el aserto de que se está actuando y que ello no resolverá el problema. Por último, muestran una especie de preocupación por lo que califican de conducta errática del Gobierno.

Desarrollemos los puntos. Respecto del primero, digamos con toda franqueza y sin ningún complejo, que el Gobierno está haciendo una gestión de doble propósito y será apoyado por toda la Alianza. Por una parte, está legislando normas permanentes para todos los ciudadanos chilenos, bien pensadas, lógicas y prudentes, que defienden la democracia y el Estado. Por otra parte, está reaccionando ante una situación particular. Y está muy bien que el Gobierno lo haga así, toda vez que lo hace en razón del bien común. De acuerdo con la definición más clásica de bien común, al Gobierno le incumbe el bien del todo y de las partes, el bien particular que se obtiene en la comunidad. Al final, le concierne todo lo que pasa en el país.

Por lo tanto, si al mismo tiempo de legislar bien, de proponer buenas normas, mejora su posición para terminar una huelga de hambre, porque así se lo pidió el mediador, y hace gestos concretos, que van en la dirección correcta de terminar la huelga de hambre, está muy bien hecho. 

Por eso, me extraña que armen escándalo porque nos reunimos de manera urgente para solucionar problemas en el país, en circunstancias de que estos mismos diputados, por razones harto más subalternas, nos pidieron -entonces éramos Oposición- que nos reuniéramos para resolver el problema de un partido político que se había quedado sin inscripción. Hubo que darle trámite rápido a una ley que habilitara a esos candidatos, hoy diputados presentes en la Sala. 

Hoy estamos haciendo las dos cosas: legislando para el país y ayudando a resolver un problema. De este modo se contesta la segunda pregunta que se hizo mi distinguido amigo, el diputado Andrade: ¿esto resuelve o no el problema?

Señora Presidenta, por su intermedio, quiero decirle al diputado Andrade que, por supuesto, no lo resuelve por completo. Éste es un problema que heredó el Gobierno. Éste es un problema de cientos de años. Éste es un problema que en los últimos 20 años se agravó, porque en la política indígena no sólo “se metieron las patas”, sino también las manos y se robaron platas, y se ofrecieron tierras, y se incentivaron las tomas, mediante una pésima gestión de política indígena, sin brújula, sin norte, sin horizonte.

El Gobierno está tratando de resolver el problema. Esto ayuda a resolverlo, porque mejora procesal y penalmente, como dijo con talento el diputado Monckeberg, todos los aspectos en que se beneficia a los huelguistas de hambre, a través de esta legislación concreta, y además se resuelve por un procedimiento de actitud. Eso es lo que vale: un gobierno capaz de legislar y de ponerse en los zapatos de la gente que está mal y sufre, haya o no cometido delito.

El último planteamiento del diputado Andrade fue su preocupación por este rumbo errático del Gobierno.

Señora Presidenta, por su intermedio, quiero decirle al diputado Andrade que no se preocupe. El país sabe bien cómo está siendo gobernado y todas las encuestas dan al Presidente de la República y a los ministros aquí presentes altos grados de adhesión. El país sabe que la gestión del aparato público está en buenas manos, que el Gobierno no va a hacer tonterías ni locuras, que se va a preocupar de los problemas reales y, al mismo tiempo, de tener en el país una buena legislación. Eso me lleva a apoyar al Gobierno y su proyecto.

Debo confesar que no me gustaba ni me sigue gustando el planteamiento del Gobierno que busca modificar el numeral 1° del artículo 1° de la Ley Antiterrorista, el que fue, en su estado actual, alegremente aplicado por un gobierno de la Concertación.

La norma que estamos viendo ahora es de 2005 y de 2003, es decir se ubica en pleno gobierno de la Concertación. Hemos heredado esta norma que la aplicó la Concertación, y ése es parte del problema.

Digo que no me gusta la modificación, porque no me parecía mal que delitos y situaciones tan graves para el orden público y democrático, como el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, estuvieran sujetos a una especie de presunción, como figuraba en el artículo 1°, de que constituirán delitos terroristas. Si éstos no son delitos terroristas, ¿cuáles pueden serlo?

Pero me voy a plegar y votaré favorablemente la modificación. Pido a todas las diputadas y a todos los diputados que nos alineemos por el Gobierno, porque éste sabe lo que está haciendo. No se están tocando aquí los aspectos medulares o centrales de la ley, sino mejorando estándares, de acuerdo con criterios internacionales, que a uno le pueden gustar un poco más o un poco menos. Con todo, están incólumes los valores y los objetivos por los cuales la Alianza por Chile ha luchado tanto tiempo, veinte años en la Oposición y ahora en el Gobierno.

Voten tranquilos, porque, reitero, el Gobierno sabe lo que está haciendo.

En cuarto lugar, hago un llamado a la reflexión. Pienso que los distinguidos diputados que plantearon una indicación para sacar el delito de incendio de la Ley Antiterrorista no han captado bien la señal desastrosa que esa aprobación causaría en el país y en La Araucanía. Si hay algo que quedó claro en la mañana es que la Ley Antiterrorista protege el valor jurídico, el bien jurídico del orden establecido, del orden constitucional democrático. Lo protege de actividades que, a través de la comisión de determinados delitos, siembren el terror, el temor, como el homicidio, las lesiones y, por supuesto, por definición, el delito de daños y de estragos, sobre todo en una región como La Araucanía, que tiene vocación silvoagropecuaria. La gente se gana ahí la vida con los bosques, con los sembradíos, con los cultivos, con los matorrales, con la naturaleza. Precisamente, como aquí han narrado los diputados de esos distritos, el objetivo de quienes están buscando sembrar el terror es el incendio de campos, escuelas y medios de transportes.

En La Araucanía, el método para cometer delitos violentos, más que el fusil, es la bomba incendiaria, la tea, la antorcha. Si eliminamos ese delito de la Ley Antiterrorista y sustraemos la posibilidad de que mediante el delito de incendio se pueda causar terror, de alguna manera, vamos a estar incentivando esa forma de reivindicación ilícita en todo el territorio de La Araucanía.

Espero que esto sea derrotado por un gran número de votos, porque sería la peor de las señales para una región completa de nuestro territorio.

Creo que aquí no hay duda de las buenas intenciones. Esto ayuda. Lo que no ayuda es la actitud pequeña que hemos escuchado aquí, desgraciadamente, de un ex presidente de un partido político que se dice de Centro. No ayuda la pequeñez, no ayuda el chantaje, no ayuda decir: “Se entienden conmigo o no hay ley.” La gente entiende que eso es el modo antiguo de hacer política, que se derrotó en las últimas elecciones presidenciales.

Llamo a todos a pensar en grande; llamo a todos a pensar en construir juntos el Chile que todos queremos; llamo a votar por una buena norma, que proteja nuestra democracia y que ayude a resolver un problema que a todos nos tiene tristes.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señora Presidenta, creo que podemos pasar horas tratando de asignarnos mutuamente responsabilidades sobre la relación del Estado chileno con los pueblos indígenas. Sin embargo, debiéramos aprovechar las fechas del Bicentenario para hacer una autocrítica más global. Por ejemplo, nosotros hemos esperado 20 años para contar con los votos en esta Cámara a fin de aprobar una reforma constitucional que permita el reconocimiento de los pueblos indígenas. Esos votos nunca han estado, porque la Derecha nunca ha estado dispuesta a apoyar una reforma de esa naturaleza. De hecho, cuando el Presidente Piñera la anunció hoy, puso un conjunto de condiciones y restricciones. 

Coincido con una parte de la intervención del diputado Cardemil, que la reiteré esta mañana dos veces en la Comisión de Constitución. Sin perjuicio de que exista consenso de que es el momento de modificar nuestra Ley Antiterrorista que, por lo demás, requiere profundas y radicales reformas, estamos siendo convocados, de manera extraordinaria, para legislar, primero, en la Comisión, desde las 9 horas y, ahora en la tarde, hasta total despacho, en razón de que existe una realidad política de la que debemos hacernos cargo, cual es que existe un conjunto de ciudadanos, de comuneros mapuches, que están en huelga de hambre por más de 70 días y cuya demanda, entre otras, involucra reformas a esta ley.

El Gobierno se hizo cargo de aquello y envió un proyecto de ley para reformar la Ley Antiterrorista. Consciente de que los plazos son breves, estuvo dispuesto a convertir la reforma original -ahí está el mensaje del Ejecutivo para darnos cuenta de aquello- en una ley corta que busca un propósito: hacerse cargo de una demanda instalada en los comuneros que están en huelga de hambre. Hagámonos cargo de esa realidad. El objetivo de esta sesión es despachar un proyecto de ley que sea útil para esa finalidad u objetivo.

Comparto el juicio de que el Gobierno ha sido errático en esta materia, porque 
-insisto- no tiene mucho sentido que estemos legislando con este nivel de presión, si tenemos conciencia de que el texto del proyecto, en los términos en que fue aprobado por el Senado y el que probablemente termine como desenlace de esta sesión, no es útil a ese fin.

Considero que las reformas presentadas por el Ejecutivo, o muchas de ellas, no son buenas y contienen aspectos que requieren un debate más reposado y tranquilo. De partida, no tenemos consenso en la definición sobre delito terrorista, por lo que hemos tenido que ir buscando acuerdos sobre los mínimos. Hoy tuvimos un muy buen y extenso debate con especialistas y abogados, a través del cual nos dimos cuenta de que este no es un tema pacífico en la doctrina ni en el debate jurídico; sin embargo, es parte de las cuestiones que debemos despachar.

También, tenemos diferencias respecto de cuál es el bien jurídico protegido. Hay falta de acuerdo en aspectos fundamentales, como, por ejemplo, elementos del tipo, para saber si esos delitos pueden o no ser cometidos por individuos o suponen un cierto nivel de organización. En lo sustantivo, falta mucho más debate sobre esta materia.

Por lo tanto, no nos engañemos ni pretendamos engañar a la opinión pública diciéndole que estamos reformando la ley antiterrorista porque Chile necesita actualizar su legislación. Lo estamos haciendo porque hay una demanda instalada a partir de la huelga de hambre de los comuneros mapuches. No me avergüenza que el Congreso Nacional esté legislando de esta manera y en medio de esa presión. Por el contrario, eso da cuenta de que nos debemos hacer cargo de una realidad no de los últimos cinco meses ni cinco años, sino que de una larga historia de postergación demostrada por el Estado de Chile respecto de sus pueblos indígenas.

Además, me quiero hacer cargo de cierta demonización del debate que no contribuye a nada. En esta Sala nadie quiere que se quemen escuelas de niños mapuches. Eso es demonizar, trivializar e insultar a todos quienes estamos en ella. Ése no es el debate. La discusión tiene que ver con el reclamo que no sólo hacen los comuneros mapuches, sino que también la comunidad internacional. Según lo informado por la directora del Instituto de Derechos Humanos, a Chile se le ha representado en varias ocasiones que la ley no se ajusta a los cánones de respeto de los derechos humanos que nos exige Naciones Unidas. Asimismo, ha indicado que los inspectores relevantes del ámbito de los derechos humanos y los representantes de pueblos indígenas que han visitado nuestro país han expresado la necesidad de mejorar nuestra legislación. Entonces, la propuesta que hemos hecho tiene que ver con hacernos cargo de aquello.

En ese sentido, no estamos proponiendo la supresión de todos los delitos de incendio, sino tratando de ajustar la legislación chilena a lo que nos pide Naciones Unidas. Citaré el siguiente texto: “La necesidad de adecuar la ley de conductas terroristas a los Convenios Internacionales obliga a considerar la protección de la propiedad conforme a lo dispuesto por el Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997, según el cual la propiedad se protege a través de normativa antiterrorista cuando es propiedad pública, y la privada solo en cuanto constituye instalaciones de infraestructura, esto es que se utilice para prestar o distribuir servicios al público, tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustible o comunicaciones.”. Eso está recogido en las indicaciones que hemos presentado en el debate y que fueron aprobadas esta mañana en la Comisión. 

Entonces, no engañemos a la opinión pública ni le digamos que estamos aprobando algo que no corresponde a la realidad. No sólo estamos mejorando la legislación para adecuarla a los criterios de los organismos internacionales que han hecho recomendaciones a Chile, sino también ayudar al Gobierno, que tiene la conducción política del país, a resolver un problema que no ha sido capaz de abordar, porque le fallan todas las iniciativas que ha planteado. 

El Ejecutivo tiene a monseñor Ezzati haciendo un esfuerzo gigantesco sin piso político y, además, plantea una mesa de diálogo que se rompe antes de instalarse. Incluso, hoy tenemos un debate sobre la ley antiterrorista, cuyo desenlace sabemos que será una ley estéril que no se hará cargo de este conflicto.

También quiero precisar, porque me parece importante dejarlo establecido de cara a la opinión pública, que no se suprimen los delitos de incendio, sino que siguen siendo castigados severamente por el Código Penal. Los delitos consagrados en el artículo 476 del Código Penal, sobre incendios en lugares no habitados, no dejan de tener penalidad; por el contrario, siguen siendo drásticamente sancionados; incluso, como señaló el diputado Gutiérrez, a veces con penas superiores a los delitos de lesa humanidad, porque así es la realidad.

Volviendo al origen de mi planteamiento, debemos hacernos cargo de la razón por la que estamos legislando de manera extraordinaria y de la responsabilidad política que tenemos. La Concertación está disponible para legislar en esta materia con la celeridad que el Gobierno ha demandado y con la rapidez que ha exigido que legislemos. Así lo hicimos cuando hace dos semanas despachamos una ley corta destinada a constituir una señal hacia los comuneros mapuches en materia de justicia militar. Ahí estuvieron los votos de los diputados de la Concertación en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para despachar rápidamente el proyecto con la mejor de las buenas voluntades y ayudar al Gobierno, que tiene la responsabilidad política en el caso de la huelga de hambre, que ya se extiende por más de setenta días.

Asimismo, no está en nuestras manos, pues no tenemos los votos, aprobar las indicaciones que sabemos que son fundamentales, o decirles a los comuneros mapuches que la voluntad de resolver los problemas que se originan en la ley antiterrorista está en el Congreso Nacional. Los votos están en manos de quienes hoy dirigen los destinos del país. Ellos tienen la mayoría para aprobar las indicaciones presentadas en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que sabemos que son señales positivas que pueden ayudar y contribuir de manera decisiva al fin de la huelga de hambre y al inicio de un nuevo diálogo no sólo con los comuneros, sino que también con el pueblo mapuche. De eso se trata. Reiterando lo señalado por el diputado Cardemil, por eso estamos acá. Si se trata de hacer un largo debate sobre la ley antiterrorista, démonos cuatro o cinco meses para ello. Escuchemos a más especialistas e invitemos a expertos de Naciones Unidas. Pero -repito-, ésa no es la razón por la que hemos sido convocados a legislar de manera extraordinaria por la Mesa de la Cámara de Diputados, a instancias del Gobierno.

Quiero señalar al Ejecutivo que queremos una ley útil para el propósito político al que fuimos conminados a legislar de esta manera. Eso se refleja en las concretas indicaciones que aprobamos en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Pedimos que el Gobierno tenga la flexibilidad y la voluntad real, más allá de la aprobación formal, de enviar una señal que nos ayude a poner término a la huelga de hambre y a iniciar una etapa distinta en la relación con los pueblos indígenas. Lo demás será un bonito texto que, desde el punto de vista de sus efectos políticos, será un análisis estéril para lo que hemos sido convocados.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Giovanni Calderón.

El señor CALDERÓN.- Señor Presidente, al escuchar a los diputados de la Concertación, me queda la impresión de que quieren congraciarse con el pueblo mapuche, con el cual nunca han sido muy amigos, y derogar la ley antiterrorista y no sólo modificarla. Si es así, que lo planteen en la Sala. Sin embargo, yo no sería tan ingenuo, porque la verdad es que habría que preguntarse si existe o no terrorismo. Creo que existe y que hay terroristas. 

Concuerdo con el diputado Hugo Gutiérrez, del Partido Comunista, en cuanto a que el problema de la huelga de hambre no se solucionará con el proyecto que propone el Ejecutivo ni con las indicaciones presentadas por los diputados de la Concertación. ¿Por qué no lo hará? Sencillamente porque no podemos imponer una resolución por ley al Poder Judicial. Nosotros modificaremos una ley que eventualmente será aplicada por un juez. No pasa por nosotros la decisión de rebajar las penas a los comuneros mapuches ni de formalizarlos, sino que por otro Poder del Estado. Como indicó el diputado Díaz, se engaña a la ciudadanía cuando se dice que con las indicaciones de la Concertación se solucionará el problema y que estamos ayudando al Gobierno. Sin embargo, digo “no nos ayude tanto, compadre”, porque el problema no se solucionará con esta ley.

El proyecto del Gobierno es un avance verdadero, real; está jurídicamente muy bien planteado, pues elimina la presunción del artículo 1°, que virtualmente obligaba a la persona a demostrar su inocencia; reduce el listado de delitos terroristas y fortalece el derecho a la defensa.

Por su parte, la Concertación durante los veinte años que detentó el poder -incluso en ocasiones tuvo mayoría en la Cámara y en el Senado- sólo se limitó a aplicar la ley Antiterrorista en vez de introducirle modificaciones. Digamos las cosas por su nombre, ¿a quién se la aplicó? A los mismos comuneros que hoy están en huelga de hambre.

Por lo tanto, los señores que están en las tribunas deben ser mapuches concertacionistas, porque no me explico que pifien a quienes estamos promoviendo los cambios y no a quienes no los hicieron durante los veinte años que gobernaron.

(Manifestaciones en las tribunas).

El diputado Latorre habló de votos truchos, señor Presidente. ¿A qué se estaría refiriendo? ¿Al voto del senador Sabag en el Senado? Si es así, que lo diga, ya que es un correligionario suyo.

Es indiscutible que el proyecto del Gobierno es un avance. Y tan así es que el propio abogado de los comuneros mapuches, el señor Adolfo Montiel, lo dijo hoy en la mañana en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

(Manifestaciones en las tribunas).

¡Así lo dijo! ¡Cambien el abogado si no están de acuerdo con eso!

El instrumento internacional que invoca la Concertación para estar en contra de las propuestas del Gobierno, el Convenio Internacional para la represión de los actos terroristas cometidos con bombas, fue ratificado en febrero de 2002. Me pregunto por qué entre febrero de 2002 y el 11 de marzo de 2010 los parlamentarios y los gobiernos de la Concertación fueron incapaces de introducir esos cambios.

También me pregunto, ¿nuestra legislación antiterrorista es tan atroz, tan antidemocrática, tan contraria al orden internacional como plantean los diputados de la oposición?

Señor Presidente, el 12 de enero de este año, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos condenó al Reino Unido -no estamos hablando de una república bananera- por considerar que su ley antiterrorista, vigente desde 2001, permitía a la policía detener a cualquier persona sin una duda razonable. Aquí ni siquiera estamos hablando de eso. Además, hay 111 definiciones de terrorismo, señor Presidente. ¿Con qué legislación nos vamos a comparar para decir que nuestra ley es antidemocrática o contraria al orden internacional? 

Se ha planteado la disyuntiva entre delitos de lesa humanidad y delitos terroristas. Por intermedio del señor Presidente, quiero explicar a los colegas que lo han planteado que los delitos de lesa humanidad tienen que ver con agentes del Estado, mientras que los delitos terroristas, con particulares. En consecuencia, es de toda lógica que los delitos cometidos por agentes del Estado sean más graves que los cometidos por particulares.

Por otra parte, se ha alegado que si ciertos delitos comunes, como el incendio, se eliminan de la ley Antiterrorista, se aplicarían a sus autores las sanciones establecidas en el Código Penal, que tienen una elevada penalidad.

Señor Presidente, el hecho de que un delito tenga la naturaleza de terrorista no influye solamente en su penalidad, sino que también en los medios de investigación y en el procedimiento. Además, son herramientas con que el Estado se ha dotado precisamente para el combate del terrorismo. No se trata de aplicar más o menos penas solamente, sino también de contar con ciertas herramientas de investigación que permitan el castigo de esos delitos.

Señor Presidente, este debate no puede quedarse en la caricatura de dividirnos entre defensores de los mapuches y represores de los mapuches, porque eso es demasiado básico para el Congreso. Tiene que haber un equilibrio entre los derechos de los imputados y la lucha antiterrorista, ya que esta última no puede cesar.

En ese sentido, emplazo a los colegas de la Concertación a ser coherentes con lo que sostuvieron hoy en la mañana en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y a votar a favor todas las disposiciones que aprobaron en la Comisión, para que no borren con el codo lo que escribieron con la mano. 

Podemos tener diferencias, y las vamos a seguir teniendo, pero espero que las solucionemos. No obstante, debemos avanzar en aquello en que hemos estado de acuerdo.

Finalmente, no quiero pasar a la historia como alguien que facilitó la vida a los terroristas.

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

El señor CERONI.- Señor Presidente, el Gobierno no puede desligarse de una tremenda realidad, cual es que el proyecto nace dentro de un contexto que es la huelga de hambre de los mapuches. En consecuencia, la iniciativa tiene que servir para ponerle término. No obstante, no hay duda de que su texto en nada colabora a ese objetivo tan importante.

Por una parte, el Gobierno, tal como lo dijeron los dos ministros en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, señala que le interesa fundamentalmente hacer modificaciones importantes a la ley Antiterrorista, lo que no tiene nada que ver con la huelga de hambre de los mapuches.

Entonces, me parece un absurdo que nos pidan tanta urgencia para tratar un tema que se relaciona con la elaboración de una ley más eficaz en contra del terrorismo, porque para eso deberíamos contar con el tiempo necesario para discutir, para examinar la legislación comparada. Debo aclara al respecto que, desde el punto de vista del derecho internacional, ni siquiera hay todavía un criterio único para definir lo que son los tipos penales de terrorismo.

No se nos dio ese tiempo, porque el contexto del proyecto ameritaba tramitarlo con urgencia, con lo que el Gobierno está reconociendo que su sentido es dar una solución a la huelga de hambre mediante esa iniciativa.

Lamentablemente, ese camino es equivocado, porque las reformas que introduce el proyecto son de mínima cuantía para lo que desean las personas involucradas en esa huelga de hambre, quienes piden en forma categórica que no se les aplique la ley Antiterrorista. ¿Por qué? Por algo de elemental justicia. Porque ellos están luchando por una reivindicación profunda, que nuestro Estado no ha sido capaz de reconocer: la reivindicación de sus tierras. Todo el movimiento social y sus protestas tienen ese origen. Y porque protestan mediante el incendio de bienes, se les aplica la ley Antiterrorista.

No quiero decir que una persona que incendia bienes debe quedar impune, pero para eso tenemos tipificaciones claras en la ley penal. No se les debe aplicar la ley Antiterrorista porque cometen ese hecho debido a una reivindicación profunda.

Es un tema complejo, pero que tenemos que abordar con la calma necesaria, trazar la línea sutil que debe existir entre los actos que se producen como consecuencia de una protesta social y los actos que son constitutivos de terrorismo. No obstante, el proyecto de ley no da cuenta de ello, porque ha faltado el tiempo para poder plasmarlo.

Por lo tanto, creo que aquí no se ha podido legislar en forma cuidadosa para dar solución al problema del pueblo mapuche, ni para dictar una ley eficiente en contra del verdadero terrorismo del que todos los países quieren protegerse. A mi juicio, su lucha y sus actos en ningún caso tienen relación con eso, pues ellos muchas veces los realizan por su reivindicación.

Hemos presentado una serie de indicaciones que corrigen una situación que consideramos defectuosa en las normas despachadas por el Senado. Éstas tienen por objeto marginar el delito de incendio en relación con la protección de la propiedad, a no ser que el atentado en contra de una propiedad produzca un daño a la salud, a la vida y a la integridad de las personas. Pero aquí, simplemente, se trata de la protección a la propiedad, y si se atenta en contra ella, hay normas comunes que la protegen. 

Aquí hemos sido convocados con una urgencia para legislar que no nos va a llevar a ningún buen camino, sin un sentido claro. Así las cosas, no vamos a lograr lo que ansiamos en la Sala: una ley justa y adecuada para que los comuneros mapuches no sean juzgados por una ley antiterrorista, sino por una ley común que de por sí es enérgica con los delitos de incendios y otros atentados que se cometan.

Las indicaciones que hemos planteado en el seno de la Comisión corrigen los defectos de nacimiento de la iniciativa. Espero que la Alianza las apruebe. En varias ocasiones ha criticado a la Concertación en cuanto a que nunca hizo nada por solucionar el problema, especialmente en materia de ley antiterrorista, en circunstancias de que se envió un proyecto en la época de la Presidenta Michelle Bachelet que no tuvo acogida en ese sector político, por lo que no pudo continuar su tramitación. Muchos de los temas que tienen que ver con el pueblo mapuche jamás han tenido acogida en la Alianza, ni siquiera el reconocimiento de pueblo en la Constitución Política del Estado, con todos los derechos que ello implica.

Debemos tomar conciencia de lo que está detrás de todo esto. Hay cuestiones profundas, que el Estado tiene que enfrentar y reconocer, que lo que plantea el pueblo mapuche tiene un trasfondo histórico de gran significación. Algún día debemos estar a la altura de reconocer sus peticiones y llegar a un acuerdo.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, el sentido común de todos dice que necesariamente tenemos que cambiar la actual legislación.

Hace más de un año el joven Jaime Mendoza Collío fue asesinado por la espalda. ¿Su agresor? Un carabinero de nuestra patria. También por la espalda fue asesinado Matías Catrileo. ¿Su agresor? Otro funcionario del Estado, que fue sentenciado por la corte marcial a cumplir una condena de tres años y un día. Sin embargo, por amenazas de incendio terrorista, dos lonkos, Pascual Pichún y Aniceto Norin, fueron condenados a más de diez años de prisión. En un estado de derecho como el nuestro no tiene ninguna lógica que este tipo de conductas sean condenadas por la justicia chilena en esta forma. Repito, se condena a tres años y un día por asesinar impunemente, sin ninguna lógica y por la espalda, a un joven mapuche, y a diez años simplemente por proferir amenazas de incendio. Es eso lo que tenemos que legislar de una vez por todas en nuestro país. Debe haber claridad respecto de lo que enfrenta cada uno de los chilenos y chilenas que aquí habitan. Discutamos una legislación que en realidad permita, no solamente a los mapuches, sino a cualquier otro pueblo originario, tener claridad de cómo serán juzgados quienes los componen, sobre todo, porque la ley antiterrorista -tal como lo han señalado muchos colegas-, hoy dista mucho de lo que plantea el derecho internacional en relación con el tema.

Se ha dicho con mucha claridad por parte de muchos colegas que es necesario un cambio radical de las políticas del Gobierno y del Estado en relación con este tipo de delitos. Mientras no legislemos y no logremos tener una ley adecuada al ordenamiento jurídico internacional; mientras no sea la ley civil, en tiempo de paz, la única que juzgue a todos y cada uno de los chilenos y chilenas, cualquiera sean los actos delictivos que cometan; mientras no sean sólo los jueces civiles los que juzguen, tendremos dictámenes tan disímiles como la aplicación de tres años y un día para quien asesina por la espalda y diez años, según presume la justicia, para quien ha proferido amenazas de incendio terrorista.

He dicho.

-Aplausos.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señora Presidenta, pido incorporar los discursos de quienes estábamos inscritos y no pudimos usar de la palabra.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Muy bien, diputado González.

Se incorporarán los discursos de las diputadas señoras Vidal, Girardi y Pascal, y de los diputados señores Squella, Lobos, Chahín, Ojeda, Venegas, Alinco, Accorsi, González, Auth, Martínez, Becker, René Manuel García, Monckeberg, don Nicolás; Schilling, Espinoza, De Urresti, Monsalve, Teillier, Rincón, Barros, Bertolino y 
Carmona.


-En conformidad con el artículo 85 del Reglamento, se incluye la siguiente intervención no pronunciada en la Sala y que cumple con lo dispuesto en el artículo 10 del mismo cuerpo reglamentario:
El señor ALINCO.- Señora Presidenta, por su intermedio, quiero expresar una reflexión que tiene que ver no sólo con el proyecto de ley, que el oficialismo intenta aprobar y que se refiere a la ya detestable y espuria ley antiterrorista, nacida en la ilegalidad de la dictadura cruenta y sangrienta, como fue la del dictador José Augusto Ramón Pinochet Ugarte, algunos de cuyos seguidores están hoy presentes en esta Sala y que fueron fieles y fervientes seguidores de la doctrina de la seguridad nacional.

Este engendro, llamado ley antiterrorista, nació en las tinieblas, cuya letra cuando no su espíritu, lamentablemente siguió vivo y recurrente en más de alguna oportunidad en los gobiernos de Centroderecha de la Concertación.

Ante ese contexto político represivo, que representa esta doctrina, que pretende endurecer la ya maquillada ley, quiero recoger las palabras del presidente de la Ilustrísima Corte Suprema, ministro abogado Milton Juica, quien ha sido claro en fundamentar que no es necesario una justicia militar con fiscales incluidos, porque para eso está la justicia civil como tal, que en un estado de derecho, con jueces de garantía, son suficientes para asegurar un debido proceso.

Es decir, hay que poner término de una vez por todas a los tribunales militares en tiempos de paz con un estado derecho democrático y permitir que todos los chilenos, sean juzgados sin distingo alguno y no como ocurre con los peñis, que son condenados por la justicia militar y los huincas por la justicia civil, vulnerando las reivindicaciones indígenas, reconocidas internacionalmente.


Respecto a la ley antiterrorista, instrumentalizada en contra del pueblo mapuche y demás pueblos originarios, digo basta; basta de tanta hipocresía y mentira. Esta ley represora fue concebida y hecha como traje a la medida por el dictador y sus colaboradores, para perseguir brutalmente a los pueblos originarios que no sólo reclaman su territorio y espacio propio, sino la dignidad de un pueblo con cultura, idioma y cosmovisión propias.

No traten de convertir a este pueblo heroico, con una forma de vida, con una tradición de enorme respeto a la pacha 
mama y a la naturaleza, reconocido hasta por los propios cronistas españoles, en un pueblo estigmatizado por los ataques a los latifundios, incendios a las propiedades particulares y quemas de camiones. ¡No! Esa no es la verdad, sino una vil excusa para continuar la misión de los genocidas que invadieron sus tierras en la mal llamada conquista española, que sólo perseguía robar el oro y la plata, no dudando en cometer los más atroces crímenes contra los pueblos originarios, contra el pueblo araucano, pero que no pudieron doblegar.

Ahora, con esta operación de inteligencia política, el gobierno y más de un yanacona, pretenden desvirtuar la verdadera lucha de un pueblo libertario, dividiéndolos, confundiéndolos con mesas de diálogos y otras ya conocidas estrategias y tácticas usadas en el pasado en cuanto conflicto social se produjo. Me recuerdo del movimiento de los llamados “pingüinos”, en el que los dividieron, minimizándolos hasta lograr su objetivo: aplastar el movimiento estudiantil a pesar de sus justas demandas por una educación de calidad y de mayores y mejores recursos para la educación pública, derogando en ese tiempo la LOCE, pero dejaron la LEGE, que es la misma mierda con distinto olor.

No me voy a prestar para este juego sucio, vil y canalla. Pido que se terminen los tribunales militares con todo su andamiaje impropio de un estado democrático, y rechazo de plano la ley antiterrorista, parches más, parches menos. Sé que yanaconas hay en todas partes, incluyendo al senador Hosaín Sabag. No espero que hoy día sea diferente en la Cámara de Diputados.

No me asiste la más mínima convicción que la justicia militar y que el gobierno derechista de Piñera busque la solución de fondo para el tema que hoy mantiene a los comuneros mapuches en huelga de hambre. No hay voluntad política ni la habrá y el final, lamentablemente, se avizora con un desenlace cuya única responsabilidad recaerá en la actual administración, que no ha estado a la altura de un gobierno que debe y tiene que dar respuesta a su rol.

Me asiste la más plena convicción de que en Chile nunca existió terrorismo por parte de los pueblos originarios, sino que al contrario. Siempre la violencia ha provenido de un estado invasor, como el español, o de un estado represor, como el chileno, con una dictadura cruenta como la de Pinochet. 

Los genocidas son los que hoy piden las penas del infierno a los que precisamente son discriminados, vulnerados, ignorados y pisoteados en sus justas demandas y reivindicaciones.

Libertad y respeto a los pueblos originarios y a la justicia los verdaderos terroristas de Derecha que amoldaron un Código Penal hasta llegar a una Constitución Política que ampara una ley anti- terrorista.

He dicho.
El señor GONZÁLEZ.- Señora Presidenta, son pocas las oportunidades en que son convocadas las cámaras legislativas para enfrentar decisiones judiciales. Para tratar de corregir por la vía de la ley los contenidos de unas sentencias judiciales expedidas por tribunales de justicia independientes. Si esto es posible es porque existe, al menos, un consenso mínimo en esta Sala que esas sentencias han sido pronunciadas en juicios injustos que no han respetado las normas del debido proceso garantido por la Constitución y los tratados internacionales y en las cuales, además, se han aplicado leyes injustas.

Desde Santo Tomás de Aquino la filoso-
fía del derecho reconoce el derecho legítimo de rebelarse frente al mal gobierno y de 
desobedecer la ley injusta, contra el tirano cruel o contra el terrorismo del Estado.

Hoy Chile está colocado en la palestra internacional. Somos cuestionados en el seno de Naciones Unidas por el hecho de haber generado las condiciones para que jóvenes de 18 años fueran condenados a 80 años de cárcel por la quema de camiones o de un pastizal deshabitado.

Hoy, debemos decidir la vida o la muerte de uno o varios de estos jóvenes mapuches. Así de dramática es esta discusión.

Ha tenido que ser de esta forma como el país ha comenzado a asumir la gravedad de lo que sucede en La Araucanía. Una historia antigua y cruel, de avasallamiento, muerte y dolor, donde se ocuparon y arrebataron tierras ancestrales sin respeto alguno a las personas y derechos humanos, como lo evidencian sin discusión los hechos y la opinión unánime de todos los sectores, incluso del propio gobierno.

Hoy, la Derecha gobernante tiene la oportunidad de reconciliarse con la historia; tiene la oportunidad de abrirse a un gesto de justicia que permita, no la impunidad sino que juicios y penas justas para un puñado de jóvenes y hombres que crecieron en la miseria, la discriminación y la falta completa de oportunidades para una inserción plena en la sociedad chilena, inconvenientes que se arrastran por generaciones.

Hoy debemos asumir que no existen uno, sino que, al menos, dos conflictos mapuches. El primero es el conflicto de la gran mayoría de las comunidades que, sintiéndose chilenas, se sienten discriminadas fruto del retraso que muestran en todos los índices de calidad de vida. Mala salud, mala educación, falta de conectividad y transporte, pobreza, falta de expectativas, campos improductivos, carencia de tierras, falta de salud y de justicia oportuna y objetiva. Y, en segundo lugar, está el conflicto con la vanguardia más rebelde, más consciente y radical, que asemeja lo que en otros países han sido movimientos de liberación nacionales de carácter indígena y que se encuentra en ciernes.

En efecto, hay personas y organizaciones que quieren crear un movimiento nacional de liberación. Se trata de militantes de un nuevo nacionalismo indigenista, que busca constituirse como una Nación Mapuche, con territorio y autogobierno.

Elementos de esta visión se hayan presentes en la Coordinadora Arauco Malleco. Tienen un programa político; contiene propuestas de autonomía territorial y tienden a la generación de un Estado dentro de las fronteras del Estado.

Por lo anterior. lo que haga esta Administración es tan delicado. Tiene dos opciones en principio, combatirlas por la vía del uso de la fuerza generando más violencia en la zona y generando las condiciones óptimas para que este movimiento, aun minoritario, se expanda por La Araucanía u obligar a esos actores políticos a desnudarse, a medir su adhesión en la comunidad y legitimarse dentro del orden democrático, gozando de todos los derechos de los ciudadanos y, finalmente, a pesarse electoralmente con las mayorías mapuche, que tienen una política reivindicativa pero no autonomista.

Lo anterior solo se logrará cando se resuelva el tema de fondo del llamado conflicto mapuche, que es un problema político. Este no es un problema sólo económico ni puramente sociológico o antropológico; es principalmente un conflicto político, el cual debe dirimir representaciones genuinas y conducirse mediante la deliberación, el diálogo, la apertura de oportunidades y, finalmente, mediante la elección de autoridades reconocidas por el pueblo mapuche. 

Si seguimos con los complejos, escondiendo el problema, éste solo se agravará y terminará por lesionar cualquier intento de llevar a cabo un plan de desarrollo económico en La Araucanía que necesita con tanta urgencia y prologaremos el conflicto por décadas.

Señora Presidenta, Leopoldo Zeda, el gran filósofo mexicano, nos decía el año 2000 en su obra “Siglo XXI la emergencia de los Marginados”, que el conflicto indígena iba a estallar en todo el continente. Que la pulsión vernácula, iba a ser capaz, como lo fue en la Europa Central, de eclosionar. Que esta tierra iba a parir movimientos de liberación nacional indígenas y que frente a ellos el Estado tenía dos opciones: una política y una militar.

Quienes queremos la paz, quienes amamos la vida, la de los comuneros y la de los agricultores asentados en La Araucanía, pedimos a este Gobierno que se juegue por el diálogo, único instrumento capaz de crear relaciones centradas en el respeto y en aprecio recíproco. 

Los mapuches son unos legítimos otros en nuestra convivencia nacional; deben ser reconocidos, deben ser tratados como iguales, pero de verdad. Como iguales en todo: en salud, en educación, en trabajo, en posibilidad de emprender, en reconocimiento constitucional de sus derechos, en posibilidades de expresarse políticamente. Especialmente ahora, en su acceso a la justicia, como cualquier chileno , no bajo leyes militares, no aplicándole abusiva y discrecionalmente, por mero prejuicio ,por el hecho de ser mapuche, la ley antiterrorista . Eso es lo que está en juego; ese debe ser nuestro mensaje.

Eso se logra corrigiendo profundamente el proyecto que estamos tratando, eliminando la presunción de actos terroristas, eliminando los testigos protegidos, asegurando el legítimo derecho a defensa, asegurándoles un proceso justo, juzgándolos por leyes civiles, sin penas triplicadas por hechos que en la justicia ordinaria son faltas o delitos menores , como al resto de los chilenos y chilenas. Ellos no piden impunidad. Tampoco se debe dar impunidad cuando se han cometido delitos

No ha habido ningún muerto ni lesiones graves imputables a comuneros mapuches en estos conflictos, salvo los muertos del pueblo mapuche, como Alex Lemun en 2002, Matías Catrileo en 2008 o Jaime Mendoza en 2009. No queremos nuevas víctimas. Debemos actuar con sentido de urgencia, estableciendo las condiciones de justicia para que sean juzgados en justos procesos y puedan los comuneros deponer su huelga de hambre, sin que se produzca un desenlace fatal.

Para ello, el Gobierno debe dar muestras de voluntad efectiva de diálogo, atenerse a las normas y tratados internacionales, acoger la petición que solo sean considerados dentro de la ley antiterrorista los actos que atenten contra la vida, la integridad física, la libertad y la salud de las personas y excluyendo aquellas normas abusivas que siguen subsistiendo y que no permiten el debido proceso o aplican criterios descartados en el derecho internacional, como darle el carácter de terroristas a los delitos contra la propiedad privada en lugares deshabitados y que no afectan los bienes fundamentales antes señalados.

Esos delitos contra la propiedad privada que no afectan la vida, integridad o libertad de las personas están debidamente tipificados en nuestra legislación penal y deben ser juzgados y sancionados bajo ella, pero no pueden ser comprendidos como actos terroristas. Así lo establecen los tratados y normas universalmente reconocidas en el derecho internacional.

Hasta ahora el Gobierno no quiere reconocer estos hechos palmarios. Todos queremos tener herramientas eficaces para perseguir y penalizar el terrorismo, que pone en peligro el estado de derecho, pero no al precio de sacrificar los derechos fundamentales de las personas. El Gobierno tiene el deber de asumir que ningún proyecto será eficaz, como no lo es el que ha presentado, si no reúne estos requisitos.

He dicho.

El señor MARTINEZ.- Señor Presidente, no hay duda que la legislación antiterrorista es -en un Estado democrático- un instrumento clave para protegerse frente a la criminalidad más cruel que puede darse en la sociedad. Lo que ocurre es que personas inocentes pasan de un momento a otro a ver destruidas sus vidas o sus posesiones y, eso, el Estado tiene la obligación de cautelar y proteger.

El problema indígena y del pueblo mapuche en particular es real, que la nación chilena no ha tenido el coraje de enfrentar. Por eso me alegro que este Gobierno tenga la voluntad de asumirlo y, lo más importante, de hacerlo en serio. Pero cuidado, no son solo el pueblo mapuche o los pueblos originarios los postergados. Es el conjunto de la gente que vive en el sector rural y que, a diferencia de los mapuches, no ha tenido beneficio alguno, porque las cosas hay que decirlas como son. Los mapuches han recibido beneficios solo por su condición de tal y con una práctica asistencialista que los ha hecho dependientes, a diferencia de aquellas familias que siendo igualmente pobres, no lo son y, por tanto, no pueden acceder, por una cuestión étnica, a tierras gratuitas, ni a créditos blandos, ni a beneficios educacionales o de salud. Por el contrario, todo es producto de su esfuerzo. El problema no es solo del mundo mapuche, es del mundo rural en su conjunto, por tanto es global y complejo y así debe ser comprendido; de lo contrario, vamos a instaurar una discriminación todavía más profunda.

Debe tenerse en consideración que la inmensa mayoría de las comunidades mapuches están integradas por ciudadanos pacíficos; respetuosos del derecho y de la autoridad legalmente constituida que, a pesar de sus carencias y su legítimo derecho a exigir el respeto a sus tradiciones, cultura e identidad, descartan la violencia como método para exponer o hacer efectivas sus aspiraciones.

Hace algunos días falleció la señora Margarita Nahuel, de 82 años, habitante de la comuna de Galvarino. El vehículo que la trasladaba se incrustó contra un bloqueo hecho en el camino, en circunstancias que iba junto a una menor, a quienes unos encapuchados les dispararon a mansalva, con el objeto de pedirle que vendiera sus tierras o las entregara.

Este caso es gravísimo, dentro de una serie de hechos criminales que el país ha conocido durante largo tiempo y que debe ser, no solo condenado total y absolutamente, sino que aclarado completamente.

Estoy de acuerdo en cambiar la competencia de los tribunales militares a la justicia civil; me parece el camino correcto. Así como en perfeccionar la ley que determina conductas terroristas, para que garantice a todos un proceso justo; que proteja a las víctimas y que, en forma simultánea, permita a quienes son acusados defenderse adecuadamente.

El perfeccionamiento de las normas que dicen relación a la escala de las penas en el delito de incendio, me parece correcto respecto de los atentados incendiarios contra bienes públicos, pero resulta incomprensible su exclusión respecto a la propiedad privada.

Es decir, les estamos diciendo a los chilenos y chilenas que el incendiar la propiedad de otras personas y familias no es un delito terrorista. ¿Qué pasa si se incendia una población? Estoy seguro que muchos chilenos y chilenas que nos están observando en la TV esto les parecerá, sencillamente, un absurdo y una señal muy peligrosa. ¿Qué objeto se puede tener al incendiar una propiedad, que no sea causar temor en sus moradores y en los vecinos? ¿Puede esto considerarse como una acción política legítima para justificar alguna demanda?

En democracia, las conductas terroristas deben ser sancionadas en forma clara y categórica, dentro de un marco de respeto y en concordancia con el derecho vigente y me parece que el incendio contra la propiedad, sea pública o privada también lo es, por lo tanto voto en contra su exclusión.

He dicho.

El señor OJEDA.- Señor Presidenta, podríamos estar discutiendo un proyecto de ley que procure el desarrollo o entregue instrumentos o recursos para las comunidades; o discutir un gran plan de desarrollo indígena. Pero es increíble: estamos discutiendo una ley represiva que quieren hacerla mucho más represiva. Y en vez de resolver un conflicto, que urge solucionarlo, nos negamos a hacerlo.

El tema mapuche no es de ahora ni de meses atrás de cuando comenzó la huelga de hambre. Es un tema permanente y que se arrastra por años. Ni digamos que se está actuando por presión o aceleradamente, por cuanto la solución de estos temas o los problemas mismos, son una exigencia del pueblo mapuche que viene de muchos años atrás. O no han sido escuchados, o algunos sectores políticos no logran percibir su gravedad, o son insensibles. A lo mejor el pueblo mapuche debió presionar de la forma como lo está haciendo ahora para que se apruebe el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, propuesta que la Alianza ha rechazado en tres oportunidades. A lo mejor, debió haber habido presión para lograr que el Convenio 169 de la OIT se aprobara en su momento y que la Alianza votó en contra en repetidas oportunidades e incluso recurriendo al Tribunal Constitucional para declarar su inconstitucionalidad. A lo mejor, ahí debió haber habido huelga de hambre. Pero no, el pueblo mapuche tuvo paciencia o estuvo en permanente conflicto, que no se quiso escuchar y no se valoró, dejándolo pasar. Y cuando ya ha golpeado puertas y no se han abierto o no han sido escuchados, recurren a la máxima expresión de realizar actos que atentan en contra de su propia vida, y que son válidos y legítimos como protesta y clamor para pedir en forma urgente lo que es de ellos. 

No son un grupo pequeño. Ellos representan al mundo indígena. Los grandes movimientos lo hacen los pequeños grupos. La masa los sigue. No se puede aplicar esta ley antiterrorista a un pueblo que busca su destino, al que el Estado le niega los derechos para su propio desarrollo. Al contrario, responde con represión, con dureza, con doble juzgamiento, como es la intervención de los tribunales militares que juzgan a civiles; con la militarización en el sector de La Araucanía, en la que aplican una ley antiterrorista, con desproporcionadas penas y con una definición interesada del terrorismo, que incluye como bienes protegidos la simple propiedad privada, que no está inserta en ninguna legislación o tratado internacional. Los bienes físicos o materiales de esta naturaleza no están bajo el amparo de una ley antiterrorista. Los bienes comunes, como la propiedad privada, los protege la legislación penal y la castiga el Código Penal como corresponde de acuerdo con la legislación común. No están estos bienes desprotegidos. Colocarlos en una ley antiterrorista es poner estos bienes a la par y al mismo nivel de bienes jurídicos de máximo valor, como la vida, la integridad física y la salud, que son los bienes superiores que deben ser real y efectivamente salvaguardados. En todo caso, la propiedad privada o pública se protege en una ley antiterrorista, cuando presta servicios públicos que son de utilidad para toda la comunidad o en delitos de incendio en lugar habitado.

Señora Presidenta, esta ley antiterrorista ha sido aplicada casi entera y solamente en contra de los mapuches -y no hay dudas que es así- como si fuera una organización criminal. 

Hoy, la discusión es la huelga de hambre y la ley antiterrorista. Los mapuches la rechazan y piden su no aplicación. Da la impresión que es como una ley antimapuche y no antiterrorista. Y por tanto, es deber del Estado y sus poderes, ante esta evidencia, el modificarla y adecuarla, en los términos que el pueblo mapuche lo solicita para evitar que esta ley sea el impedimento por su reivindicación. Y por supuesto, que este proyecto está directa y sustancialmente ligado con la huelga de hambre, por la incongruencia señalada, es decir, por un juzgamiento por supuestas lesiones o daños a bienes materiales efectuados por el pueblo indígena, la familia mapuche, que es parte importante de la sociedad chilena, de sus raíces, de su gente, de su historia, que enriquecen nuestra institucionalidad y nuestro Estado. Estamos aplicando una ley dura, férrea, inaplicable y antiterrorista al pueblo indígena o mapuche por ser mapuches.

De acuerdo con la ley, el Estado no puede realizar gestiones o actos que afecten a las comunidades indígenas, no puede dejar de escucharlos y acceder a sus aspiraciones. Y la modificación de la ley antiterrorista en los términos en los que la solicitan es una exigencia del pueblo mapuche que el Estado debe escuchar. Si no somos capaces de acceder a cambiar una ley que ellos piden, ¿que podrán esperar de nosotros? Este es el más claro indicio de que el pueblo indígena no ha sido escuchado y sus problemas seguirán eternamente, si seguimos con estas actitudes.

He dicho.
La señora PASCAL (doña Denise).- Señora Presidente, la ley con la cual están siendo juzgados hoy los mapuches fue dictada por el general Pinochet para enfrentar la creciente resistencia contra su régimen. Esta norma tiene sus orígenes en plena dictadura militar, período en que no había parlamento democrático, en que el gobierno se dotó de un arma jurídica eficaz para atacar legalmente a todos los que se oponían al régimen. Esa es la historia fidedigna de esta ley, por lo cual su espíritu obedece a una época de conflictos y enfrentamiento social superada por los chilenos.

Esta es una ley deliberadamente vaga y confusa, con el propósito de permitir mayor discrecionalidad a quienes la aplican y hoy se busca darle un maquillaje.

Si ya es discutible su origen y propósito, más discutible aún resulta el hecho de ser aplicada de manera reiterada a un pueblo ancestral, que lo único que busca es reivindicar de manera legítima sus derechos.

La forma en que se ha abordado el conflicto mapuche en los últimos diez años da cuenta de un paradigma que enfoca el fenómeno de las protestas y movimientos de reivindicación indígenas como un conflicto de seguridad y orden público. La aplicación de la ley antiterrorista, la militarización de las zonas de conflictos y la extrema violencia que utilizan las fuerzas policiales denotan dicho enfoque, que ha sido criticado en innumerables ocasiones por la comunidad internacional y por el pueblo mapuche.

No desconocemos el hecho de que los mapuches están privados de libertad, porque efectivamente están involucrados en situaciones reñidas con el orden social, como son los ataques a predios privados que ellos reclaman como tierras ancestrales. Sin embargo, el punto en cuestión es el proceso que se les ha llevado a cabo y la manera en que serán juzgados, lo cual se opone a un juicio justo tal como lo promueve nuestra Constitución.

Es lamentable que vicepresidentes de Renovación Nacional, como Claudio 
Eguiluz, nominen a los hermanos mapuches como “un grupo de delincuentes en huelga de hambre”.

Todos podemos coincidir en que el terrorismo es una de las amenazas más graves que vive una sociedad libre, sin embargo, también debiésemos coincidir en que la aplicación de la ley antiterrorista a los delitos cometidos por los mapuches es abiertamente errónea, equívoca e improcedente.

Ya en octubre de 2004, Human Rigths Watch y la organización chilena “Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas” señalaban que la utilización de la ley antiterrorista para juzgar a los mapuches acusados de actos de violencia violaba todas las garantías procesales fundamentales, cuestión que sin lugar a dudas se está cometiendo hoy.

En esta materia, la comunidad internacional no tiene dos opciones y es enfática en sostener que el uso de la acusación de terrorismo para los delitos cometidos en el contexto de los conflictos de tierra, que no tiene tal carácter, es inadecuado y refuerza los prejuicios existentes contra los mapuches. Estos han sido durante mucho tiempo de discriminación en Chile, y con estos hechos continúan sufriendo un trato abusivo y degradante.

Un sistema democrático debe ser capaz de distinguir entre la protesta social, aún si emplea métodos violentos, y un movimiento basado en la aplicación del método terrorista. El terrorismo es el equivalente de un crimen de guerra en tiempos de paz. ¿Podría considerarse la toma de un predio agrícola o la quema de algunas hectáreas de terreno como un crimen de guerra? Los hechos acontecidos durante los últimos meses debiesen hacernos reflexionar sobre la errónea aplicación de la ley antiterrorista a los hechos de reivindicación de los pueblos originarios.

Esperamos que hoy en esta Cámara, se aprueben las indicaciones votadas favorablemente en la Comisión, que se traducen en importantes avances en la legislación antiterrorista, circunscribiendo los delitos terroristas solo a aquellos que afecten la integridad física, la libertad y la salud de las personas; restringiendo las posibilidades de que los atentados contra la propiedad sean calificados de terroristas solo cuando cumplen determinadas características; y restringiendo también la iniciativa en la investigación de estos delitos, solo al Ministerio Público, al ministro del Interior y a los intendentes regionales. No es como se ha dicho, que no queremos juzgar esos hechos.

Todos, Derecha y Concertación, debemos reconocer los derechos de los pueblos originarios y el carácter de nación multicultural de nuestro país. Tenemos el deber de unirnos en la necesidad imperiosa de poner fin a la huelga de hambre de los mapuches implicados, para que no tengamos que lamentar pérdida de vidas humanas. Si no, este esfuerzo habrá sido en vano. Espero que hoy este Parlamento se muestre a la altura de ese objetivo.

He dicho.
La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Se ha pedido votar separadamente todos los artículos. Por lo tanto, solicito guiarnos por el texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que se encuentra en el pupitre electrónico de sus señorías.
-Manifestaciones en las tribunas.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Cito a reunión de Comités.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Continúa la sesión.

El señor Secretario va a dar lectura a los pareos.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Se han presentado los siguientes pareos en la Secretaría: la señora María Antonieta Saa con el señor Joaquín Godoy; el señor Gonzalo Uriarte con el señor Marco Antonio Núñez; el señor Patricio Vallespín con la señora Marisol Turres, y el señor Cristián Campos con el señor Pedro Browne.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, relativo a las conductas terroristas y su investigación, con urgencia de discusión inmediata. 

Hago presente a la Sala que, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 9° de la Carta Fundamental, los 11 numerales del artículo 1° del proyecto contienen normas de quórum calificado, por lo cual su aprobación requiere del voto afirmativo de 60 señoras diputadas y señores diputados. 

El artículo 2° es propio de ley orgánica constitucional, por cuanto modifica la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, por lo cual su aprobación requiere del voto afirmativo de 67 señoras diputadas y señores diputados.

El artículo 3° es propio de ley simple o común.

En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos; por la negativa, 5 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; 
Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández 
Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; 
Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; 
Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe 
Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rincón 
González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina 
Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma 
Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas 
Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Barros Montero Ramón; González Torres Rodrigo; Hasbún Selume Gustavo; Lobos Krause Juan.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Hales Dib Patricio; Urrutia Bonilla Ignacio.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Corresponde votar en particular los diferentes numerales del artículo 1°, para los cuales se ha pedido votación separada y cuya aprobación requiere del voto afirmativo de 60 señoras diputadas y señores diputados.

En votación el número 1) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos; por la negativa, 33 votos. Hubo 11 abstenciones. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Goic Boroevic 
Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez 
Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana 
Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes 
Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker 
Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja 
Alberto; Schilling Rodríguez Marcelo; 
Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Cristi Marfil María Angélica; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Ojeda Uribe Sergio; Rincón González 
Ricardo; Saffirio Espinoza René; Silber Romo Gabriel; Vargas Pizarro Orlando; Vidal Lázaro Ximena.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación el número 2) del artículo 1°, con excepción de la letra b).

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arenas Hödar Gonzalo; 
Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; 
Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes 
Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic 
Carolina; González Torres Rodrigo; 
Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Edwards Silva José Manuel; Hasbún 
Selume Gustavo; Lobos Krause Juan.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Hales Dib Patricio; Teillier Del Valle Guillermo.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación la letra b) del número 2) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Becker Alvear Germán; 
Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle 
Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma 
Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvo el diputado señor Hales Dib Patricio.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Cardemil.

El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, sólo para preguntar si estamos votando el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Por supuesto, estamos votando el informe de la Comisión.

El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, sólo pregunté para cerciorarme, porque la votación está muy complicada.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Por eso, cité a reunión de 
Comités, para explicar la forma en que 
votaríamos.

En votación el número 3) del artículo 1°.

El señor ARENAS.- Pido la palabra.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra su señoría.

El señor ARENAS.- Señora Presidenta, es el número 3) del artículo 1°, pero agrega un artículo 2° bis.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidente).- Eso es, precisamente, lo que estamos votando.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. No hubo abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes 
Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker 
Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett 
Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres 



Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación el número 4) del artículo 1°.

Tiene la palabra el diputado Edwards.

El señor EDWARDS.- Señora Presidenta, le pido que se lean los artículos, porque no estoy entendiendo la votación.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Señores diputados, la reunión de Comités fue para explicar cómo íbamos a votar.

Para aclarar las disposiciones que estamos votando, daré a conocer el número de página tanto del comparado como del informe donde figura la disposición que se vota.

El número 4) del artículo 1° está formado por dos letras, que se votarán separadamente.

En votación la letra a) del número 4) del artículo 1°, que figura en la página 4 del comparado y 35 del informe.

El señor ELUCHANS.- Señora Presidenta, entiendo que votaremos en forma separada.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Así es, señor diputado. Estamos votando la letra a) del número 4) del artículo 1°.

El señor ELUCHANS.- Señora Presidenta, la letra a) la votamos dividida.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- No, señor diputado. Por petición del diputado Silber, primero votaremos la letra a) y luego la letra b). Nadie ha pedido subdivisión de la letra a).

En votación la letra a) del número 4) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 47 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Carmona Soto Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Pacheco Rivas Clemira; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic 
Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; 
Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett 
Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación la letra b) del número 4) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 5 votos. Hubo 45 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María 
Angélica; Delmastro Naso Roberto; 
Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René 
Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Pacheco Rivas Clemira; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín 



Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación el número 5) del artículo 1°, que se encuentra en la página 5 del comparado y 35 del informe.

El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, el Ejecutivo presentó una indicación a esa norma.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- No, señor diputado. La indicación es al número 6) del artículo 1°.

El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, le pido que por favor me aclare a qué norma presentó indicación el Gobierno. 

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Se votará suprimir el inciso segundo del artículo 3° bis, que figura en la página 5 del comparado.

La indicación del Ejecutivo se aplicará a la siguiente votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 44 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo 
González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jaramillo 
Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; 
Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El número 6) del artículo 1° ha sido objeto de una indicación sustitutiva del Presidente de la República, cuya finalidad es reemplazar el artículo 7° de la ley 
N° 18.314, aprobado por el Senado.

El señor Secretario le dará lectura.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:

Artículo 7°.- La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley, se castigará con la pena asignada al respectivo ilícito, rebajada en uno o dos grados.

La conspiración para cometer alguno de estos delitos se sancionará con la pena señalada por la ley al delito, rebajada en dos grados.

Lo expuesto en el presente inciso es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° bis.

La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley, será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo, sin efectuarse los aumentos de grado señalados en el artículo 3°.

Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación la indicación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 49 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María 
Angélica; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; 
Burgos Varela Jorge; Carmona Soto 
Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Teillier Del Valle 
Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Auth Stewart Pepe; Tuma Zedan Joaquín.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación el número 6) del artículo 1°.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. No hubo abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Se repetirá la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes 
Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker 
Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; 
Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle 
Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma 
Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvo el diputado señor Latorre Carmona Juan Carlos.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación el número 7) del artículo 1°, que figura en la página 8 del comparado y 35 del informe.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 46 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón 
Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; 
Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica;.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic 
Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; 
Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Durante la votación:

El señor MELERO.- Señora Presidenta, pido la palabra por un punto de Reglamento.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, no sé si está llevando bien la votación, porque la Concertación está absteniéndose respecto de lo que en la mañana votó a favor.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- ¡Por favor, señor diputado!

En votación particular el numeral 8), del artículo 1º, que figura en la página 8 del comparado y 35 del informe.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 45 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Teillier Del Valle Guillermo .

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo 
González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jaramillo 
Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación particular el numeral 9) del artículo 1º, que figura en la página 9 del comparado y 36 del informe.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 52 votos. No hubo abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Becker Alvear Germán; 
Burgos Varela Jorge; Carmona Soto 
Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett 
Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación particular el numeral 10) del artículo 1º, que figura en la página 9 del comparado y 36 del informe.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 51 votos. No hubo abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes 
Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker 
Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; 
Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María 
Angélica; Delmastro Naso Roberto; 
Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René 
Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Melero Abaroa 
Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación particular el numeral 11), del artículo 1º, que se encuentra en la página 14 del comparado y 36 del informe.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 44 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic 
Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; 
Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres 
Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación una indicación para agregar un numeral 12), nuevo, en el artículo 1º, mediante el cual se agrega un artículo 2º transitorio en la ley Nº 18.314, para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de 60 diputadas y diputados.

El señor Secretario va a dar lectura a la indicación.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Indicación de los señores Aguiló, Monsalve, Ascencio, Chahín, Andrade, Díaz, Gutiérrez, don Hugo, y Robles, por la cual se incorpora un nuevo numeral 12) en el artículo 1º del proyecto:

“12) Agrégase un artículo 2º transitorio, nuevo, en la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad.

Artículo 2º transitorio.- Los hechos de que trata esta ley, cometidos en las regiones de Biobío y La Araucanía, con anterioridad a la entrada en vigencia, quedarán sujetas a las siguientes reglas:

1.- La medida cautelar de prisión preventiva, en los casos en que se haya decretado, no podrá durar más de 180 días, debiendo ser sustituida por otra medida cautelar en la audiencia a que se refiere el artículo 144 del Código Procesal Penal.

2.- Los testigos protegidos que tengan o hubieren tenido la calidad de coimputados en el delito que se investiga, serán excluidos de la audiencia del juicio oral. Asimismo, será excluido de la prueba en el juicio oral los testigos que hayan recibido cualquier pago por parte del Ministerio Público con excepción de los que indica la letra f) del artículo 277 del Código Procesal Penal.

3.- Las personas que a la fecha de vigencia de esta ley se encontraren procesadas, formalizadas o acusadas por delitos contemplados en la ley 18.314, serán sancionadas con las penas previstas para dichas conductas en el Código Penal o en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado que según corresponda y el procedimiento se sujetará a las reglas generales previstas en el Código Procesal Penal.”.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación la indicación. Recuerdo que para su aprobación se requiere del voto afirmativo de 60 diputadas y diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Carmona Soto Lautaro; 
Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón 
González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María 
Angélica; Delmastro Naso Roberto; 
Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René 
Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Burgos Varela Jorge; Walker Prieto Matías.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- La siguiente etapa de la votación tiene que ver con el Ministerio Público.

En votación particular el artículo 2º, que se encuentra en la página 15 del comparado y en la página 36 del informe.

Hago presente que para su aprobación se requiere del voto afirmativo de 67 diputados y diputadas.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 6 votos. Hubo 45 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María 
Angélica; Delmastro Naso Roberto; 
Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René 
Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; González Torres Rodrigo; 
Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación particular el artículo 3º, para cuya aprobación se requiere de la mayoría absoluta de los señores diputados y diputadas.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. No hubo abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Rechazado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; 
Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic 
Carolina; González Torres Rodrigo; 
Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar 
Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; 
Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus 
Aracena Luis; León Ramírez Roberto; 
Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; 
Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; 
Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María 
Angélica; Delmastro Naso Roberto; 
Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García García René 
Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En consecuencia, el proyecto queda despachado al Senado para que cumpla su tercer trámite constitucional.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

EXTRADICIÓN DE CIUDADANO SERGIO GALVARINO APABLAZA GUERRA.
La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo Nº 192, cuyo examen fue acordado por los Comités Parlamentarios en reunión efectuada esta tarde.

Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 192, de los señores Melero, Espinosa, don Marcos; señora Pascal, doña Denise; señor Farías; señora Sepúlveda, doña Alejandra, señores Ulloa, Silber, Jarpa, Recondo, Andrade y Squella; señora Cristi, doña María Angélica, y señores Hernández y Silva, que en su parte resolutiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda:

1. Respaldar las acciones emprendidas por nuestro país ante la Justicia y el Gobierno de Argentina, con el propósito de dar curso a la extradición dispuesta por la Corte Suprema de esa nación del ciudadano chileno Sergio Galvarino Apablaza Guerra.

2. Reafirmar que, a juicio de quienes representamos a la mayoría ciudadana de Chile, la comparecencia del ciudadano Apablaza ante la justicia constituye un paso ineludible para esclarecer un crimen que hasta hoy permanece impune.

3. Dar testimonio de la plena vigencia de la institucionalidad política y judicial que impera en Chile y, por tanto, de las garantías constitucionales que amparan a quienes deben responder ante la Justicia.”.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señora Presidenta, “verdad y justicia” no es un eslogan, sino una convicción ética y política. 

La verdad y la justicia constituyen la base de una sociedad sana. Además, su aplicación constituye el fundamento base del bien común, como decía el propio Jaime Guzmán en sus clases. 

A la búsqueda de tal propósito, nos hemos dedicado durante muchos años. Eso nos da legitimidad. Además, su búsqueda ha sido una tarea que se nos negó durante muchos años, y perseveraremos en nuestro esfuerzo, porque aún hay casos pendientes.

Pero, esa legitimidad se la reconocemos a otros, aun cuando esos otros, en su oportunidad, no nos hayan acompañado en este esfuerzo. La Derecha también tiene derecho a verdad y justicia. La UDI tiene también ese derecho, sobre todo cuando se trata de un crimen atroz, abominable, que cuenta con todo nuestro reproche y repudio. Esto no tiene que ver con el reproche político que la actuación del senador Guzmán nos motiva durante el régimen militar, sino con una legitimidad básica: saber la verdad y administrar la justicia que la sociedad chilena merece.

Por eso, voy a votar a favor el proyecto de acuerdo.

He dicho.

(Aplausos).

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Melero.

El señor MELERO.- Señora Presidenta, agradezco muy de fondo las palabras del diputado Andrade.

El 1 de abril de 1991, en pleno vigor del sistema democrático en el país, asesinaron al senador Jaime Guzmán, fundador de la UDI, acción criminal que se efectuó a plena luz del día, en la vía pública, cuando dicho senador salía del campus universitario de la facultad de Derecho de la Universidad Católica.

Iniciado el proceso respectivo en la justicia chilena, se establecieron parcialmente las responsabilidades pertinentes, existiendo en la causa antecedentes suficientes para estimar que Sergio Galvarino Apablaza Guerra había tenido participación activa en el hecho criminal. El 30 de noviembre de 2004, el juez instructor procedió a dictar el auto de procesamiento en su contra, como autor del delito de atentado terrorista con resultado de muerte del senador Guzmán. Dicha resolución fue apelada por el abogado defensor, pero fue confirmada el 14 de diciembre de 2004 por la Corte de Apelaciones.

En conocimiento de que el procesado se encontraba en territorio argentino, el Estado de Chile inició las gestiones para que se concediera la extradición y se pudieran esclarecer los hechos totalmente, gestiones que se iniciaron en 2004, respetándose en todo momento los procedimientos y plazos constitucionales, legales y políticos de Argentina.

Señora Presidenta, en situaciones similares de reciente data, tanto la justicia argentina como su respectivo gobierno han dado curso a la expulsión de ciudadanos chilenos requeridos judicialmente por hechos graves, reconociendo, por tanto, que en Chile impera el orden institucional, la igualdad ante la ley y la independencia e imparcialidad de la justicia. 

La Corte Suprema argentina ha concedido la extradición del ciudadano Apablaza a Chile y ha señalado, expresamente, que los crímenes de los que se le acusa son ajenos a la tradicional noción del delito político, desestimando, por consiguiente, el principal argumento que ha invocado su defensa para que se le adjudique el estatus de refugiado político en ese país.

Señora Presidenta, Chile y Argentina son, desde nuestros respectivos orígenes como naciones independientes, países hermanos, unidos por la amistad cívica y democrática, por la mutua colaboración y por la solidaridad aun en las situaciones más complejas que los han afectado. En Chile - así se ha reconocido por todas las instituciones-, impera la plena democracia, la separación de los poderes del Estado, y tanto la Constitución Política como el ordenamiento legal garantizan la imparcialidad de la justicia, el debido proceso, la igualdad ante la ley y el respeto a la dignidad y a los derechos esenciales de la persona humana, en cualquier circunstancia.

Galvarino Apablaza debe ser juzgado en los tribunales chilenos por los delitos que cometió en Chile.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Para hablar en contra del proyecto, tiene la palabra el diputado Carmona.

El señor CARMONA.- Gracias, señora Presidenta.

En primer lugar, quiero reiterar lo que es de conocimiento público y que expusimos en abril de 1991, cual es nuestra condena al asesinato del senador Jaime Guzmán.

En segundo lugar, a propósito de que luchamos y lucharemos siempre por la verdad y la justicia, y también por el debido proceso, acabamos de terminar un debate que no ha resuelto las demandas básicas que treinta y cuatro comuneros mapuches, representando a un pueblo, mantienen en alto, como bandera de reivindicaciones, a través de una larga huelga de hambre. Por ahora, seguirán siendo procesados por la ley antiterrorista que se estableció bajo la dictadura y por tribunales militares. En esa perspectiva, los hermanos mapuches tienen que saber cuál es la condición de debido proceso que enfrentan.

En relación con el proyecto de acuerdo propuesto, no cabe duda de que es un pronunciamiento político, por cuanto está pendiente una situación procesal ante los tribunales; sin embargo, hay un pronunciamiento de un poder del Estado, como es la Cámara de Diputados, que interviene abiertamente en la decisión de otro poder del Estado. 

De acuerdo con lo anterior, con este proyecto de acuerdo se busca intencionar una conducta del gobierno argentino. Ya el abogado defensor, Rodolfo Janson, ha dado a conocer, en Buenos Aires, una acusación a parlamentarios chilenos que pretenden extorsionar constantemente al gobierno de Cristina Fernández para que se pronuncie a favor de la extradición de Apablaza.
En Chile no hay garantías de un debido proceso, por cuanto Apablaza está condenado de antemano, sin que jamás haya prestado declaración indagatoria ante tribunal alguno, requisito esencial para procesar, de acuerdo con el antiguo sistema por el cual se rige este caso.

Es más, el propio Presidente de la República declaró lo siguiente: “Vamos a conversar con la Presidenta Cristina Fernández. Yo creo que una persona que cometió un crimen tan grave y que le costó la vida a un senador, y lo cometió en Chile, debiera ser juzgado por los tribunales chilenos. Para eso estamos trabajando.” La verdad es que la frase “debiera ser juzgado por los tribunales chilenos” parece estar de más, toda vez que ya está siendo juzgado y sancionado en las palabras del Presidente de la República.

Es importante precisar que Apablaza nunca ha comparecido ante los tribunales y ha sido procesado en ausencia sólo para los efectos de solicitar su extradición. Por tanto, es un procesamiento absolutamente formal sin ningún tipo de prueba.

El proyecto de acuerdo nada dice de los agentes de inteligencia de la dictadura que adelantaron información -lo expresó el propio Francisco Javier Cuadra- sobre gente vinculada al asesinato del químico Eugenio Berríos.

Un señor DIPUTADO.- ¡Esto no es 
Cuba!

El señor CARMONA.- Por ello, en función de un debido proceso, y más allá de la opinión de la Derecha o de quien sea, nosotros, como bancada, nos pronunciamos en contra de este proyecto de acuerdo.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación el proyecto de acuerdo N° 192.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; 
Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; 
García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez 
Roberto; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón 
González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina 
Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla 
Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; De Urresti Longton Alfonso; 
Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Lemus Aracena Luis; Pacheco Rivas Clemira; 
Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Castro González Juan Luis; Muñoz D’Albora Adriana.


La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 21.59 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO PRIMERO.
1) Para sustituir el numeral 5, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.314, en el siguiente sentido:

“5) Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente:

Artículo 7°.- La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena asignada al respectivo ilícito, rebajada en uno o dos grados. La conspiración para cometer alguno de esos delitos se sancionará con la pena señalada por la ley al delito rebajada en dos grados. Lo expuesto en el presente inciso, es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° bis.

La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley, será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el artículo 3°. Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.”
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; RODRIGO HINZPETER KIRBERG, Ministro del Interior; FELIPE BULNES SERRANO, Ministro de Justicia.”

2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho del proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (boletín Nº 7211-07), en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, 


la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación. (boletín 
N° 7211-07 (S))

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de los Ministros del Interior y de Justicia, señores Rodrigo Hinzpeter Kirgberg y Felipe Bulnes Serrano, respectivamente; de la Directora del Instituto de Derechos Humanos, doña Lorena Fries Monleón; de la Doctora en Derecho Penal, doña Myrna Villegas D.; del profesor de Derecho Penal don Juan Domingo Acosta Sánchez; del abogado don Carlos Tenorio Fuentes, en representación de las víctimas de delitos calificados como terroristas y del abogado don Adolfo Montiel Gómez, en representación de los comuneros mapuches. 

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


La idea central del proyecto tiene por objeto principal perfeccionar nuestra legislación en materia de delitos terroristas y su penalidad, adecuándola a los estándares internacionales existentes en la materia. Con tal fin, se incorporan, en la ley N° 18.314, una serie de modificaciones a los tipos penales y se introducen diversas técnicas y herramientas de investigación que resultan eficaces para la detección de este tipo de criminalidad, y que ya han sido, en esencia, reguladas en otros instrumentos normativos.


Tal idea, la que el proyecto concreta por medio de dos artículos, es propia de ley al tenor de lo establecido en el artículo 63 números 2) y 20) de la Constitución Política.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 3°, 4°, 5° y 6° del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1.- Que se aprobó la idea de legislar por unanimidad. Votaron a favor los Diputados señores Accorsi, Araya, Arenas, Burgos, Cardemil, Cornejo, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Saffirio y Squella.


2.- Que, siguiendo el criterio del Senado, calificó como ley de quórum calificado los números 1 a 11 del artículo 1°, por incidir en la ley de la misma especie a que se refiere el inciso segundo del artículo 9° de la Constitución Política.


El artículo 2°, por su parte, es de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución, por incidir en la ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


3.- Que el proyecto no contiene disposiciones que sean de la competencia de la Comisión de Hacienda.


4.- Que la Comisión rechazó la siguiente indicaciones: 


-De los Diputados señores Ceroni, Díaz, Gutiérrez y Saffirio, para sustituir el numeral 1) del artículo 1° del proyecto por el siguiente: 


“1) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente: 


“Constituirá delito de terrorismo los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se cometa por sujetos integrantes o al servicio de una asociación ilícita terrorista con la finalidad de subvertir el orden constitucional provocando en la población o parte de ella el temor justificado de ser víctimas de delitos de la misma especie, mediante el empleo de artificios explosivos o incendiarios de alto poder destructivo, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos para la salud humana y medio ambiente, medios corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, para la vida integridad, física o salud de las personas.”

Igualmente, se rechazó, en la letra a) del numeral 3, que pasa a ser 4, la oración final que proponía agregar, en el artículo 3° de la ley N° 18.314, el texto aprobado por el Senado: “Con todo, en el caso de los numerales 1° y 2° del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3° del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado mínimo.”.
III. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó Diputado Informante al señor Edmundo Eluchans Urenda.

IV. ANTECEDENTES.


En el texto del mensaje se hace presente lo siguiente: 


1. Durante el análisis efectuado en el Senado sobre diversos proyectos que modifican la ley N° 18.314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad, se concordó con el Ejecutivo en que éste presentaría la iniciativa en informe, la cual se circunscribiría únicamente a las modificaciones del capítulo I del mencionado texto legal y al fortalecimiento del derecho a defensa en los casos de testigos y peritos protegidos, dejándose para otra oportunidad la discusión del resto de las iniciativas.


2. Según prescribe el artículo 9° de la Constitución Política de la República, el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos. Los actos terroristas no sólo ponen en peligro la seguridad e integridad de las personas, sino que además socavan las instituciones democráticas y sociales que son esenciales para la conservación y fortalecimiento del Estado de Derecho imperante en nuestro país.


3. El objeto de tutela penal de la ley N° 18.314 es la protección de bienes jurídicos trascendentales para la comunidad y el Estado de Derecho, como la vida, la salud o integridad física, la propiedad y la libertad de las personas o de un grupo de ellas, frente a ataques en los que se persigue infundir en la población o en una parte de ella, un temor justificado de ser víctimas de otros delitos de similar gravedad. Esta última circunstancia determina que en la ejecución de estas conductas se comprometa también la seguridad, como bien jurídico colectivo. De esta forma, el carácter pluriofensivo que tienen estos delitos los hace más complejos y peligrosos. 

4. La mantención del orden y la seguridad pública constituyen imperativos básicos e 
ineludibles para el buen gobierno. Sólo a partir de su concreción o fortalecimiento se cimienta la paz social que permite el pleno desarrollo de la libertad ciudadana y la dignidad de la persona.


5. En el contexto actual del fenómeno del terrorismo, se hace necesaria una revisión crítica de los conceptos con los que se define y delimita el carácter terrorista de una conducta determinada. El elemento esencial del terrorismo es el propósito de causar un temor justificado en la población, o en una parte de ella, de verse expuesta o ser víctima de delitos de gravedad. Es en virtud de lo anterior que el presente proyecto busca, precisamente, explicitar que esa finalidad de producir temor es presupuesto fundamental de toda conducta terrorista. 


6. En virtud de las múltiples formas y escenarios en que el fenómeno terrorista se manifiesta, y atendido su carácter eminentemente transnacional y cada vez más complejo, se ha privilegiado la incorporación a nuestra legislación antiterrorista de métodos específicos de persecución e investigación que han demostrado ser eficaces para su prevención y oportuna detección.


7. En el ámbito internacional se han suscrito una serie de tratados para abordar los delitos terroristas, los que han generado obligaciones o compromisos programáticos para nuestro país. Estas obligaciones y compromisos han sido contraídas con el objeto de perfeccionar, cualitativamente, nuestras herramientas jurídicas para la detección y control del terrorismo en cualquiera de sus manifestaciones y para plasmar nuestra plena adhesión al repudio y rechazo de este tipo de criminalidad, dada sus graves consecuencias.


Así, por ejemplo, la resolución Nº 1373 de septiembre del 2001 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, aprobada por Chile mediante decreto Nº 488 del Ministerio de Relaciones Exteriores el 13 de noviembre de 2001, dispuso el deber de los Estados partes de adoptar todas las medidas necesarias para la prevención y represión de todos los actos de terrorismo, tanto en su financiamiento, preparación y comisión.


Asimismo, nuestro país adoptó, con fecha 6 de febrero de 2002, el “Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas”. El objetivo de este Convenio es precaver y sancionar todo tipo de atentados terroristas con explosivos u otros artefactos mortíferos, ya que la comisión de ese tipo de atentados constituye motivo de profunda preocupación para toda la comunidad internacional. A mayor abundamiento, este Convenio tiene por finalidad que los Estados partes adopten en su legislación interna todas las medidas necesarias para enfrentar el terrorismo de acuerdo con los estándares internacionales vigentes sobre la materia. Finalmente, en la órbita de la Organización de los Estados Americanos, con fecha 10 de febrero de 2005, nuestro país promulgó la Convención Inte-
ramericana contra el Terrorismo.


Por otra parte, en el mensaje se sintetizan las principales modificaciones que se pretenden introducir en la ley N° 18.314, del modo siguiente:

-Se suprime el numeral 2 del artículo primero de la ley N° 18.314, que consulta como elemento terrorista autónomo y distinto o alternativo al del numeral primero de esa norma, el haber sido cometido el hecho para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias y, en su lugar, dicha circunstancia pasa a ser una de las hipótesis asociadas a la finalidad de producir el temor en la población o en una parte de ella.


-Se elimina la presunción contenida en el inciso segundo del artículo 1°, que bajo ciertas circunstancias, presupone la finalidad de amedrentamiento propia de esta clase de delitos. Esta supresión obedece a la necesidad de concordar la normativa que se modifica con el principio de presunción de inocencia.


-Se perfecciona la técnica legislativa utilizada en los delitos que, calificados como terroristas por su finalidad, enumera el artículo 2°, par lo cual se simplifican ciertas descripciones típicas y se eliminan calificativos que podrían producir problemas interpretativos o inducir a error en su aplicación.


-Se introducen parámetros de proporcionalidad a las penas establecidas en la ley, de modo de armonizarlas con el resto de nuestra legislación.


-Se suprimen las referencias relativas a la crueldad en la ejecución del delito, por encontrarse esta circunstancia ya contemplada como agravante en el Código Penal, al igual que aquellas alusiones relativas a la probabilidad de la comisión de nuevos delitos en base a características personales propias del actor, siguiendo en esta parte las concepciones modernas del Derecho Penal. 

V. SÍNTESIS DE LAS DISPOSICIONES APROBADAS POR EL SENADO.


La síntesis de las disposiciones aprobadas por el Senado se incluye, con el objeto de no repetir, en la discusión particular del proyecto. 

VI. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


a) Opiniones recibidas por la Comisión.


1. El Ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter Kirgberg manifestó que es efectivo que el Gobierno ante la huelga de hambre iniciada por los comuneros mapuches, ha reaccionado enviando el proyecto de ley en discusión.


Con todo, aseveró que el Gobierno obra bien al actuar en forma rápida frente a la coyuntura. Aclaró que tal reacción se inspira en sus convicciones y principios.


Informó que el proyecto de ley contemplaba un conjunto de herramientas que tenían por objeto fortalecer la labor investigativa de este tipo de delitos, similar a las ya contenidas en la ley de drogas.


A petición del Senado, se postergó la discusión sobre la inclusión de tales instrumentos en esta ley.


De esta forma nació la llamada “ley corta”, en la que se mantienen algunas disposiciones que permiten resolver el problema de la huelga de hambre iniciada por los comuneros mapuches, sin abandonar los principios o convicciones que inspiran al Gobierno. 


Uno de tales principios consiste en que los civiles sean juzgados por tribunales ordinarios. Al respecto recordó que se ingresó una iniciativa que se encuentra en discusión en esta Comisión.


Hizo presente que tal modificación constituye una de las demandas de los comuneros que se encuentran en huelga de hambre.


Respecto al contenido de la iniciativa en discusión, señaló que resulta necesario que el sistema penal en su globalidad no contemple presunciones, más allá de la presunción de inocencia.


Desde este punto de vista, el proyecto elimina la presunción que se contiene en el artículo 1° de la ley Antiterrorista, que dispone que se presumirá la finalidad de producir temor en la población de ser víctima de un delito de esa especie, por el hecho de cometerse mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.


Recalcó que dicha eliminación es de la mayor importancia, porque hoy los comuneros mapuches enfrentan los juicios con esa presunción jugando en su contra, desde que ha sido invocada la ley antiterrorista por el Ministerio Público o por el Ministerio del Interior.


Al eliminarse, será el Fiscal o el querellante particular el llamado a acreditar la existencia del dolo que se imputa.


Esta modificación es coherente con la reforma procesal penal implementada en el país. Sostuvo que probablemente por una omisión inadvertida, en su oportunidad no fue eliminada.


Por otra parte, añadió que se han revisado los delitos que se consideran terroristas. Al respecto destacó que se ha discutido largamente sobre qué delitos debieran incluirse en este catálogo.


Hay quienes sostienen que esta enumeración es irrelevante, dado que cada uno de los delitos persigue proteger un determinado bien jurídico. A vía de ejemplo, indicó que el homicidio persigue proteger la vida, en cambio, la ley antiterrorista no ampara ese bien jurídico, sino otro.


Por ello, resultaría perfectamente factible concluir que todos los delitos pasan a tener el carácter de terrorista, cuando se ejecutan con ese dolo.


Por tanto, debiera concentrarse la discusión en el artículo 1°, al definir qué se entiende por dolo terrorista.


En virtud de lo expuesto, la discusión sobre cuáles delitos se incluirán en esta ley, no es la más relevante.


Sin perjuicio de estimar poco trascendente la discusión sobre los delitos que deben incluirse, para no hacer una reforma legislativa integral, se mantuvo el esquema de mencionar algunos delitos, sugiriendo eliminar aquellos que no se justifican, como el parricidio, al no existir un fundamento claro que explique su incorporación en esta ley.


También se eliminan las lesiones menos graves.


A su vez, se incorpora el artículo 398 del Código Penal, que sanciona al que cause lesiones por suministrar a sabiendas sustancias o bebidas nocivas, dado que se ha eliminado la figura residual de las lesiones menos graves.


También se propone en el proyecto un perfeccionamiento en la redacción del delito de secuestro o sustracción de menores.


Asimismo, se contempla una adecuación de la pena asignada al delito de incendio, de modo que en los incendios de bosques o plantíos en que no hay compromiso de propiedad o de vida, ni de integridad física, la pena que se asigna será la misma que la ley común.


Añadió que el proyecto también propone la eliminación del inciso segundo del artículo 3 bis de la ley Antiterrorista, que faculta al juez para determinar la pena, la posibilidad de recurrir a elementos que parecen propios del derecho penal de autor.


Es así como ese inciso dispone que “… el tribunal tomará especialmente en consideración, para la determinación final de la pena, la forma innecesariamente cruel de su ejecución y la mayor o menor probabilidad de la comisión de nuevos delitos semejantes por parte del procesado, atendidos los antecedentes y la personalidad de éste y los datos que arroje el proceso sobre las circunstancias y móviles del delito.”

Manifestó que los jueces sólo deben juzgar las conductas que se ejecutan y no la personalidad de la persona o la mayor o menor probabilidad que ésta pueda volver a cometer el delito.


El inciso que se propone eliminar también faculta al juez para determinar la pena, el considerar “la forma innecesariamente cruel de su ejecución”. Esta eliminación se fundamenta en que la crueldad como elemento agravante de la responsabilidad está considerada en el numeral 4 del artículo 12 del Código Penal.


Como una misma conducta no puede ser sancionada dos veces, al estar contemplada en el Código Penal esa agravante, su reiteración en esta norma resultaba innecesaria.


Por otra parte, el proyecto contempla un fortalecimiento del derecho de los abogados defensores para interrogar a los testigos que deponen en contra de del acusado.


Al respecto hizo presente que se ha suscitado una interesante discusión en torno a los llamados “testigos protegidos o anónimos”.


Sobre este particular hizo presente que los testigos protegidos como institución están considerados en todo nuestro procedimiento penal. No es una institución exclusiva de la ley Antiterrorista. Es una herramienta que el legislador empleó en función de un principio más importante, como lo es, la eficaz administración de justicia.


Recalcó que muchas legislaciones contemplan figuras similares, para proteger a aquellas personas que tienen temor de verse expuestas a represalias por testificar en contra de un imputado determinado en un juicio.


Con todo, reconoció que en algunos casos esta institución puede dificultar el derecho a la defensa. Sin embargo, destacó que el propio legislador adoptó esta decisión.


Manifestó que si los comuneros mapuches fueran juzgados conforme a la ley común, ello no haría desaparecer la posibilidad de utilizar testigos protegidos.


Pese a lo expuesto, a fin de cautelar de mejor forma el debido proceso, se propone un fortalecimiento del derecho a contrainterrogar. Por ello, se propone agregar en el artículo 18 la facultad del defensor para dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad.


Por último, informó que producto de una indicación de Senadores, se incorporó en la Ley Orgánica del Ministerio Público el deber de la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos de prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.


2. El Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano, señaló que con independencia del motivo por el cual se ha acelerado la discusión de esta iniciativa, se debe tener presente que se debe legislar pensando en general, y no para un grupo particular, y que no sólo se legisla para hoy, sino que también para el futuro.


La ley Antiterrorista es un elemento de protección clave para las democracias, que se encuentra presente en todas las legislaciones.


Por ello, no se debe desmantelar esta institucionalidad.


Asimismo, se debe remover aquellas disposiciones que pueden restar legitimidad a una ley como la Antiterrorista.


Afirmó que comparten parte de las reivindicaciones efectuadas por los comuneros mapuches, en orden a considerar que esta ley supone cuestiones gravosas que no debieran formar parte de nuestra legislación.


Por último, señaló que existen más de 111 definiciones de terrorismo, lo que demuestra que tal concepto se va gestando a partir de la propia experiencia y cultura jurídica de cada país. 


Chile tiene la propia, y que dice relación con los fenómenos terroristas que se desea erradicar.


3.- La Directora del Instituto de Derechos Humanos, doña Lorena Fries Monleón, valoró los siguientes aspectos positivos del texto aprobado por el Senado: 


a) La eliminación de la presunción legal de finalidad terrorista que establecía el numeral 1) del artículo 1 es una modificación que armoniza la prohibición de presunciones legales en materia penal con el principio de inocencia que se encuentra establecido en la Constitución Política, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Convención Americana o Pacto de San José como garantía de las personas bajo investigación por la comisión de delitos en general y de estos en particular.


b) La eliminación del delito de parricidio, de las lesiones menos graves, y la intención de adoptar una técnica legislativa que en el caso de conductas terroristas relacionadas con medios de transporte público y artefactos o artificios de gran poder destructivo, acote mejor los delitos o conductas terroristas. Este esfuerzo es una expresión de la búsqueda de coherencia entre nuestra realidad y las normas jurídicas nacionales e internacionales en materia de prevención y represión del terrorismo, y de garantía de los derechos humanos. Considerar las conductas más graves como constitutivas de delitos terroristas es coherente con el carácter excepcional y de última ratio que deben tener las leyes antiterroristas en estados de derecho y democráticos. 


c) La modificación de las penas en relación con las hipótesis contempladas en el artículo 476 del Código Penal permitiendo diferenciar en cada uno de los casos de acuerdo a la gravedad a lo que se agrega la suspensión de derechos ciudadanos para los condenados por dichos actos.


d) La incorporación de delitos contra la seguridad nuclear, lo que se encuentra acorde con la organización terrorista que busca la utilización de medios con alto poder destructivo para causar terror y subvertir o destruir el orden constitucional o estado democrático de derecho.


Acto seguido, se refirió a los siguientes aspectos negativos de la iniciativa: 


a) El tipo penal terrorista que se propone en el artículo 1°del proyecto de ley hubiera requerido de un esfuerzo mayor para acotar mejor la calificación de terrorismo a la Constitución Política y a las normas internacionales. 

En primer lugar, es importante definir dónde trazar la línea entre aquello que es un contexto de protesta social, en el que se han producido ilícitos o delitos penales incluso con algún grado de planificación, y actos constitutivos de terrorismo, en el marco de sociedades democráticas. 


Si bien no existe una definición expresa de terrorismo en los tratados internacionales aunque sí de lo que constituyen actos terroristas, hay consenso en que la finalidad de los mismos es socavar o destruir el orden jurídico democrático y afectar gravemente los derechos y garantías fundamentales de las personas. Dicha finalidad requiere de medios que por su capacidad de destrucción infundan terror en la población o parte de ella y una estrategia de destrucción que sólo es posible en el seno de una organización constituida para tal efecto.


El tipo penal aprobado no considera este elemento, como tampoco el que se cause a través de medios de alta capacidad destructiva, con lo que se mantiene aún muy vago para delimitar una conducta que hace parte de una protesta social en la que pueden cometerse ilícitos y actos de terrorismo. Más aún, el carácter especial y de aplicación excepcional de las leyes antiterroristas (Constitución Política y Comité de Derechos Humanos) obligan a una definición lo más restrictiva posible, de manera que esta ley sea compatible con el orden democrático y con las legitimas reivindicaciones que grupos específicos pudieran demandar al Estado de Chile, sin perjuicio de la investigación y sanción respecto de los actos que en dicho marco pudieran ser constitutivos de delitos ordinarios. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que en la elaboración de los tipos penales es preciso utilizar términos estrictos y unívocos, que acoten claramente las conductas punibles, dando pleno sentido al principio de legalidad penal. La ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad. Toda norma que no delimite estrictamente las conductas delictuosas es violatoria del principio de legalidad establecido en el artículo 9 de la Convención Americana.


b) En relación con las conductas terroristas y, dada la finalidad del terrorismo, los bienes jurídicos protegidos son la vida, la integridad física y la salud, sin perjuicio que excepcionalmente puedan ser perseguidos y sancionados atentados contra la propiedad cuando se trate de propiedad pública o privada con fin de utilidad pública. 


En este sentido, el incendio constituye una conducta que puede ser calificada de terrorista cuando impacta sobre los bienes jurídicos protegidos ya mencionados o cuando implican una destrucción significativa.


El apoderamiento de cualquier medio de transporte público en servicio constituye un acto terrorista si se enmarca dentro de los elementos del tipo y se atenta contra los bienes jurídicos anteriormente señalados.


Por su parte, el financiamiento al terrorismo, su persecución y sanción es un elemento de consenso internacional. Sin embargo, la acción persecutoria no puede contribuir a la criminalización de organizaciones promotoras o defensoras de derechos humanos.


c) Consideraciones sobre las garantías del debido proceso:


Plazos y privación de libertad: La privación de libertad constituye una medida excepcional y restrictiva frente al principio de inocencia que rige en todo debido proceso y que hace parte de nuestra legislación. Ello implica dar un tratamiento acotado en términos de plazos, tanto en relación con tiempo para poner a disposición del juez a las personas detenidas, como para efectos de la investigación.


Al respecto el Informe sobre Derechos Humanos y Terrorismo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que: “el respeto por la libertad personal era particularmente sensible en el contexto de las investigaciones de los delitos terroristas” y que “se ha observado a este respecto que, en los casos en que no existe orden de detención o la misma no es rápidamente supervisada por una autoridad judicial competente, cuando el detenido no puede comprender cabalmente la razón de su detención o no tiene acceso a un asesor letrado, y en que la familia del detenido no puede localizarlo con prontitud, existe un claro riesgo, no sólo para los derechos del detenido, sino también para su integridad personal.”

Para evitar esos riesgos, la Comisión ha sugerido que “no se considerará razonable una demora de más de dos o tres días en llevar al detenido ante una autoridad judicial en general. Un sistema efectivo para registrar los arrestos y las detenciones y poner esa información a disposición de los familiares, asesores letrados y demás personas con intereses legítimos en la información, ha sido también ampliamente reconocido como uno de los componentes más esenciales de un sistema judicial funcional, pues ofrece una protección vital de los derechos del detenido e información confiable para establecer las responsabilidades del sistema”.


Testigos protegidos: Introducen un factor que baja el umbral de garantía del debido proceso. Sería conveniente considerar el acceso de la defensa sin restricciones al contrainterrogatorio. Paralelamente, se debería incorporar una norma que responsabilice al testigo frente a declaraciones falsas, y evitar cualquier tipo de compensación económica.


La Comisión Interamericana ha hecho un llamado a la necesidad de respetar el debido proceso en los juicios que se inician contra personas acusadas de cometer delitos terroristas preocupándose particularmente, entre otros derechos, del de defensa. 


4.- La Doctora en Derecho Penal doña Myrna Villegas D. centró su exposición en los siguientes aspectos:


a) Bienes jurídicos protegidos y finalidad terrorista: hay consenso en las legislaciones internacionales y la doctrina penal de las democracias occidentales (europea y la escasa doctrina chilena) en que siendo el terrorismo un atentado sistemático contra derechos humanos fundamentales, las legislaciones antiterroristas no protegen simplemente bienes jurídicos individuales, sino ante todo un bien jurídico colectivo que puede identificarse ya con el orden constitucional, ya con la paz pública, ya con la seguridad publica, y que la lesión a los bienes jurídicos individuales que son los que resultan inmediatamente afectados (vida, integridad física, propiedad), son simplemente el vehículo para atentar contra ese orden constitucional o la seguridad pública. Los autores españoles, y en similar sentido también chilenos, por ejemplo, reconocen como bien jurídico protegido el orden constitucional democrático. En igual sentido se ha manifestado la jurisprudencia en nuestro país. Por su parte, las legislaciones internacionales tanto antes como después de los atentados del 11 septiembre, también así lo reconocen. Así por ejemplo, se aprecia en la definición de conducta terrorista que mantiene el Consejo de Europa: “Los delitos terroristas pueden definirse como delitos cometidos intencionalmente por un individuo o grupo contra uno o más países, sus instituciones o ciudadanos, con el fin de intimidarles y de alterar gravemente o destruir las estructuras políticas, económicas, medioambientales o sociales de un país” (Decisión Marco del Consejo sobre la lucha contra el terrorismo 30 de noviembre de 2001).

Esta misma idea es la que se contiene en la Convención Interamericana contra el terrorismo cuando en su preámbulo dice que “el terrorismo constituye una grave amenaza para los valores democráticos y para la paz y la seguridad internacionales”. 


Lo anteriormente expuesto implica lo siguiente: 


- La finalidad terrorista, como elemento subjetivo en los tipos penales de terrorismo -y no dolo terrorista- dice relación con la afectación de ese bien jurídico protegido, y no con la finalidad de causar temor a toda o parte de la población. 


Es incorrecto construir un concepto de terrorismo sobre la base de los efectos o resultados de alarma que puedan ocasionar las conductas, ya que éstos no son privativos de la delincuencia terrorista, pues existen otras múltiples formas de delincuencia en las que podemos advertir esta característica. Por ejemplo, las barras bravas se atemorizan, se agreden, se lesionan con sistematicidad y así también los narcotraficantes incurren en conductas de la misma índole. Sin embargo no se les aplica la ley de conductas terroristas, principalmente porque se trata de un problema entre dos sectores de la población en cuyo objetivo nada tiene que ver la alteración de las bases del sistema democrático. Por otra parte, terrorismo no puede significar dogmático jurídico penalmente el causar terror o temor; es una tautología. 


La finalidad de causar temor es tan solo un medio en la conducta del terrorista para alcanzar su objetivo final: destruir las bases del sistema democrático. Por tanto, debe ser considerado en un tipo penal, como tal, al que puede otorgársele la calidad de elemento subjetivo, pero no es suficiente para diseñar un concepto de terrorismo que sea capaz de justificar penas tan graves y un procedimiento tan gravoso. En la legislación española, que se ha citado como ejemplo en la discusión parlamentaria, no se contempla tal clase de finalidad, sino tal vez una mera alusión a ella en la frase “alterar la paz publica”. Por lo demás, ha de considerarse que la realidad española y chilena en este punto son completamente diversas.


-La afirmación relativa a que existe un bien jurídico colectivo en torno al cual debe girar la legislación antiterrorista, significa que los tipos penales deben construirse en relación con la afectación bajo la forma de lesión o puesta en peligro de ese bien jurídico colectivo, y no en relación con la afectación de los bienes jurídicos individuales. 


Cuando la Constitución declara que el terrorismo es por esencia contrario a los derechos humanos, está dando un concepto que es un mandato para el legislador en orden a restringir los tipos penales a la protección de bienes jurídico individuales que constituyan derechos humanos fundamentales: vida, integridad física, libertad y salud. 


La idea de construir tipos penales de terrorismo en relación con la afectación de bienes jurídicos individuales que puedan dar cuenta de una puesta en peligro concreto del orden constitucional y la seguridad pública, explicaría que en el Convenio para la represión de atentados terroristas cometidos con bombas, la protección de la propiedad cuando se ve afectada, con o sin peligro para personas, quede restringida a la propiedad en su función social. Señala el mencionado convenio en sus arts. 1 y 2 que comete delito de terrorismo quien intencionadamente, y con el propósito de causar muerte o lesiones graves o una destrucción significativa, arroja o detona un artefacto explosivo o incendiario en lugares de uso público, redes de transporte público o instalaciones de infraestructura (toda propiedad pública o privada que se utilice para prestar o distribuir servicios al público tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustible o comunicaciones). La afectación a esta función social de la propiedad es el único vehículo posible en este rango, capaz de afectar un bien jurídico colectivo como el orden constitucional. 


No se trata de desproteger los bienes jurídicos individuales de víctimas de atentados, que por cierto, ya están protegidos a través de la legislación común y en alguna especial, frente a ataques que pueden ser o no sistemáticos, sino de aclarar que la ley de conductas terroristas está destinada a proteger un orden constitucional que se ve en peligro ante una violación masiva y sistemática de derechos humanos fundamentales.


b) El concepto de terrorismo y la necesidad de restringir la aplicación de la ley de conductas terroristas: El proyecto de ley en discusión mantiene un concepto de terrorismo que no logra adecuarse al concepto constitucional, así como tampoco al concepto que del mismo existe en los tratados internacionales y la legislación comparada que el mensaje cita. Más bien tiende a seleccionar de estas últimas los aspectos más gravosos, especialmente en lo que se refiere a la introducción de medidas intrusivas de investigación que alteran derechos fundamentales, y no considera los límites que estos mismos tratados imponen: la lucha contra el terrorismo -dicen estos convenios- no puede llevarse a cabo pasando a llevar garantías constitucionales (arts. 14 y 19.1 Convenio para represión de atentados terroristas cometidos con bombas; art. 15 Convención interamericana contra el terrorismo). Nada de esto se contiene en el proyecto de ley en discusión, pues no se toca la norma que establece un plazo de detención de 10 días, se incrementan medidas de investigación ampliando facultades al Ministerio Publico, se refuerza el instituto de testigos protegidos. 


Si bien es cierto el proyecto elimina en el artículo 1° la presunción de finalidad terrorista, habida consideración de las críticas que se habían estado haciendo por la jurisprudencia nacional, insiste en mantener un concepto de terrorismo diseñado sobre la idea de causación de temor o alarma pública, la que se probaría por “la naturaleza y efecto de los medios empleados”, “la evidencia de que obedece a uh plan premeditado de atentar contra una categoría de personas” o por el querer “arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad, o imponerle exigencias”.


En cuanto a la frase “la naturaleza y efecto de los medios empleados”, comentó que en el texto vigente la presunción de la finalidad terrorista procede por haberse hecho uso de determinados medios catastróficos que la propia ley se encarga de explicitar. Esta referencia a la clase de medios empleados, ha determinado a la jurisprudencia que, cuando ha calificado como terrorista una conducta por la naturaleza y efectos de los medios empleados, lo haya hecho tomando como criterio de comparación esta clase de medios empleados. Al eliminarse la presunción de la finalidad terrorista, se elimina cualquier referencia a la clase de medios empleados, pudiendo entonces verificarse la conducta por cualquier medio, pues el tipo penal queda abierto. Dicho de otra forma, así como está en el proyecto, se pone al mismo nivel un atentado ocasionado con un medio estragante (como una bomba) que uno ocasionado con un medio inadecuado para materializar una estrategia sistemática de violación masiva a derechos humanos (p. ej. hondas, cuchillo), lo cual no solo es atentatorio contra el principio de legalidad (falta de taxatividad) sino asimismo inadecuado a los conceptos que se contienen en los tratados internacionales que son ley vigente en Chile, entre ellos el propio Convenio para la represión de atentados terroristas cometidos con bombas. 


En consecuencia, se crea un problema con el principio de legalidad (tipicidad) al no hacerse referencia a los medios, con lo cual se corre el riesgo que la ley de conductas terroristas se convierta en el cajón de sastre de cualquier conducta, incluyendo -por cierto- las de violencia social. Así por ejemplo, con la nueva redacción, apedrear un bus de Transantiago en medio de una manifestación en contra del transporte público o una protesta de deudores habitacionales con barricadas podrán ser consideradas delito de terrorismo.


Ciertamente, existen conductas que no requieren medios catastróficos para que puedan ser calificadas como terroristas, como ocurre con el tipo penal especial de atentados contra la autoridad y el secuestro.


En cuanto al plan premeditado de atentar contra una categoría de personas, que también se establece como elemento de objetivación de la finalidad terrorista, también amplía el tipo penal. Ej. barras bravas, narcotraficantes. Lo mismo sucede con la coacción a la autoridad para que actúe en determinado sentido, con o que se desvirtúa la verdadera naturaleza del terrorismo en cuanto atentado contra derechos humanos. Puede suceder que un narcotraficante por ejemplo, secuestre al hijo de una figura importante en el gobierno, exigiendo que liberen al jefe del cartel. Así como se están construyendo los tipos penales, este narcotraficante habría tenido la finalidad de causar temor en un sector de la población, evidenciándose su finalidad por el hecho de haber intentado arrancar una resolución a la autoridad, por tanto, quedamos en una situación muy similar a la que plantea la ley vigente. 

Si el terrorismo consiste en una violación masiva y sistemática a derechos humanos fundamentales capaces de poner en peligro el orden constitucional o la seguridad pública, significa que es una estrategia, un método tendencialmente exclusivo, que requiere de una organización para materializarse, pues es la organización la que cualifica la violencia. Así lo reconocen de manera muy adecuada las legislaciones europeas, entre ellas la española, que incorporan a las descripciones típicas la pertenencia a una organización terrorista. Los tipos penales sobre terrorismo en estas legislaciones, a diferencia de la nuestra, parten de la base de que quienes los cometen necesariamente están integrados en asociaciones ilícitas (terroristas), y solo por vía de excepción castigan conductas de quienes sin formar parte de dichas organizaciones, cometen con finalidad terrorista ciertos delitos (art. 577 del CP español). 


Si se suma a la ausencia de un elemento estructural en los tipos penales, la amplitud máxima de medios de comisión a emplear, y la sola finalidad de causar temor, obtenemos un concepto que poco o nada tiene que ver con terrorismo, y que puede resultar un instrumento sumamente peligroso.


c) Los delitos de incendio en particular y sus penas: el proyecto de ley mantiene todas las figuras de incendio de la ley vigente, pero establece una rebaja de penas. Por ello, los hechos que han sido calificados como incendio terrorista conforme a la ley que se pretende reformar, seguirán bajo esta calificación pues al mantenerse la idea de que la finalidad terrorista se prueba por la evidencia de obedecer a un plan premeditado de atentar contra un grupo o categoría de personas, no hay forma de que esta calificación se excluya. 


Al continuar bajo la calificación terrorista, el procedimiento aplicable sigue siendo el mismo, es decir, continúa, entre otros, el uso de testigos con reserva de identidad y una serie de prácticas por parte del Ministerio Público que obstaculizan considerablemente el derecho a defensa. Por ejemplo: 


-Acumular en una misma causa hechos diversos, acaecidos en tiempos distintos, con imputados diversos, a fin de evidenciar que existe un plan premeditado de atentar contra una categoría de personas.


-Usar testigos con reserva de identidad, algunos de los cuales son en realidad coimputados a los cuales o no se formaliza, o se los formaliza en una causa aparte sin revelación de su identidad, o bien su declaración en un juicio se presenta como prueba documental en otros juicios para evidenciar finalidad terrorista. 


En relación con el castigo de incendios en propiedad que no sea pública o de infraestructura, tomando como base la legislación española, señaló que en su última reforma de febrero 2010, el Código Penal de ese país castiga, en su artículo 572, como delitos de terrorismo los incendios causados por quienes integran una organización o grupo terrorista, sólo en cuanto pongan en peligro la vida de personas y por vía excepcional castiga los incendios de cualquier clase cometidos en el marco del artículo 577 del mismo Código, esto es, por personas que teniendo la finalidad de alterar el orden constitucional, no se les ha podido probar la pertenecía a la organización. 


De esta forma, la legislación española no es el mejor ejemplo de castigo a título de terrorismo de conductas que atenten contra bienes jurídicos individuales que carezcan de relación con el bien jurídico colectivo (orden constitucional). Por lo demás, desde el Código Penal de 1995 que la doctrina se ha manifestado reacia a la consagración del denominado terrorismo individual, precisamente porque se consagró como forma de evitar problemas de prueba a quien no pudiere estar ligado a ETA, pero sí ejecutare conductas de violencia, y porque bajo este título se castigan actos de violencia social protagonizados por jóvenes estudiantes. 


d) El delito de apoderamiento o atentado en contra de medios de transporte público en servicio: el tipo penal se amplía, sin importar si se pone o no en peligro la vida, la integridad corporal o la salud de personas. En consecuencia, apoderarse de un bus del Transantiago en medio de una protesta social en contra del sistema de transporte público, para exigir a la autoridad que ponga pronta solución a ello, sin poner en peligro alguno a los pasajeros, forzosamente cabría dentro del tipo penal de terrorismo, porque al exigir resolución a la autoridad podría evidenciar que se persigue atemorizar a un sector de la población: los choferes del Transantiago. 


A modo de conclusión, expresó lo siguiente: 


1) El proyecto de ley amplía el concepto de terrorismo, en contra de la interpretación que puede hacerse del concepto constitucional del mismo que ordenaría su restricción. La Constitución explicita que el terrorismo es esencialmente contrario a los derechos humanos, autoriza ampliaciones de plazos de detención y la prisión preventiva reforzada, priva al condenado por delitos de terrorismo de su calidad de ciudadano y lo inhabilita por el plazo de 15 años para ejercer una serie de derechos, con lo cual el condenado por estas figuras es marginado de la sociedad.


2) Esta ampliación del concepto denota que no existe correspondencia entre lo que el mensaje del proyecto señala y la forma en que construye finalmente los tipos penales, en relación a bienes jurídicos individuales pasando por alto el bien jurídico más importante, el bien jurídico colectivo. 


3) La ampliación del concepto de terrorismo agrava la discrecionalidad en su aplicación, lo que queda demostrado en el caso del incendio al Fundo Poluco Pidenco. En los fallos de 2004 y 2005, la conducta se calificó como incendio terrorista y los imputados fueron condenados a 10 años y 1 día de presidio mayor en su grado medio. En los tres últimos fallos (2006,2007 y 2008) la misma conducta, fue calificada por el Tribunal Oral en lo Penal de Angol como incendio común, con lo cual la pena bajaba considerablemente; en un caso hubo absolución por falta de participación, en otro, condena de 5 años y 1 día, y en el último, condena de 4 años.


4) El legislador debe ser cuidadoso al adecuar la ley de conductas terroristas a legislaciones internacionales sobre terrorismo, especialmente en la alteración de reglas ordinarias de penalidad, imputación y garantías procesales, pues se corre el riesgo que el Estado Democrático se vaya deslizando por la peligrosa pendiente del autoritarismo. La lucha contra el terrorismo no es un problema de eficacia policial, legislativa o judicial, sino de falta de discusión política. 


5.- El profesor de Derecho Penal don Juan Domingo Acosta Sánchez, formuló las siguientes observaciones y comentarios al articulado del proyecto:

Al artículo 1°


-En relación con el numeral 1: en el texto vigente del artículo 1° de la ley N° 18.314, el hecho de cometer el delito para arrancar decisiones de la autoridad o imponerle exigencias constituye una hipótesis autónoma y alternativa de la del N° 1°. Esto hace que pueda ser terrorista un delito aunque no “se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”, que es la característica propia de estos delitos en nuestro sistema. 


El proyecto corrige adecuadamente esta situación y reduce el ámbito del tipo penal, perfeccionándolo, al eliminar dicho propósito (arrancar decisiones o imponer exigencias) como circunstancia autónoma. Por lo tanto, en el texto modificado, cuando el autor procede por móvil antes señalado, se exige copulativamente que se cometa el delito “con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie”.


Igualmente correcta es la modificación que agrega, respecto de la hipótesis de arrancar decisiones de la autoridad o imponerle exigencias, el caso de cometerse el hecho para inhibir resoluciones de la autoridad, que no está actualmente considerado.


La norma penal es perfeccionada, además, al eliminar la presunción del inciso segundo del numeral 1°, por las siguientes razones:


1. La presunción actual pone en riesgo el principio de inocencia consagrado en el artículo 4° del Código Procesal Penal y en tratados internacionales suscritos por Chile.


2. La modificación del proyecto hace plenamente aplicable la regla de convicción general que el artículo 340 del mencionado Código.


3. La presunción ofrece inconvenientes, pues algunas de las hipótesis que le sirven de base son en sí mismas un delito de los descritos en el artículo 2°, como en el caso del envío de cartas y encomiendas explosivos del artículo 403 bis del Código Penal, que se encuentra en la enumeración de delitos del numeral 1° del artículo 2° de la ley N° 18.314. 


-En relación con el numeral 2: se incorpora, en el catálogo de delitos terroristas del artículo 2°, el contemplado en el artículo 398 del Código Penal, que sanciona las lesiones graves cuando se cometen de alguna de las siguientes formas: (i) administrando a sabiendas o bebidas nocivas; y (ii) abusando de la credulidad o flaqueza de espíritu de la víctima. Si bien esta última no parece compatible con el delito terrorista, la primera sí y al suprimirse del catastro de delitos las lesiones menos graves (artículo 399 del Código), es indispensable agregar el artículo 398 (respecto de la primera parte).


Se reemplaza la referencia al delito de descarrilamiento contemplado en los artículos 323, 324, 325 y 326 del Código Penal por una al mismo delito descrito en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles, ya que podría existir una derogación tácita de las referidas normas del CP por las de esta última legislación, que es posterior. 


-En relación con la indicación parlamentaria que propone incorporar el artículo 2° bis, resulta inconveniente limitar el ámbito de los tipos penales de los N°s 1, 2 y 4 del artículo 2°, en razón de los siguientes argumentos:


1. El artículo 2° no contiene delitos en contra de la propiedad o, al menos, son delitos que no protegen única o principalmente la propiedad ajena (pluriofensivos), como es el caso del descarrilamiento y del incendio y estragos. Por consiguiente, el presupuesto sobre el cual discurre esta norma es erróneo.


2. El hecho de que estos delitos estén regulados en el Título IX del Libro II del CP (Crímenes y Simples Delitos contra la Propiedad), no constituye justificación suficiente para considerarlos como delitos en contra de la propiedad. En el Código Penal existen numerosos ejemplos de errores de técnica legislativa al situar determinados delitos dentro de Títulos que describen bienes jurídicos o sujetos activos a los que no corresponden. Por ello, la ubicación concreta de un delito dentro del Código no determina necesariamente la naturaleza de los bienes jurídicos que en ellos se protege.


3. Tanto el delito de incendio como el de estragos, así como el envío de cartas y encomiendas explosivas (artículo 403 bis del Código Penal), y la mayoría de los delitos de la Ley de Seguridad Nuclear, son de peligro común. Es decir, en ellos se puede sancionar o no la lesión a uno o más bienes jurídicos y, lo que es más importante, se pena la creación por el autor de un peligro, relativamente indeterminado, para otros bienes jurídicos cuya eventual lesión no depende necesariamente de la voluntad del agente sino, muchas veces, de circunstancias azarosas, pero que el autor sí puede representarse (previsibilidad). 


4. El Código Penal español no considera al incendio entre los delitos en contra de la propiedad, sino contra la seguridad colectiva.


Por otra parte, la expresión: “que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud de personas”, que utiliza la indicación merece los siguientes reparos:


1. Es vaga o imprecisa, pues al incorporarse al tipo penal no es claro su alcance. No es posible saber si dicha afectación supone una lesión a los bienes jurídicos señalados o si basta con un riesgo efectivo y, en este último caso, nada se dice acerca de la intensidad que debe reunir dicho peligro, considerando especialmente que el incendio y los estragos son delitos de peligro común o en contra de la seguridad colectiva. Si, en cambio “afecten” significa sólo lesionar la vida o la integridad corporal, nunca podría ser terrorista la conducta del 
artículo 475 N° 1°, ya que el tipo exigiría la producción de alguno de los resultados del 
artículo 474, única norma penal que podría aplicarse.


2. Si se entiende que se exige una lesión o un peligro concreto, la indicación se aleja de la naturaleza de estos delitos, que son de peligro común (contra la seguridad colectiva) y resulta especialmente complejo saber cuáles son los bienes jurídicos específicos afectados (aunque su afectación es previsible para el agente). 


Al limitar la comisión de los delitos a lugares de uso público, redes de transporte público o instalaciones de infraestructura, entendiéndose por estas últimas toda propiedad pública o privada que se utilice para prestar o distribuir servicios al público tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustible o comunicaciones”, se excluyen los incendios y estragos, cometidos con el fin terrorista del artículo 1°, en lugares tales como Comisarías de Carabineros de Chile, Cuarteles de Investigaciones de Chile, Edificios del Congreso, Palacio de la Moneda, Palacio de los Tribunales de Justicia, Ministerios, Intendencias, Gobernaciones, Municipalidades, Hospitales, Regimientos, Estadios y lugares de concurrencia masiva.


Resulta inconveniente exigir la finalidad de “causar muerte o lesiones graves o una destrucción significativa”, pues se añade un elemento subjetivo del tipo, que siempre es de difícil prueba y que no se aviene con el carácter de delitos de peligro común (contra la seguridad colectiva), que tienen éstos.


También parece inconveniente la frase: “todo ello de conformidad con el Convenio para la Represión de Atentados Terroristas Cometidos con Bombas” porque se transforma en una suerte de ley penal en blanco y no es razonable que una norma penal interna se remita a un tratado internacional, que puede modificarse o dejarse sin efecto.


En relación con el numeral 3 del artículo 1°: Se rebaja, en el artículo 3°, la pena del delito del artículo 476 del Código Penal, distinguiéndose entre las hipótesis de los N°s 1 y 2 de la del N° 3. Ello se justifica porque siendo todos estas conductas de peligro común, el riesgo a otros bienes jurídicos (la seguridad colectiva) es menos intensa en el caso del numeral 3. Además, se justifica y explica, dado que la pena asignada en el artículo es alta y muy amplia (entre 5 años y 1 día y 30 años de privación de libertad. Además, se asigna una pena autónoma a la hipótesis del artículo 2° N° 2, que actualmente y de manera impropia establece que determinados resultados (muerte o lesiones graves) hace que el hecho se considere un delito de estragos y se sancione conforme a los artículos 474 y 475 (incendio).


En relación con el numeral 4) del artículo 1°: la supresión del inciso segundo del artículo 3° bis parece acertada por las siguientes razones:


1.- La expresión “la forma innecesariamente cruel de su ejecución” queda comprendida dentro de la agravante genérica del artículo 12 N° 4 del Código Penal (ensañamiento) y, parcialmente dentro de la agravante del artículo 12 N° 9 del mismo Código (“emplear o medios o hacer que concurran circunstancias que añadan la ignominia a los efectos propios del hecho”). Recurrir a este criterio para los efectos de determinar la pena concreta a aplicar puede vulnerar el principio non bis in ídem. 


2.- Es acertada la eliminación de la expresión “la mayor o menor probabilidad de la comisión de nuevos delitos semejantes por parte del procesado, atendidos los antecedentes y la personalidad de éste y los datos que arroje el proceso sobre las circunstancias y móviles del delito”. Se trata de una desafortunada prognosis que debe hacer el tribunal sobre el comportamiento futuro del condenado, que no es propio de una pena. Además, dicha evaluación se hace en base a los antecedentes y a la personalidad del condenado, lo que implica un peligroso deslizamiento hacia un derecho penal de autor que no se aviene con las concepciones modernas del derecho penal. 


En relación con el reemplazo del artículo 4°, propuesto en el texto del mensaje, que fue rechazado en el Senado, planteó que debería reponerse, ya que la rebaja de penas pasa a ser obligatoria y no meramente facultativa como prescribe el texto actual. Esto facilita la cooperación, pues el sujeto tiene la certeza de que recibirá una rebaja de pena a cambio de su prestación, pudiendo ser dicha reducción en uno o dos grados. 


En relación con el numeral 5: es razonable y atendible dar un tratamiento más benigno tanto a la tentativa como a la conspiración, como el que se propone. Con todo, para dar una solución armónica y sistemáticamente correcta, atendido que la conspiración implica una etapa de desarrollo más incipiente que la de tentativa, se estima que debe darse una solución diferenciada. Se propone al efecto que la tentativa se rebaje en uno o dos grados, siendo facultativo del tribunal determinar la cuantía de la rebaja y que la conspiración se rebaje en dos grados.


Resulta, por otra parte, inadecuado eliminar toda referencia a la amenaza de cometer un delito terrorista, debido a que deberá aplicarse el tipo del artículo 296 del Código Penal, que es un delito de acción penal pública previa instancia particular. Esto puede resultar complejo tratándose de víctimas a quienes precisamente, se les ha amenazado con serlo de un delito terrorista, ya que su libertad para denunciar se encuentra reducida. 


Además, en su investigación no se podrán emplear las técnicas y procedimientos especiales de la ley N° 18.314, lo que parece ser contrario a una buena política criminal y de persecución penal, puesto que el Ministerio Público debe tratar de evitar que se materialice la amenaza. 


Por otra parte, al dejar de existir como terrorista, no podría haber asociaciones ilícitas terroristas creadas para amenazar con la comisión de delitos de esta clase para luego perpetrarlos. La organización pasaría a ser terrorista sólo una vez que ha materializado la amenaza, lo que no parece lógico desde la perspectiva de una adecuada persecución penal y una correcta política de prevención de los delitos.


Por otro lado, la pena establecida por el artículo 296 del CP es de simple delito, lo que restringe también la posibilidad de que el Ministerio Público obtenga autorización judicial para realizar determinadas diligencias que apuntan a prevenir la materialización de la amenaza (intercepciones telefónicas, técnicas, etcétera.) 

Adicionalmente, se pueden producir problemas en su aplicación ya que se ha sostenido que las amenazas no pueden dirigirse en contra de personas jurídicas. Por lo tanto, las amenazas de cometer delitos terroristas que puedan afectar a una sociedad o al Estado no podrían perseguirse.


Sugirió agregar un inciso segundo al artículo 7° aprobado por el Senado, del siguiente tenor:


“La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley, será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo, de conformidad al artículo 3°, pero sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el inciso 1° de la referida norma. Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.”.


En relación con el numeral 6): La modificación al artículo 8° eleva la pena del delito de financiamiento de delitos terroristas, lo que parece conveniente. Esta propuesta tiene varios efectos, entre los cuales se destacan el aumento del plazo de prescripción del delito y de la pena, la posibilidad de solicitar al Juez de Garantía autorización para realizar diligencias de investigación intrusivas como la interceptación de comunicaciones telefónicas, otros medios técnicos de investigación, como filmaciones de lugares y personas, etcétera., y la posibilidad de imponer penas más severas a las personas jurídicas que tengan responsabilidad en el caso de la comisión del delito por personas naturales relacionadas con ella (ley N° 20.393). 

En relación con el numeral 7): la incorporación del artículo 9°, que regula los efectos del desistimiento de la tentativa y del delito frustrado, dándoles, bajo ciertos presupuestos, el efecto de excluir la responsabilidad penal, es un buen instrumento de política criminal que tiende a evitar la consumación de estos delitos. 


En relación con las indicaciones presentadas al artículo 10: las propuestas parlamentarias apuntan a restringir la titularidad de la acción por delito terrorista, privando a la víctima del derecho a denunciar el hecho como terrorista y querellarse en esa calidad. Además, priva a las personas señaladas en el artículo 111 del Código de Procedimiento Penal del derecho excepcional de querellarse por delitos terroristas. No debería afectarse el derecho a querellarse, pues se trata de una facultad general y al limitarla se altera el sistema procesal penal. Si se aprobase alguna de las indicaciones presentadas en ese sentido, deberían regularse tres situaciones:


1.- Dejar a salvo el derecho a la víctima de querellarse por el delito como no terrorista.


2.- Resolver la forma en que la víctima pueda intervenir como querellante en un proceso iniciado como terrorista, de tal manera que pueda ejercer sus derechos (por ejemplo, acusar particularmente, adherirse a la acusación del Ministerio Público, forzar la acusación, demandar civilmente, etcétera).


3.- Establecer un mecanismo para que la víctima pueda modificar su querella si la ha deducido por delito no terrorista y luego el Ministerio Público ha dado esa calificación al hecho investigado o si se ha querellado por delito terrorista el Ministerio del Interior por el mismo hecho.


En relación con el numeral 8): es correcta la modificación al artículo 18, pues apunta a robustecer el derecho de defensa y el debido proceso. 


En relación con el artículo 2°: la expresión “prestar asesoría”, que se incluye en la letra f) del artículo 20 de la ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, es confusa y debería precisarse, pues no podría comprender la asesoría legal o jurídica en términos de hacer valer los derechos en el procedimiento. Lo anterior porque los Fiscales del Ministerio Público están regidos por el principio de objetividad y no pueden ni deben tomar parte en favor de algún interviniente. Por ello, se sugiere reemplazar dicho término “realizar las acciones de protección”. 


En relación con la indicación para sustituir el inciso segundo del artículo 111 del Código Procesal Penal: esta modificación complementa la indicación al artículo 10 que pretende restringir la titularidad de la acción para investigar los delitos terroristas. Sin embargo, excede esta propósito en cuanto el mencionado inciso segundo consagra un caso excepcional de titularidad del derecho a querellarse que, por regla general, corresponde sólo al ofendido. Además, respecto de los “delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública”, se 
amplía el derecho a querellarse, que hoy lo tiene “cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la provincia, respecto de hechos punibles cometidos en la misma”. En la indicación se otorga acción popular para querellarse por estos delitos, cuestión que no sabemos si se trata de una decisión expresamente adoptada o un efecto que se produce por inadvertencia al redactar la norma.


En principio, el derecho a querellarse debe corresponder al ofendido. La posibilidad de ampliar esa titularidad es una cuestión de política criminal, sobre la cual se pueden tener opiniones diversas legítimas. En cambio, no hay fundamentos para ampliar la titularidad, como lo hace la indicación, en el caso de ciertos delitos cometidos por funcionarios públicos. 

6.- El abogado don Carlos Tenorio Fuentes, en representación de las víctimas que han padecido violencia en las Regiones de La Araucanía, de Biobío, de Los Ríos y de Los Lagos, Primeramente, formuló los siguientes comentarios: 


1. Actualmente, la ley N° 18.314 no guarda relación alguna con su versión original. Promulgada en el año 1984, fue modificada por completo en el año 1991, mediante la ley 
N° 19.027. 


2. Dicho texto legal no es racista ni discriminatorio. No contiene en sus normas ninguna disposición que haga alusión a que sus sanciones serán aplicadas con mayor o menor rigor tomando en consideración la edad, sexo, etnia, estirpe o condición.


3. No se ha hecho abuso de esta legislación, ya que se ha aplicado en contadas ocasiones, cuando en opinión del Ministerio Público existen antecedentes suficientes para encuadrar la descripción de los hechos a las conductas típicas descritas en la ley.


En su condición de querellante, y habiendo interpuesto a la fecha más de 180 querellas, sólo en cinco o diez de ellas ha invocado esta ley y, en la inmensa mayoría, han sido interpuestas en contra de quienes resulten responsables.


4. Sólo cuando el mérito de la investigación así lo indica, se procede a la formalización de cargos y únicamente cuando agotadas las instancias de investigación se entiende que existen antecedentes para llevar a uno o más imputados a juicio, se deduce acusación.


5. Si bien la pretensión de esta modificación obedece claramente a criterios políticos y no jurídicos, es menester hacer algunas consideraciones de derecho, puesto que se trata de una norma que debe analizarse bajo los primas de la ciencia penal.


En cuanto al terrorismo como tal, y los bienes jurídicos que se entienden lesionados por esa clase de conductas, el Profesor Natan Lerner ha dicho que “la comunidad internacional ha tropezado con dificultades para definir en forma aceptada por todos los términos “terror” y “terrorista”. La razón es probablemente que hay quienes consideran que el fin justifica todos los medios y no quieren llamar terrorista a individuos que emplean el terror para obtener resultados políticos. El mundo democrático y liberal rechaza este enfoque y ha definido como actos de terror aquellos que emplean violencia intimidatoria, en forma indiscriminada, para obtener semejantes fines. Cierto es que, en más de un caso, los que a todas luces son terroristas para unos son reputados héroes por otros. Pero la falta de definición no impide que toda persona normal sepa identificar de inmediato cuando se trata de terrorismo y quiénes son los terroristas 


El profesor José Zalaquett ha sostenido que “los especialistas académicos coinciden en una noción general, según la cual los actos terroristas reúnen las siguientes características: 
(a) Se usa o amenaza usar la violencia contra civiles o de modo indiscriminado; (b) el fin es ideológico, sea político, religioso o de otro tipo; (c) se procura atacar indirectamente a los Estados, tratando de que hagan concesiones o bien que reaccionen desmedidamente y ello permita a los hechores reclutar nuevos adeptos; (d) a fin de lograr aquello, se busca que los actos tengan amplia cobertura noticiosa. 


Los hechos descritos y acaecidos en la Araucanía cumplen plena y cabalmente con esas premisas (ataques a agricultores, empresarios forestales de Malleco, Cautín, Cañete, Tirúa; incendios de camiones, buses, maquinarias; ataques a comerciantes y a personas que simplemente circulaban por los caminos de la Región, etc.).


6. La actual discusión se centra en que algunos estiman que la causa seguida adelante por los comuneros huelguistas es justa, por lo cual se justifican los medios empleados. 


Esta lógica ya estuvo presente en la discusión que se siguió ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, en el año 2006, cuando se analizó por similares condiciones una posible reforma a la ley en estudio.


7. Cualquier modificación que se pretenda efectuar a la ley debe respetar la realidad táctica de lo que acontece actualmente en Chile.


8. Con la indicación que propone agregar un artículo 2° bis, se pretende desterrar de esta normativa penal el bien jurídico “propiedad privada”, en circunstancias que es precisamente dicho bien jurídico el que ha sido objeto de la mayor cantidad de ataques en la Región.


Uno de los argumentos para “validar” aquello, sería que las restantes legislaciones no contemplan hipótesis de terrorismo en caso lesiones a la propiedad privada o al patrimonio.


Sin embargo, ello resulta equivocado si se analiza la legislación latinoamericana y europea. De aprobarse la indicación, la situación en la Araucanía se vería sensiblemente agravada, pues la inmensa mayoría de los ilícitos cometidos hasta ahora en el marco del conflicto, han empleado al fuego como mecanismo dañoso, con la finalidad de provocar temor en la población y/o arrancar una decisión de parte de la autoridad.


9. En el caso de las indicaciones que guardan relación con la determinación de quién es el legitimado activo para solicitar la aplicación de todo este cuerpo legal, no debería excluirse de dicha facultad al Ministerio Público, dado que es éste el organismo que por mandato constitucional tiene la competencia exclusiva sobre las investigaciones penales y la persecución de dichos ilícitos.


Entregar la aplicación de esta normativa exclusivamente al Ministerio del Interior, implicaría dejarla al arbitrio de criterios netamente políticos, lo que restaría seguridad y certeza jurídica al sistema, cuestión que es precisamente una de las principales razones de la existencia del ordenamiento jurídico y del Estado de Derecho.


Por lo demás, parece arbitrario restar de la posibilidad de solicitar su aplicación a los afectados directamente por esta clase de ilícitos (víctimas), por las siguientes razones: 


a) Los delitos terroristas son pluriofensivos, pues lesionan una serie de bienes jurídicos que el legislador penal quiere proteger. Algunos de dichos bienes jurídicos (vida, integridad física y síquica, propiedad) atañen directamente a las víctimas, por lo que serán ellas las primeras legitimadas para impetrar o requerir su aplicación. Caso distinto es lo que acontece con otra clase de bienes jurídicos, tales como la seguridad nacional, el orden constitucional o el orden público, toda vez que el interesado en su persecución será la sociedad toda, en cuyo caso el actor o legitimado debe necesariamente ser el Ministerio Público y/o eventualmente el Ministerio del Interior (como ocurre con la Ley de Seguridad Interior del Estado); 


b) Al momento de la formalización, es sólo el Ministerio Público el que califica los hechos de acuerdo con el mérito que a ese entonces registra la investigación, por lo que suponer que la mera presentación de una querella de carácter terrorista vaya a suponer necesariamente una mayor privación -a priori- de las garantías procesales del imputado, constituye una inexactitud, en la cual incurren todos quienes no han participado y/o desconocen el funcionamiento del nuevo sistema procesal penal, vigente en Chile desde el año 2000.


10. La presunción del numeral 1 del artículo 1° atenta contra los esquemas del derecho penal moderno, puesto que no es propio de un sistema garantista presumir responsabilidades penales. Dicha presunción podría responder a lo que en doctrina se conoce como derecho penal del enemigo.


11. Nadie puede poner en duda que las actuales penas asociadas a los delitos tipificados en la ley N° 18.314 son extraordinariamente altas, por lo que una adecuación, en tal sentido, podría ser una respuesta conteste y ad-hoc al principio de la proporcionalidad de las penas.


7.- El abogado don Adolfo Montiel Gómez, en representación de los comuneros mapuches a los que se pretende aplicar la ley N° 18.314, señaló que este texto legal contiene una serie de normas que restringen las posibilidades de defensa de los imputados por ella, como por ejemplo la prohibición durante la investigación de revelar en cualquier forma la identidad de testigos protegidos, o los antecedentes que conduzcan a su identificación, la mantención en secreto de ciertas actuaciones, registros o documentos, y la posibilidad de interceptar, abrir o registrar comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica


Estas medidas excepcionales se justificarían, si los hechos fueren efectivamente terroristas; esto es, que se cometan con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella, el temor justificado de ser víctima de los delitos de la misma especie. Sin embargo, este presupuesto de la ley no se produjo en la Región del Bío-Bío, donde no hay terrorismo, sino delitos que son comunes, donde tampoco se encuentra acreditada la participación de los imputados.


De esta manera, se han violado los derechos al debido proceso y a un juicio justo, por la inclusión de testigos anónimos o sin rostro, que debilita la capacidad de la defensa para refutar las pruebas presentadas por la acusación, ya que la identidad y la conducta de los testigos tiene relevancia directa para su credibilidad. Es posible que los propios testigos tengan antecedentes penales o rencillas personales, o animosidad política contra los acusados. Es más, en caso de testimonio malicioso, la defensa no puede acusar de perjurio a testigos que no puede identificar. Los testigos pueden simplemente mentir con impunidad. Y como si todo esto fuera poco, las declaraciones de los testigos protegidos no se encuentran en las carpetas investigativas entregadas a las defensas; donde no se individualizan con alguna clave o número, a qué testigo protegido corresponde. 


Otro aspecto criticable de la legislación antiterrorista es que la investigación se mantiene secreta, lo que implica una violación del derecho a defensa y a la igualdad de armas. En efecto, los abogados defensores no pueden revisar qué antecedentes concretos existen en contra de sus representados y que justifiquen una prisión preventiva tan prolongada, que se ha transformado de hecho en los casos en que ha intervenido, una pena anticipada. Con ello se ha infringido el artículo 8° de la Convención Americana, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 19 N° 3, inciso 4°, de la Constitución Política de la República.


A lo anterior, cabe agregar la violación del principio de inocencia, ya que no existen posibilidades de fundar seriamente solicitudes de revisión de prisión preventiva.


Los antecedentes en que se funda la prisión preventiva y la participación y acusación en contra de sus representados son fundamentalmente testigos protegidos con reserva de identidad, que en número de 35 han declarado en el Ministerio Público y que están en la lista de testigos que declararán por el Ministerio Público en el futuro juicio oral.


Aparte de estos testimonios, están los funcionarios policiales, muchos de los cuales no tienen conocimiento real de los hechos, según se ha hecho valer por la defensa en los alegatos pertinentes. La acusación se basa en supuestas conversaciones realizadas entre algunos de los imputados, y de los cuales deduce la posible participación de algunos de ellos.


En la forma expuesta, se violan los artículos 8° N° 2, letra f y artículo 8° N° 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 14 N° 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


El delito de la ley antiterrorista por el cual se encuentran acusados los comuneros, para el juicio oral que se llevará a efecto el 8 de noviembre del 2010 en el Tribunal Oral de la ciudad de Cañete, es el de incendio terrorista contemplado en el Código Penal, en su forma menos grave, es decir, incendio a edificios desocupados y de bosques, mieses, pastos, monte, cierros o plantíos. Este delito está ubicado en el libro II, Título IX, crímenes y simples delitos contra la propiedad, párrafo 9° del incendio y otros estragos, y no en el referente a los delitos contra la persona. Se trata por tanto, de un delito que no acarrea una amenaza directa o deliberada contra la vida, la libertad, la integridad física o la salud de las personas.


Otro defecto importante de la ley N° 18.314 es la existencia de un tipo penal amplio e indefinido al definir el delito terrorista. : Aunque la comunidad internacional no se ha puesto de acuerdo en una definición precisa de terrorismo, existe consenso en que el término sólo se aplica a los crímenes más graves relacionados con la violencia política.


La mayoría de los 12 Convenios y Protocolos de las Naciones Unidas sobre la materia, abordan las distintas formas específicas de terrorismo, incluyendo la toma de rehenes, las bombas, el secuestro de aviones, ataques a la navegación marítima, etc, todas las cuales conllevan violencia y posible daño a las personas.


La Convención Internacional para la Represión, de la financiación del terrorismo, lo define como: “cualquier acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en una situación de conflicto armado cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un Gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo”. Se trata, en consecuencia de delitos que atentan primordialmente contra la vida, integridad física o libertad de las personas, ya sea directamente, a través de atentados contra individuos o grupos; o indirectamente, a través de atentados contra medios de transporte o infraestructuras públicas.


Estos criterios del Derecho Internacional no encuentran correspondencia en la ley chilena. En efecto, el concepto de terrorismo contenido en la ley tiene dos elementos: uno de carácter volitivo, cual es la voluntad de causar terror y otro, de carácter material, consistente en conductas que en caso de no concurrir el primer elemento, serían, simplemente, delitos comunes, contemplados en la legislación penal ordinaria. 


Hay que tener presente, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha criticado la ambigüedad en la formulación de los tipos penales. La misma preocupación han señalado Human Rights Wach y el Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas, por la inclusión del delito de incendio simple dentro del tipo de terrorismo, señalando que ésta es altamente cuestionable.


El propio Gobierno de Chile reconoció en el año 2004, esta situación ante la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, al dar respuesta a las recomendaciones realizadas por el Relator Especial de la ONU sobre derechos indígenas. Así, el Gobierno de Chile señaló en su informe: “el gobierno actualmente se encuentra analizando los tipos penales contenidos en la ley antiterrorista, de acuerdo con las nuevas orientaciones de la política criminal, pues está consciente que tal legislación establece tipos penales demasiado amplios; por lo que se hace necesario su revisión”. Ello se ha manifestado, igualmente, en la jurisprudencia nacional. 


Respecto del delito de asociación ilícita terrorista, el instructivo general N° 46 del Fiscal Nacional del Ministerio Público, dirigido a los Fiscales Regionales y Adjuntos de todo el país, con fecha 20 de mayo de 2003, respecto del delito de asociación ilícita terrorista, señala: “De conformidad con el numeral 5 del artículo 2°, constituye conducta terrorista la asociación ilícita cuando tiene por objeto la comisión de delitos susceptibles de calificarse, a su vez, como terroristas”. El inciso 2° de la disposición agrega que los delitos de secuestro y sustracción de menores de los artículos 141 y 142 del Código Penal, cometidos por una asociación ilícita terrorista, serán considerados siempre como delitos terroristas.


No cabe duda de que, como lo ha señalado la doctrina, para que pueda hablarse de “asociación ilícita”, debe tratarse de una entidad dotada de características tales como organización, reglas propias, jerarquía, permanencia, etc., de donde resulta su potencialidad criminal, que justifica las elevadas sanciones. Tal organización debe estar orientada a la comisión de los delitos previstos en el art. 2° con alguna de las finalidades que menciona el artículo 1° “.


A lo anteriormente expuesto, debe agregarse que la ley en análisis vulnera el principio de non bis in idem, porque al procesar a los comuneros mapuches en dos tribunales por los mismos hechos (Justicia Militar y Justicia Civil), se viola un principio fundamental de Derecho Constitucional y de Derecho Penal, que significa que una persona no puede ser juzgada dos veces por los mismos hechos. Ello es así porque a pesar de que en los acontecimientos en que habrían participado sus representados, resultaron lesionados funcionarios de carabineros e investigaciones, una institución elemental del Derecho Penal es el llamado concurso ideal o concurso aparente, que se dio en la situación que se investiga, y que se soluciona de acuerdo al principio de consunción o absorción, que significa que de todos los hechos que ocurrieron, debe conocer un solo Tribunal, que es el que está conociendo de los delitos más graves; es decir, el Tribunal de Garantía de Cañete. Por lo demás, así lo ha entendido la jurisprudencia nacional e internacional.


Cabe hacer presente que las violaciones que se han producido ocurrieron dentro del proceso de recuperación de tierras y la lucha de las comunidades mapuches por recuperar su identidad cultural y social y dentro del permanente hostigamiento y militarización por parte del Estado chileno.


Finalmente, solicitó la eliminación de los delitos de incendio, en el artículo 2° de la ley 
N° 18.314 y la incorporación del artículo 2° bis propuesto en el Senado, que soluciona en parte, el grave problema de la huelga de hambre de los jóvenes comuneros mapuches.


b) Discusión particular.

Artículo 1°.-


Introduce modificaciones en la ley N° 18.314, todas las que la Comisión acordó tratar separadamente.

Número 1


El texto del numeral reemplaza el artículo 1° por el siguiente: 


“Artículo 1°.- Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.”.


El actual artículo 1° dispone que constituirán delitos terroristas los enumerados en el 
artículo 2°, cuando en ellos concurriere alguna de las circunstancias siguientes:


1° Que el delito se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas.


2° Que el delito sea cometido para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.


En relación con la primera circunstancia, la norma establece que se presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.


Se presentó una indicación de los Diputados señores Ceroni, Díaz, Gutiérrez y Saffirio, para sustituir el numeral 1) del artículo 1° del proyecto por el siguiente: 


“1) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente: 


“Constituirá delito de terrorismo los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se corneta por sujetos integrantes o al servicio de una asociación ilícita terrorista con la finalidad de subvertir el orden constitucional provocando en la población o parte de ella el temor justificado de ser víctimas de delitos de la misma especie, mediante el empleo de artificios explosivos o incendiarios de alto poder destructivo, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos para la salud humana y medio ambiente, medios corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, para la vida integridad, física o salud de las personas.”

La indicación fue rechazada por cinco votos a favor, seis en contra y dos abstenciones.


El numeral fue aprobado por unanimidad (trece votos).

Número 2


El texto del numeral, que modifica el artículo 2°, es el siguiente: 


“2) a) Reemplázase, en el encabezamiento, la frase “reunieren alguna de las características señaladas en el artículo anterior” por “cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior”.


b) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480; y las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315, y 316, todos del Código Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles.”.


c) Sustitúyese el numeral 4 por el siguiente:


“4.- Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos.”.


d) Suprímese el inciso final.”

El Diputado señor Burgos presentó una indicación para suprimir en el numeral 1 del 
artículo 2° el guarismo “476”.


La indicación fue aprobada por siete votos a favor y seis en contra.


Las letras a), c) y d) fueron aprobadas por unanimidad (trece votos).


La letra b) fue aprobada por siete votos a favor y seis en contra.


Numeral 3) nuevo


Se presentó una indicación de los Diputados señores Harboe, Accorsi, Burgos, Cornejo, Chain, Díaz, Saffirio y Schilling, para agregar el siguiente artículo 2° bis, nuevo: 


“Artículo 2° bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, sólo constituirán delitos de terrorismo aquellos que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud de personas. 


Tratándose de atentados contra la propiedad tales como incendios y estragos descritos en el numeral 1 y los delitos de atentados descritos en los numerales 2 y 4, se juzgarán y sancionarán conforme a esta ley sólo cuando se tratare de lugares de uso público, redes de transporte público o instalaciones de infraestructura, entendiéndose por estas últimas toda propiedad pública o privada que se utilice para prestar o distribuir servicios al público tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustible o comunicaciones, y concurriere además la finalidad de causar muerte o lesiones graves o una destrucción significativa, todo ello de conformidad con el Convenio para la Represión de Atentados Terroristas Cometidos con Bombas.”.”.


Fue aprobada por siete votos a favor y seis en contra. 

Numeral 3, que pasa a ser 4


El texto del numeral, que modifica el artículo 3°, es el siguiente:


“3) Modifícase de la siguiente manera:


a) Suprímese, en el inciso primero, la conjunción “o” que sigue a continuación de la locución “Código Penal”; intercálase después del guarismo “12.927” la frase “o en la Ley General de Ferrocarriles”, y agrégase la siguiente oración final: “Con todo, en el caso de los numerales 1° y 2° del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3° del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado mínimo.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la segunda oración por la siguiente: “Si se ocasionare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.


Luego de un breve debate se acordó dividir la votación de la letra a). En primer lugar se votó este literal hasta la expresión “Ferrocarriles”, lo que fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes (trece votos).


A continuación se sometió a votación el resto de la letra a), (que incorporaba una oración final al artículo), lo que fue rechazado por siete votos en contra y seis a favor.


 La letra b) fue aprobada por unanimidad (trece votos).

Numeral 4, que pasa a ser 5


El texto del numeral suprime el inciso segundo del artículo 3° bis.


Fue aprobado por unanimidad (trece votos).

Numeral 5, que pasa a ser 6


El texto del numeral sustituye el artículo 7°, por el siguiente:


“Artículo 7°.- La conspiración respecto de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena aplicable a la tentativa.”.


Fue aprobado por siete votos a favor y seis en contra.

Numeral 6, que pasa a ser 7


El texto del numeral, que modifica el artículo 8°, es el siguiente:


“6) Reemplázase la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo”.


Fue aprobado por unanimidad (trece votos).

Numeral 7, que pasa a ser 8


El texto del numeral es el siguiente:


“7) Agrégase como artículo 9°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 9°.- Quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere de la tentativa de cometer algunos de los delitos previstos en esta ley, siempre que revele a la autoridad su plan y las circunstancias del mismo.


En los casos de conspiración o de tentativa en que intervengan dos o más personas como autores, inductores o cómplices, quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere cumpliendo con la exigencia prevista en el inciso precedente, siempre que por su conducta haya conseguido efectivamente impedir la consumación del hecho o si la autoridad ha logrado igual propósito como consecuencia de las informaciones o datos revelados por quien se ha desistido. De producirse la consumación del delito, se estará a lo dispuesto en el artículo 4°.”.


Fue aprobado por unanimidad (trece votos).

Numeral 9 (nuevo)


Se presentó una indicación de los Diputados señores Araya, Accorsi, Burgos, Cornejo, Díaz y Saffirio, para reemplazar el artículo 10 por el siguiente: 


“Artículo 10.- Las investigaciones a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de oficio por el Ministerio Público, de acuerdo con las normas generales. 


Sin perjuicio de lo anterior, también podrán iniciarse por querella del Ministro del Interior o de los Intendentes Regionales. “

Fue aprobada por siete votos a favor y seis en contra.

Numeral 10 (nuevo)


Se presentó una indicación de los Diputados señores Accorsi, Burgos, Cornejo, Díaz, 
Gutiérrez y Saffirio, para sustituir, en el inciso primero del artículo 11, la frase “diez días” por la siguiente: “72 horas”.


Fue aprobada por siete votos a favor y seis en contra.

Numeral 8, que pasa a ser 11


El texto del numeral, que modifica el artículo 18, es el siguiente:


“8) Agréganse, en el inciso final, las siguientes oraciones finales: 


“El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará también al cooperador eficaz y a quien se encuentre en el caso del 
artículo 9°.”.


Fue aprobado por unanimidad (trece votos).

Artículo 2°.

Agrega a la letra f) del artículo 20 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, una oración final, a fin de disponer que corresponderá a la División de Atención a las Víctimas y Testigos prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.


Fue aprobado por doce votos a favor y una abstención.

-o-

Se presentó una indicación de los Diputados señores Araya, Accorsi, Burgos, Cornejo, Díaz y Saffirio, para incorporar un artículo 3°, a fin de reemplazar el inciso segundo del 
artículo 111 del Código Procesal Penal por el siguiente: 


“También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio, respecto de delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.”

Fue aprobada por siete votos a favor y seis en contra. 

VII. ADICIONES O ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR LA COMISIÓN AL TEXTO PROPUESTO POR EL SENADO.


De conformidad a lo establecido en el número 7° del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que introdujo las siguientes enmiendas al texto propuesto por el Senado:


a.- Ha suprimido en la letra b) del número 2) del artículo 1°, que modifica el artículo 2° de la ley N° 18.834. el guarismo “ 476”.


b.- Ha intercalado el siguiente artículo 2° bis en la ley N° 18.834:


“Artículo 2° bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, sólo constituirán delitos de terrorismo aquellos que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud de las personas.


Tratándose de atentados contra la propiedad tales como incendios y estragos descritos en el numeral y los delitos de atentados descritos en los numerales 2 y 4, se juzgarán y sancionarán conforme a esta sólo cuando se tratare de lugares de uso público, redes de transporte público o instalaciones de infraestructura, entendiéndose por estas últimas toda propiedad pública o privada que se utilice para prestar o distribuir servicios al público tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustibles o comunicaciones, y concurriere además la finalidad de causar muerte o lesiones graves o una destrucción significativa, todo ello de conformidad con el Convenio para la Represión de Atentados Terroristas Cometidos con Bombas.”.


c.- Ha suprimido la oración final que se agrega por la letra a) del número 3) del artículo 1° al artículo 3° de la ley N° 18.834.


d.- Ha agregado un nuevo número en el artículo 1° para sustituir el artículo 10 de la ley N° 18.834, por el siguiente:


“Artículo 10.- Las investigaciones a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de oficio por el Ministerio Público, de acuerdo con las normas generales.


Sin perjuicio de lo anterior, también podrán iniciarse por querella del Ministerio del Inte-
rior o de los Intendentes Regionales.”.


e.- Ha agregado un nuevo número en el artículo 1° para sustituir en el inciso primero del artículo 11 de la ley N° 18.834, la frase “ diez días” por “ 72 horas”.


f.- Ha agregado un artículo 3° al proyecto para sustituir el inciso segundo del artículo 111 del Código Procesal Penal, por el siguiente:


“También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio, respecto de delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.”.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, las siguientes modificaciones:


1) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1°.- Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.”.


2) Efectúanse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:


a) Reemplázase, en el encabezamiento, la frase “reunieren alguna de las características señaladas en el artículo anterior” por “cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior”.


b) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475 y 480; y las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315, y 316, todos del Código Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles.”.


c) Sustitúyese el numeral 4 por el siguiente:


“4.- Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos.”.


d) Suprímese el inciso final.


3) Agrégase el siguiente artículo 2° bis:


Artículo 2° bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, sólo constituirán delitos de terrorismo aquellos que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud de personas. 


Tratándose de atentados contra la propiedad tales como incendios y estragos descritos en el numeral 1 y los delitos de atentados descritos en los numerales 2 y 4, se juzgarán y sancionarán conforme a esta ley sólo cuando se tratare de lugares de uso público, redes de transporte público o instalaciones de infraestructura, entendiéndose por estas últimas toda propiedad pública o privada que se utilice para prestar o distribuir servicios al público tales como los de abastecimiento de aguas, alcantarillado, energía, combustible o comunicaciones, y concurriere además la finalidad de causar muerte o lesiones graves o una destrucción significativa, todo ello de conformidad con el Convenio para la Represión de Atentados Terroristas Cometidos con Bombas.”

4) Modifícase el artículo 3° de la siguiente manera:


a) Suprímese, en el inciso primero, la conjunción “o” que sigue a continuación de la locución “Código Penal”; e intercálase después del guarismo “12.927” la frase “o en la Ley General de Ferrocarriles.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la segunda oración por la siguiente: “Si se ocasionare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.


5) Suprímese el inciso segundo del artículo 3° bis.


6) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:


“Artículo 7°.- La conspiración respecto de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena aplicable a la tentativa.”.


7) Reemplázase en el artículo 8° la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo”.


8) Agrégase como artículo 9°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 9°.- Quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere de la tentativa de cometer algunos de los delitos previstos en esta ley, siempre que revele a la autoridad su plan y las circunstancias del mismo.


En los casos de conspiración o de tentativa en que intervengan dos o más personas como autores, inductores o cómplices, quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere cumpliendo con la exigencia prevista en el inciso precedente, siempre que por su conducta haya conseguido efectivamente impedir la consumación del hecho o si la autoridad ha logrado igual propósito como consecuencia de las informaciones o datos revelados por quien se ha desistido. De producirse la consumación del delito, se estará a lo dispuesto en el artículo 4°.”.


9) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- Las investigaciones a que dieren lugar los delitos previstos en esta ley se iniciarán de oficio por el Ministerio Público, de acuerdo con las normas generales. 


Sin perjuicio de lo anterior, también podrán iniciarse por querella del Ministro del Interior o de los Intendentes Regionales. “

10) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11 la expresión “diez días” por la siguiente: “setenta y dos horas”.


11) Agréganse, en el inciso final del artículo 18, las siguientes oraciones finales: “El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará también al cooperador eficaz y a quien se encuentre en el caso del artículo 9°.”.


Artículo 2°.- Agrégase a la letra f) del artículo 20 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la siguiente oración final: “Asimismo, le corresponderá prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.”.


Artículo 3°: Sustitúyese el inciso segundo del artículo 111 del Código Procesal Penal por el siguiente:


““También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio, respecto de delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.”
-o-

Sala de la Comisión, a 21 de septiembre de 2010.


Acordado en sesiones de fechas 16 y 21 de septiembre del año en curso, con la asistencia de los Diputados señor Pedro Araya Guerrero (Presidente); Burgos Varela, don Jorge; 
Cardemil Herrera, don Alberto; Calderón Bassi, don Giovanni; Ceroni Fuentes, don 
Guillermo; Cornejo González, don Aldo; Díaz Díaz, don Marcelo; Harboe Bascuñán, don Felipe; Eluchans Urenda, don Edmundo; Monckeberg Bruner, don Cristián; Squella Ovalle, don Arturo.


En reemplazo de la Diputada señora Turres y del Diputado señor Calderón, asistió el Diputado señor Arenas.


En reemplazo del Diputado señor Rincón, asistió el Diputado señor Saffirio.


En reemplazo del Diputado señor Araya, asistió la Diputada señora Sepúlveda. 


Además, se contó con la asistencia de los Diputados señoras Cristi y Sepúlveda y de los Diputados señores Melero, Sabag, Hasbún, Ojeda, Monsalve, Gutiérrez, Macaya, Andrade, Silva, Chaín y Tarud.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión.”

4. Moción de las diputadas señoras Cristi, doña María Angélica; Zalaquett, doña 
Mónica; Hoffmann, doña María José, y de los diputados señores Arenas, Baltolu, Bobadilla, Estay, Hasbún, Hernández y Sabag.

Extiende vigencia de cédula de identidad a mayores de 70 años. (boletín N° 7222-07)
“1.- La ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor define como Adulto mayor a toda persona que ha cumplido los 60 años, sin diferencia entre hombres y mujeres. Sin embargo, algunos programas entregan beneficios a partir de los 65 años o más.

2.- En Chile, cada día aumentan más la cantidad que componen la población del Adulto Mayor. En 1999, habían aproximadamente 36 adultos mayores por cada cien menores de 15, es decir, el doble de los que había en 1950. Y los de hoy representan la mitad de los 70 adultos mayores que habrá en el 2020. En otras palabras, en los últimos 50 años se duplicó el índice de vejez y la próxima duplicación se producirá en sólo 20 años más.

3.- Este grupo del Adulto Mayor ha experimentado un fuerte crecimiento producto del aumento de la esperanza de vida en nuestro país por un lado - mientras en 1960 poco más del 51; de las personas era Adulto Mayor, actualmente esta cifra se eleva al 11,5 y todo indica que este número seguirá aumentando - y las diminución de la natalidad por otro.

4.- Que conforme a la normativa vigente la Cédula Nacional de. Identidad debe renovarse periódicamente, cada diez años;

5.- Que las personas mayores de 70 años tiene dificultades a veces para desplazarse dada sus condiciones físicas por lo que, muchas veces no renuevan su Cédula Nacional de Identidad con todas las molestias que ello implica;

6.- Que a lo anterior hay que agregarle la dificultad para encontrarles las huellas dactilares y el costo económico ($3.600) que significa renovar la Cédula Nacional de Identidad para muchos de ellos no solo por su valor en sí, sino que también por los bajos ingresos que perciben.

7.- Conscientes de estos problemas, el servicio del Registro Civil e Identificación ofrece el servicio de atender en forma gratuita a domicilio a todos los adultos mayores que se encuentren postrados dentro de políticas públicas en beneficio de ellos. Para ello basta contactarse directamente con el Servicio a través de cualquier oficina a lo largo del país. Pero ello no es suficiente.

8.- Consultado el Director Regional del Registro Civil, don Víctor Bunster, así como personal antiguo y con experiencia sobre esta propuesta legislativa, todos coincidieron en sus beneficios y conveniencia.

9.- Por ello y con el objeto de simplificar los trámites, evitar costos extras para el Estado y mantener la preocupación de todos por el bienestar del Adulto Mayor, se justifica que a los mayores de 70 años no se les exija renovar su Cédula Nacional de Identidad, vengo en proponer el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: La Cédula Nacional de Identidad correspondiente a una persona que tenga 70 años cumplidos, se mantendrá vigente aunque hayan transcurrido diez años desde su otorgamiento, renovándose automáticamente por el solo cumplimiento de la edad señalada.
5. Moción de los diputados señores González, Accorsi, Chahín, De Urresti, Espinosa, don Marcos; Marinovic, Robles, Teillier, Vilches, y de la diputada señora Muñoz, doña Adriana

Modifica el artículo 19 N° 24 de la Constitución Política de la República, con la finalidad de asegurar el derecho del Estado a percibir una regalía minera justa. (boletín N° 7223-07)

“Vistos:

Lo dispuesto en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República


Considerando:

1° 
Que la Historia de Chile, bien puede narrarse a partir de la historia de la tributación minera y esto es así porque históricamente solo la minería ha sido capaz de aportar los recursos necesarios para sostener las arcas públicas., No hay ninguna otra actividad económica que haya contribuido al desarrollo nacional como la extracción de las riquezas mineras de nuestro subsuelo.


La Colonia y su Quinto Real, la naciente República independiente del siglo XIX y el Estado portaliano tuvieron su fuente principal de financiamiento en la explotación de los yacimientos de Agua Amarga y Arqueros. En 1832, Juan Godoy descubría la veta de Chañarcillo dando lugar a la acumulación individual más grande de capital de nuestra Historia. La propia Guerra del Pacífico cuyas secuelas seguimos sintiendo hoy en día, en las tensiones con Perú y Bolivia, tienen su origen en el establecimiento de regalías para la explotación del nitrato por parte de las autoridades bolivianas


Una vez conquistados los territorios en donde se asentaban las salitreras, el Estado durante casi 50 años cobró una regalía que ascendía al 25 por ciento del precio medio de venta, lo que permitió sentar las bases económicas definitivas del país, potenciar el desarrollo de su infraestructura y abordar ya una incipiente política de protección social.


Según datos del propio Ministerio de Minería, si para 1860 había 18.000 estudiantes en las escuelas básicas y 2.200 en las escuelas medias del sistema público, hacia 1900 la cifra llegaba a 157.000 y 12.600 respectivamente. Las cifras macroeconómicas de la época muestran cómo el Estado chileno retuvo una parte importante de los excedentes generados por el salitre y que éste fue utilizado para financiar las grandes obras públicas. En cifras actualizadas, el aporte del salitre a la economía chilena entre 1880-1930 permitió incrementar la riqueza de Chile en 3.500 millones de dólares. Era tanta la relevancia de la tributación minera que todos los impuestos recaudados alcanzaban a ser tan solo un tercio al impuesto a la exportación de salitre.


Tras la crisis del salitre, fruto de la invención de los sustitutos sintéticos en Europa, fue la hora del desarrollo de la Gran Minería del Cobre, que en la década de los años 50 ya contribuía con el 60% de la recaudación del Estado y Chile, recibía en promedio el 61% de las utilidades de la explotación cuprífera. 61%.


A finales de la década de los años 60, la chilenización primero y luego la nacionalización del cobre, durante el Gobierno del Presidente Salvador Allende Gossens, con el apoyo unánime del Congreso Nacional, demostró que sin importar el color político, el sentido patriótico, la defensa de un proyecto nacional de desarrollo, podía unir a los representantes populares sin importar sus colores políticos, pues había un consenso en el sentido de que Gran Minería del Cobre era la viga maestra del desarrollo nacional.

2° 
Que, sin embargo, durante el Gobierno Militar se realizó un cambio fundamental. Se modificó sustancialmente la legislación minera. Con la dictación de Ley N° 18.097 Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras y el nuevo Código de Minería del año 1983 se estableció el concepto de concesión plena. Esta norma que muchos la han considerado atentatoria contra el interés nacional, tenía como única motivación la atracción de inversiones en el sector.

3° 
Que tuvieron que pasar largos años, para que recién el año 2005 el Presidente Ricardo Lagos Escobar, mediante la Ley N° 20.026 estableció la obligación de pago de un impuesto específico a la actividad minera, ascendente a un 5% de las utilidades operacionales de las empresas mineras que produzcan más de 50 mil toneladas de cobre fino anuales. Asimismo, contempla un nuevo sistema de invariabilidad tributaria para las empresas que renuncien al DL 600, para que en lugar de pagar 5% de impuesto cancelen 4% por un periodo de 12 años. Además esta Ley fija una exención del pago del impuesto a las empresas que tengan una producción anual de hasta 12 mil toneladas de cobre fino.


Este primer paso - sucedáneo a un verdadero royalty minero, como el que se establecía en el primer proyecto sobre esta materia que presentó meses antes el Presidente Lagos y que fue rechazado por falta de quórum constitucional - tenía como objetivo abrir el camino para generar un cambio mayor en la política minera chilena. Pues se trataba de allegar recursos para financiar principalmente los avances de Chile en Innovación, Ciencia y Tecnología, los cuales para el Presidente Lagos, eran la base de lo que se esperaba sería el cambio de la matriz productiva del país. Se trataba de generar recursos para el desarrollo de las industrias de la inteligencia, con las cuales dejaríamos de ser un país puramente exportador de materias primas a un país productor de bienes y servicios de alto valor agregado, siguiendo la experiencia de países como Finlandia, Israel o Nueva Zelanda, todos estados pequeños, ubicados en la periferia de los mercados más importantes pero que sin embargo han centrado su economía en la educación, la inteligencia e inventiva de sus ciudadanos.


El resultado de esta experiencia, está aún por evaluarse, lo que si ha existido es coincidencia entre distintos actores políticos que fue insuficiente y que se puede hacer más, tomando como base lo ya realizado, pues estamos viviendo un tiempo en donde a nivel global, existe un movimiento mundial de promoción del derecho de los estados por recuperar la soberanía sobre los recursos naturales.


En países tan disímiles como Australia o Argentina; Bolivia o la Federación Rusa, se han adoptado decisiones que buscan precisamente asegurar el derecho del estado a percibir una renta minera ajustada a los intereses nacionales. Así, Rusia recuperó el control de los yacimientos entregados al capital extranjero en los años 1990, Venezuela renegoció sucesivamente las condiciones de acceso a su petróleo, elevando sustancialmente los cobros. Bolivia recuperó el control de sus hidrocarburos. Ecuador nacionalizó sus hidrocarburos.


Argentina estableció el 2007 un royalty del 10 por ciento de las ventas a todos los minerales y Brasil declaró el 2009 la reserva de la explotación de los nuevos yacimientos submarinos de hidrocarburos.

4° 
Que hoy en día la Administración del Presidente Sebastián Piñera somete a consideración un Proyecto de Ley que busca establecer una regalía minera en base a una tasa efectiva de entre un 5% y un 9% sobre el margen operacional minero y un sistema de sujeción voluntaria al régimen del nuevo Impuesto específico para los concesionarios explotadores mineros que actualmente sean titulares de un régimen de invariabilidad tributaria, permitiendo que estos se sujeten a un alza provisoria de su carga impositiva por el periodo de tres años, aplicándosele una tabla sobre el margen operacional con tasas de un 4% a un 9% y extendiendo como contrapartida al mayor valor de su aporte fiscal, el plazo de invariabilidad de sus contratos por ocho años adicionales, lo que en la práctica supondría extender sus beneficios de invariabilidad hasta el año 2025.


Esta propuesta es a juicio de los que suscribimos absolutamente insuficiente y contraria a los intereses permanentes de la Nación, toda vez que por un pequeño aumento de recaudación el Estado se privaría del derecho a establecer una regalía acorde con el nivel de utilidades que genera la minería.


Por estas razones, es que hemos considerado imprescindible presentar este Proyecto de Reforma Constitucional, que eleve al máximo rango normativo el establecimiento del impuesto específico a la actividad minera, de manera tal de evitar que mayorías circunstanciales puedan alterar esta normativa. En cuanto a la magnitud del tributo que pretendemos establecer, creemos que un porcentaje equivalente al 20% del precio de venta de los minerales, es razonable atendida la realidad internacional. Con ese monto, no se corre peligro de hacer fracasar proyectos de inversión futura y se crean las condiciones para que el estado pueda allegar recursos en la magnitud suficientes para dar un salto cualitativo en nuestro proceso de desarrollo nacional, asegurando la prestación de servicios sociales, la inversión en infraestructura y la protección social de los habitantes de la República. Asimismo, estamos proponiendo que una parte muy importante de las regalías ceda a favor de las comunas mineras, en donde la explotación de los recursos generan impactos sociales, y ambientales y que otra parte ceda en favor directo de los gobiernos regionales, en la proporción y forma que determine una ley reguladora de la disposición constitucional.

5° 
Que finalmente hacemos votos para que este Proyecto de Reforma Constitucional logre los mismos consensos que la reforma que permitió en la década de los años setenta nacionalizar la riqueza del cobre. Chile no sería el país que es sin esa reforma acordada en tiempos especialmente complejos de la historia nacional. Hoy, cuando vivimos un clima de paz social y política hay mejores condiciones para debatir este Proyecto, que pretende ser un instrumento al servicio de un proyecto nacional de desarrollo.

Por tanto:

Los diputados que suscribimos venimos en presentar la siguiente:

REFORMA CONSTITUCIONAL

ARTÍCULO ÚNICO.- Agréguese el siguiente inciso 11 nuevo al N° 24 del Artículo 19 de la Constitución Política de la República, pasando el actual inciso 12 a ser 13 y así sucesivamente:

“Sin perjuicio de la recaudación por la tributación general, el Estado recibirá como contraprestación de la concesión minera el pago de una regalía que ascenderá a la quinta parte del valor neto de las ventas de todos minerales. Una décima parte de lo recaudado por concepto de regalía será distribuido entre las comunas en donde se asienten los yacimientos y explotaciones mineras y otra décima parte se distribuirá entre los Gobiernos Regionales. Una ley orgánica constitucional regulará los procedimientos de cobro y distribución de las regalías.”

6. Oficio de la Corte Suprema

“Oficio N° 138


Informe proyecto de ley 38-2010


Antecedente: Boletín N° 7146-13


Santiago, 14 de septiembre de 2010

Por Oficio N° 8949, recibido el 20 de agosto de 2010, la Presidenta de la H. Cámara de Diputados, en virtud de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, ha requerido de esta Corte informe sobre el proyecto de ley que amplía la competencia de los Juzgados del Trabajo al conocimiento de las demandas de indemnización por responsabilidad extracontractual en caso de accidentes laborales.



Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 13 de septiembre del presente, presidida por su titular don Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Nibaldo Segura Peña, Adalis Oyarzún Miranda, Jaime Rodriguez Espóz, Sergio Muñoz Gajardo, señora Margarita Herreros Martínez, señores Hugo Dolmestch Urra, Juan Araya Elizalde, Patricio Valdés Aldunate, Pedro PIerry Arrau, señoras Gabriela Pérez Paredes, 
Sonia Araneda Briones, señores, Haroldo Brito Cruz, Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Maria Maggi Ducommun, Rosa Egnem Saldías y señor Roberto Jacob Chocair, acordó informarlo favorablemente, al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, trece de septiembre de dos mil diez.


Vistos y teniendo presente:


Primero: Que por oficio N°8949 de 19 de agosto de 2010, Boletín N° 7146-13, la señora Presidenta de la Cámara de Diputados, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, en relación con el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha recabado la opinión de esta Corte Suprema respecto del proyecto de ley, iniciado en moción, que amplía la competencia de los Juzgados del Trabajo al conocimiento de las demandas de indemnización por responsabilidad extracontractual en caso de accidentes laborales. 


Segundo: Que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 420 del Código del Trabajo, actualmente vigente, los juzgados con competencia laboral carecen de competencia para conocer las demandas de indemnización de perjuicios fundamentadas en la responsabilidad extracontractual del empleador, cuando el accidente o la enfermedad se deban a la culpa o dolo de la entidad empleadora y el trabajador ha fallecido.


Tercero: Que, sobre la materia existe una jurisprudencia uniforme sobre el tema. Los fallos se han fundamentado en el artículo 420 del Código del Trabajo que establece las materias de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo, señalando en su letra a) esta que comprende las cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores por aplicación de las normas laborales o derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos del trabajo o de las convenciones y fallos arbitrales en materia laboral. Como queda de manifiesto por el tenor de la norma transcrita, tal jurisdicción se circunscribe exclusivamente al conocimiento de las obligaciones derivadas de relaciones contractuales o convencionales laborales. Agrega al proyecto en su fundamentación, que según el literal f) del citado artículo 420 se excluye expresamente de la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo la responsabilidad extracontractual, pues la letra f) citada, da competencia a estos juzgados para conocer de “los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, con excepción de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 16.744”.


Cuarto: Que, por su parte, la ley 16.744 en su artículo 1° establece la obligatoriedad del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y a su turno el artículo 2° señala quienes son las personas protegidas, entre las cuales se menciona al trabajador por cuenta ajena, agregando el 5° lo que se entiende por accidente del trabajo, incluyendo la muerte del trabajador y, el literal b) del artículo 69, dispone que: “La víctima y las demás personas a quienes el accidente o enfermedad cause daño podrán reclamar al empleador o terceros responsables del accidente, también las otras indemnizaciones a que tengan derecho, con arreglo a las prescripciones del derecho común, incluso el daño moral”.


Se indica que doctrinariamente es necesaria una judicatura especial en materia laboral porque es un derecho protector, que debe velar por restablecer la desigualdad obvia que existe entre trabajadores y empleadores, velando y protegiendo los intereses y beneficios de aquellos en todo su ámbito laboral, favoreciéndole a él ya que es una garantía constitucional el derecho del trabajo. En este sentido se exige una judicatura especializada.


Quinto: Que, según los autores de la moción la situación en que queda la familia de un trabajador que fallece a consecuencia de un accidente de trabajo es generalmente la de 
desamparo, puesto que en muchos casos este es el sostén económico del grupo familiar o un importante aporte para la economía de la familia; de su trabajo dependen hijos escolares, alimentación y expectativas de vida, razón por la que también los deudos necesitan una justicia especializada que regule las indemnizaciones a que tienen derecho en más breve tiempo y la diferenciación entre responsabilidad contractual y extracontractual para darle competencia a los juzgados del trabajo o a los de letras en lo civil, aparece como odiosa y arbitraria desde un punto de vista social.

Por estas razones proponen modificar al artículo 420 del Código del Trabajo que entrega competencia a los Juzgados del Trabajo para conocer de los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador fundamentada en accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, con independencia de si se trata de una responsabilidad contractual o extracontractual.


Sexto: Que, como se puede apreciar, lo perseguido por los autores del proyecto es radicar en una sola sede judicial las consecuencias que derivan de un accidente laboral buscando con ello proteger especialmente a la familia del trabajador que ha fallecido como consecuencia de tal accidente, facilitándole la posibilidad de perseguir en sede laboral las indemnizaciones que de acuerdo al derecho común corresponden, haciendo más expedita y sencilla su obtención.


En la actualidad ello no resulta posible porque el único que puede demandar en sede laboral es el trabajador afectado, y también pueden hacerlo sus sucesores legales cuando aquél les transmite un derecho que entró a su patrimonio. Los terceros que han sufrido un daño moral como consecuencia del accidente del trabajo deben entablar sus acciones en sede civil. 

 No obstante, lo anterior y atendido la materia de que se trata, esta Corte Suprema estima conveniente replantear la modificación propuesta en términos de limitar sus efectos señalando quiénes son aquellos que pueden tener la calidad de sujeto activo en sede laboral para detentar la acción pertinente, estableciendo para tal efecto una norma como o similar a la contemplada en el artículo 108 del Código Procesal Penal, adaptada para el caso de fallecimiento del trabajador.


Por otra parte atendido que ello recargará el trabajo de los juzgados laborales es imprescindible solicitar el aumento de jueces en algunos lugares de la República, especialmente en Valparaíso y Concepción y obviamente solicitar los fondos necesarios para ello.


Por lo señalado y en conformidad con lo dispuesto en la norma constitucional citada, se acuerda informar favorablemente el referido proyecto de ley, con las observaciones anotadas precedentemente.


Se previene que el Presidente señor Juica y los Ministros señores Rodríguez y Muñoz y señora Herreros no comparten lo expuesto en el párrafo tercero del fundamento sexto, pues en su concepto resulta conveniente que todas las cuestiones que digan relación con la responsabilidad extracontractual del empleador con motivo del accidente laboral del trabajador, sean conocidos por los Juzgados de Letras del Trabajo, cualquiera sea el sujeto activo que deduzca la acción. 


PL-38-2010.”
Saluda atentamente a V.E.

(Fdo.): MILTON JUICA ARANCIBIA, Presidente; RUBY VANESSA SÁEZ 
LANDAUR, Secretaria Subrogante.”

A LA SEÑORA DIPUTADA

ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES

PRESIDENTA

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAISO 

7. Oficio del Tribunal Constitucional


“Santiago, 10 de septiembre de 2010.


Oficio Nº 4.797


Remite sentencia

Excelentísima señora

Presidenta de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la sentencia dictada por esta Magistratura con fecha 9 de septiembre de 2010 en el proceso Rol Nº 1502-09-INA sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida en la causa RUC Nº 0800510604-5, del Tribunal Oral en lo Penal de Viña del Mar.


Dios guarde a V.E:


(Fdo.): MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA

PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES

PRESENTE.”

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





